
MODIFICACIONES DE TURNO

Modificaciones de turno, de conformidad con los artículos 73 y 74, numeral 2, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, de las siguientes iniciativas y proposición
con punto de acuerdo.

ARTICULOS 72, 73, 76 Y 89 CONSTITUCIONALES - LEY SOBRE 
LA CELEBRACION DE TRATADOS - LEY SOBRE LA APROBACION 
DE TRATADOS INTERNACIONALES EN MATERIA ECONOMICA

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma artículos 72, 73, 76 y 89 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y diversas disposiciones
de la Ley Sobre la Celebración de Tratados, y de la Ley sobre la Aprobación de
Tratados Internacionales en Materia Económica, presentada por la diputada Lore-
na Corona Valdés en la sesión del 22 de febrero pasado. Se turna a las Comisiones
Unidas de Puntos Constitucionales y de Relaciones Exteriores, para dictamen. . . 

LEY GENERAL DE POBLACION

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Población, presentada por la diputada Lorena Corona Valdés

3

Director General de
Crónica y Gaceta Parlamentaria

Gilberto Becerril Olivares

Presidente

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín

Director del
Diario de los Debates

Jesús Norberto Reyes Ayala

Poder Legislativo Federal, LXI Legislatura

Diario de los Debates
ORGANO OFICIAL DE LA CAMARA DE DIPUTADOS

DEL CONGRESO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Correspondiente al Segundo Periodo de Sesiones Ordinarias del Segundo Año de Ejercicio

Año  II México, DF, jueves 10 de marzo de 2011 Sesión No.  14  Anexo I

S U M A R I O



Año II, Segundo Periodo, 10 de marzo de 2011 / Anexo I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados2

en la sesión del 22 de febrero pasado. Se turna a las Comisiones Unidas de Po-
blación, Fronteras y Asuntos Migratorios y de Gobernación, para dictamen. . . . . 

LEY GENERAL DE POBLACION

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 32 y 43 Bis de la Ley
General de Población, presentada por el diputado Jorge Venustiano González Iles-
cas en la sesión del 8 de febrero pasado. Se turna a la Comisión de Población,
Fronteras y Asuntos Migratorios, para dictamen, con opinión de la Comisión de
Gobernación.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY PARA LA PROTECCION Y APOYO A LOS MIGRANTES 
Y SUS FAMILIAS

Iniciativa con proyecto decreto que expide la Ley para la Protección y Apoyo a los
Migrantes y sus Familias, presentada por el diputado Juan Carlos López Fernán-
dez en la sesión del 17 de febrero pasado. Se turna a la Comisión de Población,
Fronteras y Asuntos Migratorios, para dictamen, con opinión de las Comisiones de
Gobernación y Presupuesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE COAHUILA

Proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al gobierno del estado de
Coahuila para que a través de la Promotora para el Desarrollo Minero de Coahui-
la y el Servicio de Administración Tributaria de Coahuila revisen y modifiquen las
condiciones establecidas en los contratos celebrados entre estos y los productores
de carbón de Coahuila, presentada por el diputado Jesús Ramírez Rangel en la se-
sión del 17 de febrero de 2011. Se turna a la Comisión de Economía, para dicta-
men, con opinión de la Comisión de Energía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON EN ANEXO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

9

14

15

54

57



*MODIFICACIONES DE TURNO

Modificaciones de turno, de conformidad con los artículos
73 y 74, numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Di-
putados.

ARTICULOS 72, 73, 76 Y 89 CONSTITUCIONALES -
LEY SOBRE LA CELEBRACION DE TRATADOS -

LEY SOBRE LA APROBACION DE TRATADOS 
INTERNACIONALES EN MATERIA ECONOMICA

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, de la Ley sobre la Celebración de Tratados, y de la Ley
sobre la Aprobación de Tratados Internacionales en Materia
Económica, a cargo de la diputada Lorena Corona Valdés,
del Grupo Parlamentario del PVEM

Problemática

El procedimiento para incorporar a nuestro sistema norma-
tivo los tratados internacionales en materia económica y co-
mercial, en el cual no interviene la Cámara de Diputados,
incide de manera directa en el contenido de las disposicio-
nes presupuestales –atribución exclusiva de esta Cámara-,
así como en el relativo a la legislación tributaria –cuya Cá-
mara de origen es precisamente la de Diputados-, termina
por afectar de una u otra forma lo ya dispuesto en la legis-
lación mexicana en estos rubros, o en su defecto, vulneran-
do las obligaciones contenidas en el instrumento internacio-
nal, sujetando a nuestro país a una serie de sanciones
económicas y menoscabando su imagen en el ámbito inter-
nacional.

Argumentación

En el ámbito internacional se ha desarrollado una tendencia
global que le confiere cada vez más importancia al derecho
internacional y, en consecuencia, a los compromisos que se
asumen voluntariamente como resultado de la celebración
de tratados internacionales en distintas materias. Este enfo-
que ha contribuido a la creación de organizaciones interna-
cionales que intervienen en conflictos que se originan por el
incumplimiento de las obligaciones contenidas en estos ins-
trumentos internacionales.

En este contexto, la Organización Mundial del Comercio
(OMC) –única organización internacional que se ocupa de
las normas que rigen el comercio entre los países-, se con-
duce de acuerdo a lo dispuesto en los Acuerdos de la OMC,
que provienen de las negociaciones y la firma de la mayo-
ría de los países que participan en el comercio mundial, y la
ratificación de sus respectivos parlamentos. 

En este orden de ideas, los Acuerdos de la OMC tienen por
objeto ayudar a los productores de bienes y servicios, a los
exportadores y a los importadores a desarrollar sus activi-
dades, permitiendo que los gobiernos alcancen objetivos so-
ciales y ambientales; y estableciendo las normas jurídicas
fundamentales del comercio internacional que obligan a los
gobiernos a mantener sus políticas comerciales dentro de lí-
mites convenidos.1

Adicionalmente, estos Acuerdos comerciales imponen lími-
tes sobre leyes nacionales que afectan a empresarios ex-
tranjeros, pues por medio de obligaciones prohíben ciertas
medidas tanto legislativas como reglamentarias. 

Entre los principales Acuerdos que administra la OMC se
encuentran:

• Acuerdo sobre la OMC:

• Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comer-
cio (GATT) y 19 más acuerdos sobre varios aspectos del
comercio de mercancías contenidos en el anexo 1A.

• Acuerdo General sobre Comercio de Servicios
(AGCS).

• Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propie-
dad Intelectual Relacionados con el Comercio (Acuerdo
sobre los ADPIC).

• Entendimiento Relativo a las Normas y Procedimientos
por los que se Rige la Solución de Diferencias (ESD).

Ahora bien, como miembro de la OMC desde el 1de enero
de 1995, México es mantiene constantes negociaciones de
acuerdos comerciales con los gobiernos de otros países.

No obstante lo anterior, los países en desarrollo como el
nuestro se encuentra ante constates problemas de aplica-
ción; especialmente en cuanto a hacer disposiciones más
precisas sobre la obligatoriedad de esta materia, pues los
países tienen la obligación de cumplir con lo pactado en tra-
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tados, de conformidad al principio pacta sunt servanda; no
obstante, en caso de incumplimiento, generalmente se olvi-
da que el gobierno federal es responsable y que puede ser
sujeto a la jurisdicción de estos tribunales internacionales,
que si bien no pueden forzar coactiva a su cumplimiento, sí
pueden aplicar o decidir sobre las sanciones permitidas en
el tratado y en congruencia, imponer sanciones económicas
que pueden perjudicar más gravemente a economías no de-
sarrolladas como la nuestra.

Lo anterior, en función al diseño de nuestro sistema nacio-
nal en materia internacional, los tratados internacionales tie-
nen efecto automáticamente, pues al celebrarse por el Eje-
cutivo Federal y ratificarse por el Senado, forma parte del
derecho nacional; lo cual, de conformidad con el artículo
133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos y a lo considerado en las resoluciones de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, la Supremacía cons-
titucional se conforma por Constitución, Tratados
internacionales, leyes federales de carácter general, Ley Fe-
deral y Ley estatal.

“Artículo 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso de
la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén
de acuerdo con ésta, celebrados y que se celebren por el pre-
sidente de la República, con aprobación del Senado, serán
la ley suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado
se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar
de las disposiciones en contrario que pueda haber en las
Constituciones o leyes de los estados.”

En consecuencia, al formar parte del derecho nacional, si la
legislación o los jueces contradicen lo establecido por los
Acuerdos de la OMC se puede considerar una disposición
inconstitucional y litigar ante los tribunales mexicanos, pe-
ro también constituye una violación a una obligación inter-
nacional, por lo que distintos países pueden acudir ante los
órganos jurisdiccionales que conforman a la OMC como el
grupo especial, órgano de solución de diferencias y el órga-
no de apelación.

Adicionalmente, merece la pena recalcar que no es sólo el
texto del tratado lo que es vinculante para nuestro país, sino
la jurisprudencia también lo es en ciertos casos, pues atri-
buyen un contenido o interpretación específica al propio
contenido del tratado.

Asimismo, la OMC es un lugar al que los gobiernos Miem-
bros acuden para tratar de resolver los problemas comercia-
les que tienen unos con otros. En este sentido, México ha si-

do demandado en catorce disputas comerciales,2 entre las
que destacan por tener una litis estrictamente relacionada al
contenido de la legislación federal, las siguientes diferen-
cias:

1. México-Medidas en materia de legislación aduane-
ra (diferencia DS53)

El 27 de agosto de 1996 las comunidades europeas ale-
garon que la legislación aduanera de nuestro país in-
fringía el apartado b) del párrafo 5 del artículo XXIV del
GATT.

2. México-Investigación antidumping sobre el jarabe
de maíz con alta concentración de fructosa proceden-
te de Estados Unidos (diferencia DS101)

El 4 de septiembre de 1997, Estados Unidos alegó in-
fracciones al Acuerdo Antidumping, con relación a una
medida antidumping definitiva sobre las importaciones
del jarabe de maíz con alta concentración de fructosa
procedente de este país. El grupo especial de la OMC
constató que las actuaciones por parte de México eran in-
compatibles con el Acuerdo Antidumping. En conse-
cuencia se le recomendó poner su medida en conformi-
dad con las obligaciones que le imponía el Acuerdo
Antidumping.

3. México-Medidas que afectan al comercio de cerdos
vivos (diferencia DS203) 

El 10 de julio de 2000, Estados Unidos señaló que la me-
dida antidumping definitiva adoptada por México el 20
de octubre de 1999 sobre las importaciones de cerdo pa-
ra abasto (mercancía clasificada en la fracción arancela-
ria 0103.92.99 de la tarifa de la Ley del Impuesto Ge-
neral de Importación), originarias de Estados Unidos
era incompatible con las obligaciones que incumbían a
México en virtud del Acuerdo General sobre Medidas
Sanitarias y Fitosanitarias (MSF); el Acuerdo sobre la
Agricultura; el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al
Comercio (OTC); y el GATT de 1994.

4. México-Medidas que afectan a los servicios de tele-
comunicaciones (diferencia DS204)

El 17 de agosto de 2000, Estados Unidos solicitó a la
OMC la celebración de consultas con México en rela-
ción con los compromisos y obligaciones contraídos por
ese país en el marco del Acuerdo General sobre Comer-



cio de Servicios (AGCS) con respecto a los servicios de
telecomunicaciones básicas y de telecomunicaciones de
valor añadido. Estados Unidos alegaba, entre otras cosas,
que México había promulgado y mantenido leyes, re-
glamentos, y otras medidas que denegaban o limita-
ban los compromisos de acceso a los mercados.

5. México-Medida antidumping provisional sobre los
transformadores eléctricos (diferencia DS216)

El 20 de diciembre de 2000, Brasil alegó que medida an-
tidumping provisional sobre los transformadores eléctri-
cos de potencia superior a 10.000 kilovatios clasificados
en la partida arancelaria 8504.23.01 de la Ley del Im-
puesto General de Importación, exportados por Brasil,
y adoptada por México el 17 de julio de 2000, era in-
compatible con las obligaciones que incumbían a Méxi-
co en virtud del Acuerdo Antidumping y el GATT de
1994.

6. México-Medidas que afectan a las importaciones
de fósforos (diferencia DS232)

El 17 de mayo de 2001, Chile solicitó la celebración de
consultas con México en relación con una serie de leyes
y reglamentos de ese país que presuntamente constituían
obstáculos innecesarios a la importación de fósforos chi-
lenos. Según Chile, en virtud de estas leyes y reglamen-
tos, en México se había determinado que los fósforos
constituían un producto explosivo y peligroso, debido a
una confusión entre el elemento químico “fósforo” con
el producto “fósforos (o cerillos) de seguridad”. Como
resultado, los fósforos chilenos habían estado sujetos al
control de la Secretaría de Defensa Nacional y, por tan-
to, a una serie de requisitos en materia de embalaje, in-
ternación, desaduanamiento, transporte y almacena-
miento, aplicables a explosivos y otras sustancias
peligrosas, con el propósito de otorgar una protección a
la industria mexicana. Según Chile, estas medidas eran
incompatibles, con el Acuerdo sobre Obstáculos Técni-
cos al Comercio (OTC); el Acuerdo sobre Procedimien-
tos para el Trámite de Licencias de Importación; y el
GATT de 1994.

7. México-Medidas antidumping definitivas sobre la
carne de bovino y el arroz (diferencia DS295)

El 16 de junio de 2003, Estados Unidos solicitó la cele-
bración de consultas con México con respecto a sus me-
didas antidumping definitivas sobre la carne de bovino y

el arroz blanco grano largo, y con respecto a determina-
das disposiciones de la Ley de Comercio Exterior de
México y su Código Federal de Procedimientos Civi-
les. Estados Unidos alegó que estas medidas eran in-
compatibles con las obligaciones de México en virtud
del GATT de 1994, el Acuerdo Antidumping y el Acuer-
do sobe Subvenciones y Medidas Compensatorias
(SMC).

8. México- Medidas determinadas de fijación de pre-
cios para la valoración en aduana y para otros efec-
tos (diferencia DS298)

El 22 de julio de 2003, Guatemala solicitó la celebración
de consultas con México en relación con determinadas
normas, procedimientos y prácticas administrativas
aduaneras mexicanas que imponen precios oficialmen-
te establecidos para la valoración en aduana y para otros
efectos. Guatemala también cuestionó la práctica de las
autoridades mexicanas de exigir un depósito o fianza pa-
ra garantizar la observancia de estos precios oficialmen-
te establecidos.

En opinión de Guatemala, las normas, procedimientos y
prácticas administrativas aduaneras mexicanas en cues-
tión son incompatibles con las obligaciones de México
en virtud del GATT de 1994; el Acuerdo sobre Valora-
ción en Aduana; el Acuerdo sobre la Agricultura y el
Acuerdo sobre la OMC.

9. México-Medidas fiscales sobre los refrescos y otras
bebidas (diferencia DS308)

El 16 de marzo de 2004, Estados Unidos solicitó la cele-
bración de consultas con México en relación con deter-
minadas medidas fiscales impuestas por México a los
refrescos y otras bebidas para los que se utiliza cualquier
edulcorante distinto del azúcar de caña por considerarlas
incompatibles con el GATT de 1994.

Estas medidas establecían un impuesto del 20 por ciento
sobre los refrescos y otras bebidas para los que se utiliza
cualquier edulcorante distinto del azúcar de caña (“impues-
to sobre las bebidas”), impuesto que no se aplica a las bebi-
das para las que se utiliza azúcar de caña; y un impuesto de
20 por ciento sobre la comisión, mediación, agencia, repre-
sentación, correduría, consignación y distribución de refres-
cos y otras bebidas para los que se utiliza cualquier edulco-
rante distinto del azúcar de caña (“impuesto sobre la
distribución”).
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El 7 de octubre de 2005, el Grupo Especial constató que es-
tos impuestos eran incompatibles con el GATT de 1994.
El 6 de marzo de 2006, el órgano de apelación confirmó que
las medidas de México no constituyen medidas para “lograr
la observancia de las leyes y de los reglamentos” en el sen-
tido del apartado d) del artículo XX del GATT de 1994 da-
do que esa disposición no permite a los miembros de la
OMC adoptar medidas que tengan por objeto lograr la ob-
servancia por otro miembro de las obligaciones internacio-
nales de ese otro miembro.

El 22 de junio de 2006, Estados Unidos informó al OSD de
que los debates entre las partes no les habían permitido lle-
gar a un acuerdo sobre el plazo prudencial para que Méxi-
co cumpliera las recomendaciones y resoluciones del OSD.
Por lo tanto, solicitó que ese plazo se determinara mediante
arbitraje vinculante. El 3 de julio de 2006, México y los Es-
tados Unidos informaron al OSD que habían decidido de
común acuerdo que el plazo prudencial para el cumpli-
miento por México de las recomendaciones y resoluciones
del OSD sería de 9 meses y 8 días, por lo que expiraría el 1
de enero de 2007. Sin embargo, si el Congreso de Méxi-
co promulgara disposiciones legislativas entre el 1 de di-
ciembre y el 31 de diciembre de 2006, el plazo pruden-
cial sería de 10 meses y 7 días, por lo que expiraría el 31
de enero de 2007. Por este acuerdo, Estados Unidos retiró
su solicitud de arbitraje. El 23 de enero de 2007 México in-
formó al Órgano de Solución de Diferencias (OSD) que ha-
bía cumplido sus obligaciones al retirar la medida objeto de
esta diferencia.

Lo anteriormente señalado, sirve a manera de ejemplo, pa-
ra mostrar cómo la legislación que emana del Congreso de
la Unión puede afectar directamente las relaciones comer-
ciales y obligaciones que México se ha obligado a cumplir;
y, cómo el propósito primordial del sistema de la OMC ha
sido contribuir a que el comercio fluya con la mayor liber-
tad posible, sin que se produzcan efectos secundarios no de-
seables, debido a la importancia que guarda para el desa-
rrollo económico y el bienestar. 

Lo anterior, necesariamente conlleva, en parte, a la elimina-
ción de obstáculos, así como a buscar que los particulares,
las empresas y los gobiernos conozcan cuáles son las nor-
mas que rigen el comercio en las distintas partes del mun-
do, para que así puedan confiar y tener certeza de que las
políticas no experimentarán cambios abruptos, sino por el
contrario, sean normas transparentes y previsibles; pues de-
bido a que las relaciones comerciales conllevan a menudo
intereses contrapuestos, los acuerdos, incluidos los negocia-

dos laboriosamente en el sistema de la OMC, tienen muchas
veces que ser interpretados. 

La forma más armoniosa de resolver estas diferencias es
mediante un procedimiento imparcial basado en un funda-
mento jurídico convenido. Ese es el propósito del sistema
de solución de diferencias integrado en los Acuerdos de la
OMC.

En este sentido, cuando los países han tenido que hacer
frente a obstáculos al comercio y han querido que se reduz-
can, las negociaciones han contribuido a abrir los mercados
al comercio. Sin embargo, la labor de la OMC no se cir-
cunscribe a la apertura de los mercados, y en algunos casos
sus normas permiten mantener obstáculos comerciales, por
ejemplo para proteger a los consumidores o para impedir la
propagación de enfermedades.

En este contexto, el papel de México se circunscribe a la
creación de una legislación compatible a los estándares in-
ternacionales en materia comercial, por lo que es indispen-
sable que la Cámara de Diputados como órgano legislativo
integrante del Congreso de la Unión participe activamente
en el procedimiento de celebración de tratados internacio-
nales en esta materia.

Lo anterior en función a que el artículo 73 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos faculta al
Congreso de la Unión –ambas Cámaras– a establecer con-
tribuciones sobre comercio exterior y legislar una serie de
normas que necesariamente tienen efectos en los compro-
misos que México ya ha adquirido y en los que se puedan
adquirir a futuro.

Asimismo, al ser la Cámara de Diputados a la que constitu-
cionalmente se le atribuye la facultad exclusiva de legislar
en materia presupuestaria y como Cámara de origen para la
formación de las leyes o decretos que versen sobre emprés-
titos, contribuciones o impuestos, es imprescindible que se
encuentre facultada para participar en el proceso de aproba-
ción de un tratado internacional que indiscutiblemente ten-
drá efectos tanto en materia presupuestaria, comercial, aran-
celaria y en general de carácter fiscal o tributaria. 

Fundamentación

Artículos 71, fracción II, 72, 133 y 135 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 116 y 122 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; y de conformidad con lo dispuesto en la frac-



ción VIII del artículo 3, numeral 1; fracción I del artículo 6,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Denominación del proyecto

Iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma los artículos 72, 73, 76 y 89 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
los artículos 2, 4 y 5 de la Ley para la Celebración de
Tratados; y los artículos 1, 5, 7, 9, 10, 11 y 12, de la Ley
sobre la Aprobación de Tratados Internacionales en Ma-
teria Económica

Primero. Se modifican los artículos 72, inciso H; 76, frac-
ción I, segundo párrafo; 89, fracción X y se adiciona una
fracción XXIX-P al artículo 73, todos de la Constitución
política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar co-
mo sigue: 

Artículo 72. …

A a G…

H. La formación de las leyes o decretos puede comenzar in-
distintamente en cualquiera de las dos Cámaras, con excep-
ción de los proyectos que versaren sobre empréstitos, con-
tribuciones o impuestos, o sobre reclutamiento de tropas; y
en el caso de aprobación de tratados internacionales en
materia comercial o económica, todos los cuales deberán
discutirse primero en la Cámara de Diputados.

Artículo 73. …

I a XXIX-O. …

XXIX-P. Para aprobar los tratados internacionales y
convenciones diplomáticas que el Ejecutivo federal
suscriba en materia económica y comercial, así como
su decisión de terminar, denunciar, suspender, modi-
ficar, enmendar, retirar reservas y formular declara-
ciones interpretativas sobre ellos.

XXX. …

Artículo 76. …

I. …

Además, aprobar los tratados internacionales y conven-
ciones diplomáticas que el Ejecutivo Federal suscriba,
así como su decisión de terminar, denunciar, suspender,
modificar, enmendar, retirar reservas y formular declara-
ciones interpretativas sobre los mismos, excepto cuando
versen sobre asuntos comerciales o económicos;

II. a XII. … 

Artículo 89. … 

I. a IX. … 

X. Dirigir la política exterior y celebrar tratados interna-
cionales, así como terminar, denunciar, suspender, modi-
ficar, enmendar, retirar reservas y formular declaraciones
interpretativas sobre los mismos, sometiéndolos a la
aprobación del Senado, a excepción de aquellos que
versen sobre asuntos comerciales o económicos que
serán sometidos a la aprobación del Congreso de la
Unión. […]

XI. a XX…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará el día siguiente de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. Se derogan todas disposiciones que contravengan
lo establecido en el presente decreto.

Segundo. Se modifican los artículos 2, 4 y 5 de la Ley pa-
ra la Celebración de Tratados para quedar como sigue:

Artículo 2o. …

I. … 

De conformidad con la fracción I del artículo 76 y la
fracción XXIX-P del artículo 73 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados de-
berán ser aprobados por el Senado o el Congreso de la
Unión; y serán Ley Suprema de toda la Unión cuando
estén de acuerdo con la misma, en los términos del artí-
culo 133 de la propia Constitución.

II a III…
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IV.- “Aprobación”: el acto por el cual el Senado o el
Congreso de la Unión aprueba los tratados que celebra
el presidente de la República.

V a VIII…

Artículo 4o. Los tratados que se sometan al Senado para los
efectos de la fracción I del artículo 76 de la Constitución, se
turnarán a comisión en los términos de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, para
la formulación del dictamen que corresponda. En su opor-
tunidad, la resolución del Senado se comunicará al Presi-
dente de la República.

Los tratados que se sometan a consideración del Con-
greso de la Unión para los efectos de la fracción XXIX-
P del artículo 73 de la Constitución, se remitirán a la Cá-
mara de Diputados para su discusión y se sujetarán al
trámite establecido en la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, para la for-
mulación del dictamen que corresponda.

Artículo 5o. La voluntad de Estados Unidos Mexicanos pa-
ra obligarse por un tratado se manifestará a través de inter-
cambio de notas diplomáticas, canje o depósito del instru-
mento de ratificación, adhesión o aceptación, mediante las
cuales se notifique la aprobación por el Senado o el Con-
greso de la Unión del tratado en cuestión. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará al día siguiente de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. Se derogan todas disposiciones que contravengan
lo establecido en el presente decreto.

Tercero. Se modifican los artículos 1, 5, 7, 9, 10, 11 y 12
de la Ley sobre la Aprobación de Tratados Internacio-
nales en Materia Económica, para quedar como sigue:

Artículo 1. Esta ley es de orden público y tiene como obje-
to reglamentar el artículo 93 de la Constitución General de
la República en materia de las facultades constitucionales
del Congreso de la Unión de requerir información a los se-
cretarios de estado, jefes de departamento administrativo,
así como a los directores de los organismos descentraliza-
dos competentes sobre la negociación, celebración y apro-
bación de tratados relacionados con el comercio de mercan-

cías, servicios, inversiones, transferencia de tecnología,
propiedad intelectual, doble tributación, cooperación eco-
nómica y con las demás materias a que se refiere este orde-
namiento cuando se relacionen con las anteriores.

Artículo 5. Al inicio de cada periodo ordinario de sesiones,
la Cámara de Diputados, a través de las comisiones com-
petentes, requerirá un informe a las Secretarías de Estado y
a cualquier organismo de la administración pública federal
que represente a México sobre el inicio de negociaciones
formales de un tratado.

…

I. a III. …

…

Artículo 7. La Cámara de Diputados con base en la in-
formación a que se refiere el artículo anterior, emitirá, si lo
considera necesario, un punto de acuerdo relativo al conte-
nido del informe.

Artículo 9. Para la aprobación de algún tratado ya firmado
deberá someterse a la Cámara de Diputados junto con los
siguientes documentos:

I. a VI. …

Artículo 10. Para la aprobación a que se refiere el artículo
anterior de la presente ley, la Cámara de Diputados o, en
su caso, la Comisión Permanente deberán turnar el tratado
a las comisiones competentes en la sesión siguiente a la fe-
cha en que el Ejecutivo federal lo haya sometido al Con-
greso de la Unión.

Artículo 11. Sin distinción alguna los ciudadanos y las or-
ganizaciones empresariales, ciudadanas y sindicales podrán
emitir su opinión ante el Congreso de la Unión.

Artículo 12. La Cámara de Diputados, a través de sus co-
misiones, escuchará y tomará en cuenta las propuestas que
le hagan llegar o que presenten los gobiernos y Congresos
locales.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará el día siguiente al de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 



Segundo. En el caso de que el Ejecutivo federal haya ini-
ciado negociaciones deberá atender el requerimiento de in-
formación en los términos del artículo 5 junto con los avan-
ces de las mismas conforme a las disposiciones aplicables
del artículo 6 de la presente ley.

Tercero. Se derogan todas disposiciones que contravengan
lo establecido en el presente decreto.

Notas:

1 Disponible para su consulta en http://www.wto.org/spanish/thewto_
s/whatis_s/who_we_are_s.htm 

2 Disponible para su consulta en http://docsonline.wto.org/imrd/
GEN_searchResult.asp

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de febrero de 2011.— Diputa-
da Lorena Corona Valdés (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Puntos Constitu-
cionales y de Relaciones Exteriores, para dictamen.

LEY GENERAL DE POBLACION

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Población, a cargo de la diputada Lo-
rena Corona Valdés, del Grupo Parlamentario del PVEM

Problemática

Las reformas al Reglamento de la Ley General de Pobla-
ción publicadas el 19 de enero de 2011 con la finalidad de
implementar la Cédula de Identidad Ciudadana para mayo-
res de dieciocho años y menores de edad, plantean una se-
rie de requisitos e inconsistencias procesales y de forma
que son excesivos para el propósito de acreditar la identi-
dad de una persona.

Argumentación

El derecho a la identidad como derecho humano es funda-
mental para el desarrollo tanto de las personas como de las
sociedades; debido a que comprende diversos aspectos que
distinguen a una persona de otra e incluye, entre otros pun-
tos, la posibilidad de identificación a través de un docu-
mento de identidad.

Las normas nacionales e internacionales estipulan a este
derecho como uno de los principales al que deben acceder
las personas al nacer, pues su importancia no sólo radica en
identificarlas sino en dotarles de existencia jurídica y ga-
rantizar el ejercicio de sus otros derechos fundamentales;
además de permitir a las autoridades de un país conocer en
términos reales cuántas personas lo integran y así planifi-
car e implementar adecuadamente sus políticas públicas y
de desarrollo.

En este rubro, México ha suscrito una serie de tratados in-
ternacionales que prevén al derecho a la identidad como un
derecho fundamental que es inherente a la persona.

De esta manera, encontramos a la Declaración Universal
de Derechos Humanos que dispone que todo ser humano
tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su per-
sonalidad jurídica y a una nacionalidad;1 al Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos que prevé que todo
ser humano tiene derecho en todas partes, al reconoci-
miento de su personalidad jurídica, e impone a los Estados
la obligación de promover el respeto universal y efectivo
de los derechos y libertades humanos.2 La Convención
Americana sobre Derechos Humanos establece que toda
persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos
de sus padres o al de uno de ellos, así como el derecho a
una nacionalidad.3 Finalmente la Convención sobre los
Derechos del Niño prevé que el niño será inscrito inmedia-
tamente después de su nacimiento y tendrá derecho desde
que nace a un nombre, a adquirir una nacionalidad y, en la
medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cuida-
do por ellos; adicionalmente, indica que los Estados Partes
se comprometen a respetar el derecho del niño a preservar
su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las re-
laciones familiares de conformidad con la ley sin injeren-
cias ilícitas.4

Ahora bien, de acuerdo con el Fondo de las Naciones Uni-
das para la Infancia, el derecho a la identidad consiste en el
reconocimiento jurídico y social de una persona como su-
jeto de derechos y responsabilidades, y a su vez, de su per-
tenencia a un Estado, un territorio, una sociedad y una fa-
milia, condiciones necesarias para preservar la dignidad
individual y colectiva de las personas.

Por su parte, la Asamblea General de la Organización de
los Estados Americanos (OEA) determinó que el derecho a
la identidad es un derecho humano fundamental, cuya exis-
tencia no está subordinada a otros derechos y que además
sirve para la plena realización y ejercicio de los mismos; y
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se constituye a partir del derecho al nombre, a la naciona-
lidad, a las relaciones familiares y a la emisión y entrega
del documento que acredite su identidad.

En México, la Constitución Política, la Ley General de Po-
blación y la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral, establecen que es deber del Estado mexicano reco-
nocer la identidad personal de cada uno de los individuos
que constituyen su población, y por lo tanto, proporciona-
les un medio de identificación para acreditar su identidad
de manera fehaciente. En este sentido, hasta la fecha, la
identidad jurídica se acredita por medio del acta de naci-
miento.

En este orden de ideas, la Secretaría de Gobernación, a tra-
vés de la Dirección General del Registro Nacional de Po-
blación e Identificación Personal (Renapo), trabaja conjun-
tamente con la OEA para la promoción de la identidad civil
en México, por medio del Programa de Universalización
de la Identidad Civil en las Américas.5

Por otra parte, se encuentra el Programa Interamericano
para el Registro Civil Universal y Derecho a la Identidad6
el cual constituye un esfuerzo consolidado de la OEA y sus
Estados Miembros, en consulta con las organizaciones in-
ternacionales y la sociedad civil, para promover los propó-
sitos, objetivos y medidas específicas establecidos en él y
que consisten en lo siguiente:

• Asegurar para el año 2015, la universalidad, accesibi-
lidad y de ser posible gratuidad del registro del naci-
miento, a través del cual se asegura el derecho a la iden-
tidad, con énfasis en las personas en situación de
pobreza y vulnerabilidad.

• Identificar y promover mejores prácticas, criterios y
estándares en materia de sistemas y universalización de
registro civil para atender los problemas y superar los
obstáculos que se presentan en este tema, teniendo en
cuenta la perspectiva de género, así como aumentar la
conciencia sobre la necesidad de hacer efectiva la iden-
tidad a millones de personas, teniendo en cuenta los gru-
pos vulnerables y la rica diversidad cultural de la región.

• Promover y proteger los derechos a la identidad, a la
personalidad jurídica, al nombre, a la nacionalidad, a la
inscripción en el registro civil, a las relaciones familia-
res y a la participación ciudadana como elemento esen-
cial en la toma de decisiones.

• Contribuir en la construcción de sociedades justas y
equitativas, basadas en los principios de justicia social e
inclusión social.

Ahora bien, la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos establece como obligación de los ciudadanos
de la República el inscribirse en el Registro Nacional de
Ciudadanos (RNC), en los términos que determinen las le-
yes.

En consecuencia, de acuerdo con lo establecido en la Ley
General de Población, la Cédula de Identidad es el docu-
mento oficial de identificación, que hace prueba plena so-
bre los datos de identidad que contiene en relación con su
titular; tiene valor como medio de identificación personal
ante todas las autoridades mexicanas ya sea en el país o en
el extranjero; así como las personas físicas y morales con
domicilio en el país; para tal efecto la cédula debe contener
cuando menos nombre completo; clave única de registro
de población (CURP); fotografía; lugar de nacimiento; fe-
cha de nacimiento; firma y huella dactilar.

En cuanto a su expedición, la Secretaría de Gobernación es
la autoridad encargada del registro y acreditación de la
identidad de todas las personas residentes en el país y de
los nacionales que residan en el extranjero; por esta razón,
el Registro Nacional de Población (Renapo) se conforma
con los datos que permitan certificar y acreditar fehacien-
temente la identidad tanto de los mexicanos mayores de 18
años de acuerdo a la información certificada que se asenta-
rá en el Registro Nacional Ciudadano (RNC); los menores
de 18 años, con los datos que se recaben a través de los re-
gistros civiles y que se integrarán al Registro de Menores
de Edad (RME); y por último los extranjeros, a través del
Catálogo de los Extranjeros residentes en la República Me-
xicana.

En congruencia, la Secretaría de Gobernación se encarga
de establecer las normas, métodos y procedimientos técni-
cos del Renapo –que se conforma a su vez por el RNC,
RME y el Catálogo de los Extranjeros–; además coordina
los métodos de identificación y registro de las dependen-
cias de la Administración Pública Federal.

Adicionalmente, las autoridades locales contribuyen a la
integración del Renapo, a través de la celebración de con-
venios con el propósito de adoptar la normatividad ante-
riormente indicada; recabar la información relativa a los
nacimientos y defunciones de las personas a fin de integrar
y mantener permanentemente actualizado el Renapo; así



como incluir en el acta correspondiente la CURP al regis-
trar el nacimiento de las personas. 

Las autoridades judiciales, por su parte, contribuyen al in-
formar a la Secretaría de Gobernación sobre las resolucio-
nes que afecten los derechos ciudadanos, o que impliquen
modificar los datos del registro de la persona.

En cuanto al procedimiento de expedición, debe presentar-
se la solicitud de inscripción; y la copia certificada del ac-
ta de nacimiento, satisfechos estos requisitos se expedirá la
cédula.

La Secretaría de Gobernación puede verificar los datos re-
lativos a la identidad de las personas, mediante la confron-
tación de los datos aportados por los ciudadanos con los
que consten en los archivos correspondientes de dependen-
cias y entidades de la Administración Pública Federal que,
para el ejercicio de sus funciones, tengan establecidos pro-
cedimientos de identificación personal. En consecuencia,
las dependencias y entidades que se encuentren en el su-
puesto anterior estarán obligadas a proporcionar la infor-
mación que para este efecto solicite la Secretaría de Go-
bernación.

En este orden de ideas, es entendible que la información
contenida en el Renapo sea de carácter confidencial, y só-
lo se pueda proporcionar mediante requerimiento expreso
al Instituto Federal Electoral para la integración de los ins-
trumentos electorales; así como a las dependencias y enti-
dades públicas para el ejercicio de sus funciones; no obs-
tante, existe un problema de seguridad jurídica en cuanto a
la protección de los datos personales que resguardará la Se-
cretaría de Gobernación, debido a que en el proceso de
transmisión de datos, puede haber un mal manejo entre las
dos autoridades, lo cual redundaría en perjuicio del titular
de la cédula, lo cual vulneraría su seguridad y privacidad.

Además, la ley establece que en el caso de los menores de
edad la cédula contendrá, cuando menos nombre completo,
sexo, lugar y fecha de nacimiento, nombres completos de
los padres, CURP, fotografía, huella dactilar y de ser fac-
tible, firma del titular, así como lugar y fecha de expedi-
ción.

Por lo anterior, y de acuerdo a la finalidad que persigue es-
te instrumento de acreditación de la identidad, es de refle-
xionar el contenido del decreto por el que se reforman di-
versas disposiciones del Reglamento de la Ley General de
Población, pues evidentemente exceden este propósito; ha-

bida cuenta que se incrementan los requisitos de la si-
guiente manera:

• El Registro Nacional de Ciudadanos se conformará
cuando menos con los siguientes datos: nombre com-
pleto, sexo del ciudadano, lugar y fecha de nacimiento,
Lugar y fecha en que se llevó a cabo la inscripción de la
persona al Registro Nacional de Ciudadanos, Nombre
completo y nacionalidad del padre y la madre cuando se
consignen en los documentos presentados, datos de lo-
calización del acta de nacimiento en el Registro Civil, o
del certificado de nacionalidad, o de la carta de natura-
lización; Nacionalidad de origen cuando el ciudadano
haya adquirido la nacionalidad por naturalización;
CURP; fotografía, huellas dactilares, imagen del iris
(anteriormente sólo se exigía huella dactilar) y firma del
ciudadano.7

• El Registro de Menores de Edad incluirá Nombre
completo; sexo del o la menor; lugar y fecha de naci-
miento; lugar y fecha en donde se llevó a cabo el regis-
tro; nombres, apellidos y nacionalidad del padre y la
madre del menor; datos de localización del acta de na-
cimiento en el Registro Civil, y CURP. Se adiciona que
Además, dicho Registro contendrá la fotografía, las
huellas dactilares y la imagen del iris, que para tal
efecto recabe el Registro Nacional de Población.8

• La cédula de identidad personal para menores conten-
drá cuando menos nombre completo, sexo, lugar y fecha
de nacimiento, nombres completos del padre y la madre,
CURP, fotografía del titular, lugar y fecha de expedición
y se adiciona la codificación de la imagen del iris en
vez de la huella dactilar y firma.9

• El Renapo determinará los medios, y no registro como
sucedía antes, a través de los que se presente la solicitud
para la solicitud de la cédula de identidad personal.10

• Anteriormente la solicitud para la inscripción en el
RNC se realizaba ante la oficina del Renapo, ahora se
determinará conforme a las normas técnicas que emi-
ta la Secretaría de Gobernación y además de estampar
sus huellas dactilares, la imagen de su iris y manifestar
su domicilio bajo protesta de decir verdad. En el caso
de los y las menores de edad deberán registrar sus hue-
llas dactilares así como la imagen de su iris.11

• Las solicitudes deberán ser presentadas mediante los
mecanismos que para tal efecto determine la Secre-
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taría y no ante las oficinas designadas, como sucedía
anteriormente.12

Como se puede apreciar, estas modificaciones otorgan, vía
reglamentaria, facultades prácticamente ilimitadas a la Se-
cretaría de Gobernación para normar, regular y solicitar re-
quisitos y procedimientos para la expedición de la Cédula,
lo cual además de crear incertidumbre en cuanto a la nece-
sidad de los datos que se requieran por parte de esta de-
pendencia, tampoco existe una fundamentación que abun-
de en cuanto a la idoneidad de lo que puede llegar a
modificar la Secretaría, mediante los instrumentos norma-
tivos que expida.

Por lo anterior, se propone modificar la Ley General de Po-
blación con el propósito de que las facultades de la Secre-
taría de Gobernación, en cuanto a la solicitud y registro de
datos, se limiten a lo que se establece exclusivamente en
este ordenamiento, para evitar que puedan ser alterados o
que exista un mal manejo que ponga en peligro la seguri-
dad de los ciudadanos.

Lo anterior en función a que requisitos como el manifestar
el domicilio actual de los solicitantes bajo protesta de decir
verdad no es de ninguna forma necesario para acreditar la
identidad de una persona, y en el caso de las huellas dacti-
lares y la imagen del iris, representan un exceso de infor-
mación para el fin que se busca cumplir, bastaría con que
fuera una huella digital y la imagen del iris. En este parti-
cular el Instituto de Acceso a la Información y Protección
de Datos Personales (IFAI) ha manifestado en reiteradas
ocasiones que la imagen del iris es suficiente para acredi-
tar la identidad, pues no se modifica con el tiempo a dife-
rencia de las huellas dactilares.

Por último, el Partido Verde Ecologista de México recono-
ce la importancia de garantizar el derecho fundamental a la
identidad de las personas; sin embargo, es necesario preci-
sar ciertas características y límites procesales para su expe-
dición y el resguardo de los datos personales. 

Fundamentación

Artículos 71, fracción II, 72 36 y XXIX-C de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 116 y 122
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; y de conformidad con lo dispuesto en
la fracción VIII del artículo 3; fracción I del artículo 6; 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Denominación del proyecto

Iniciativa con proyecto de Decreto que reforma diver-
sas disposiciones de la Ley General de Población

Único: Se reforman diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Población, para quedar como sigue:

Artículo 86. El Registro Nacional de Población tiene como
finalidad registrar a cada una de las personas que integran
la población del país, con los datos que permitan certificar
y acreditar fehacientemente su identidad de acuerdo a los
requisitos establecidos en esta ley y garantizando la se-
guridad y confidencialidad de los datos personales que
se recaben.

Artículo 88. El Registro Nacional de Ciudadanos se inte-
gra con la información certificada de los mexicanos mayo-
res de 18 años, que soliciten su inscripción en los términos
establecidos por esta ley.

Artículo 89. El Registro de Menores de Edad, se conforma
con los datos de los mexicanos menores de 18 años, que
se recaben a través de los registros civiles y contendrá
los siguientes datos:

I. Apellido paterno, apellido materno y nombre (s);

II. Clave Única de Registro de Población;

III. Fotografía del titular;

IV. Lugar de nacimiento;

V. Fecha de nacimiento; 

VI. Iris; y

VII. Huella dactilar.

En ningún caso se requerirá información relacionada
con el domicilio actual del titular o del tutor.

Artículo 92. La Secretaría de Gobernación establecerá los
mecanismos y procedimientos técnicos del Registro Na-
cional de Población. Asimismo, coordinará y verificará
que los métodos de identificación y registro de las depen-
dencias de la administración pública federal cumplan es-
trictamente con la confidencialidad de los datos perso-
nales.



Artículo 99. Para cumplir con la obligación establecida en
el artículo anterior los ciudadanos deben satisfacer los si-
guientes requisitos:

I. Presentar la solicitud de inscripción correspondiente
ante la oficina del Registro Nacional de Población; y

II. …

Artículo 107. La Cédula de Identidad Ciudadana conten-
drá los siguientes datos y elementos de identificación:

I. a V. …

VI. Huella dactilar

VI. Iris y

VII. Firma.

En ningún caso se solicitará información relacionada
con el domicilio actual del titular como requisito ni par-
te del trámite de la expedición de la Cédula.

Artículo 111. La Secretaría de Gobernación podrá expedir
un documento de identificación a los mexicanos menores
de 18 años, en los términos establecidos por esta ley.

Artículo 112. La Secretaría de Gobernación proporcionará
al Instituto Federal Electoral, la información del Registro
Nacional de Ciudadanos que sea necesaria para la integra-
ción de los instrumentos electorales, en los términos pre-
vistos por la ley. Igualmente podrá proporcionarla a las de-
más dependencias y entidades públicas que la requieran
para el ejercicio de sus atribuciones, garantizando la se-
guridad y confidencialidad de los datos personales que
se recaben.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 ONU, Declaración Universal de Derechos Humanos, artículos 6 y
15. Disponible en: http://www.un.org/es/documents/udhr/

2 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículos 2 y 16.
Disponible en:

http://proteo2.sre.gob.mx/tratados/muestratratado_nva.sre?id_trata-
do=257&depositario=0&PHPSESSID=eb070d560221c9d0c4ebcb727
f1fe76a 

3 Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San Jo-
sé de Costa Rica”, Diario Oficial de la Federación, 7 de mayo de 1981.
Artículo 3. Disponible en:

http://proteo2.sre.gob.mx/tratados/muestratratado_nva.sre?id_trata-
do=1278&depositario=0&PHPSESSID=eb070d560221c9d0c4ebcb72
7f1fe76a

4 Convención sobre los Derechos del Niño, artículos 7 y 8. Disponible
en:

http://proteo2.sre.gob.mx/tratados/muestratratado_nva.sre?id_trata-
do=484&depositario=0&PHPSESSID=eb070d560221c9d0c4ebcb727
f1fe76a 

5 Información disponible en: http://www.renapo.gob.mx/RENAPO/
MexicoMundo.html 

6 Disponible en: http://www.oas.org/sap/docs/puica/RES_2362_Pro-
gramaInteramericano_s.pdf

7 Reglamento de la Ley General de Población, artículo 47.

8 Ibídem, artículo 52.

9 Ibídem, artículo 54.

10 Ibídem, artículo 59.

11 Ibídem, artículo 62.

12 Ibídem, artículo 63.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los diez días del mes de febrero
del año dos mil once.— Diputada Lorena Corona Valdés (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Población, Fronte-
ras y Asuntos Migratorios y de Gobernación, para dic-
tamen.
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LEY GENERAL DE POBLACION

«Iniciativa que reforma los artículos 32 y 43 Bis de la Ley
General de Población, a cargo del diputado Jorge Venustia-
no González Ilescas, del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe diputado federal Jorge Venustiano Gonzá-
lez Ilescas, miembro del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional a la LXI Legislatura del ho-
norable Congreso de la Unión, somete a consideración de
esta honorable asamblea lo siguiente

Exposición de Motivos

En los últimos diez años, la entrada de inmigrantes ilegales
a nuestro país ha crecido significativamente. Este fenóme-
no tiene su origen en causas ajenas a nuestro país, tales co-
mo las difíciles condiciones de vida y subsistencia en nues-
tros vecinos países del sur del continente, la atracción por
llegar a los Estados Unidos de América, e incluso factores
culturales, económicos, demográficos y políticos que, si
bien son ajenos a nuestro país, sí lo afectan por el abun-
dante flujo de migrantes provenientes de otras naciones su-
reñas. 

Particularmente, en los estados Chiapas, Oaxaca, Veracruz,
Tamaulipas, y otros, a lo largo de los últimos años se han
registrado hechos delictivos, altamente preocupantes, en
contra de los no inmigrantes que se internan en nuestro país,
como un sitio de tránsito en su intento por llegar a los Es-
tados Unidos. 

En este sentido, sólo en 2010, la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos denunció que en ese periodo habían
ocurrido más de doscientos secuestros masivos en contra
de transmigrantes. Además de ello, en las entidades antes
mencionadas, todos los días se registran innumerables he-
chos delictivos, tales como secuestros, robos, extorsiones,
trata de personas y demás, que afectan gravemente la vida,
la dignidad y la integridad humana de esas personas que, si
bien son inmigrantes irregulares en nuestro país, sí gozan de
los derechos y garantías fundamentales que, de acuerdo con
el artículo primero de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, otorgan las leyes para proteger a todos
quienes se encuentren presentes en territorio nacional. 

En función de ello, es prioritario emprender una serie de
medidas legislativas, a través de las cuales se puedan ga-
rantizar las condiciones mínimas de existencia a todos esos
individuos que, antes de ser inmigrantes o transmigrantes,

son personas; y que por tanto necesitan tener plenamente
garantizados los derechos fundamentales que las leyes na-
cionales les otorgan y reconocen. 

México, al ser una nación reconocida en el concierto inter-
nacional por la protección y defensa de las garantías indi-
viduales, y al tener un catálogo constitucional caracteriza-
do por los derechos a favor de las personas, necesita dejar
atrás todas aquellas prácticas y vicios que hoy ponen en
riesgo a quienes se aventuran a cruzar la frontera sur de
México, en busca de conseguir el paso a la Unión Ameri-
cana. 

Por esa razón, se pone a consideración de esta honorable
soberanía la siguiente iniciativa que reforma el artículo 32
y adiciona el artículo 43 Bis de la Ley General de Pobla-
ción.

Esto es con fundamento en los artículos 71, fracción II, y
72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Por lo expuesto y fundado, me permito someter a conside-
ración de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa
con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el Articulo 32º en que se
adiciona un primer párrafo y el primer párrafo actual,
pasa a ser el segundo párrafo y se adiciona el artículo
43 Bis de la Ley General de Población

Primero. Se reforma el artículo 32 para adicionar un pri-
mer párrafo de la mencionada ley, para quedar como sigue:

Artículo 32. El Estado mexicano, a través de los tres órde-
nes de gobierno, está obligado a proteger y garantizar el
trato digno y humano a todos los inmigrantes y transmi-
grantes, independientemente de su forma de internación y
calidad migratoria con que se encuentren en el país.

La secretaría…

Segundo. Se adiciona el artículo 43 Bis.

Artículo 43 Bis. El gobierno de la república creará un
fondo, a través del cual las entidades federativas y los
municipios, así como las organizaciones civiles que co-
adyuven a la defensa de los derechos humanos de los
transmigrantes, puedan acceder a recursos del Estado



mexicano para cumplir con sus fines humanitarios y de
ayuda, en los lugares que determinen una alta inciden-
cia en el flujo migratorio de la frontera sur, previo re-
gistro regulado por la Secretaría de Gobernación. 

Del mismo modo, el Estado mexicano, a través del Mi-
nisterio Público de la Federación, tendrá la obligación
de crear una fiscalía de atención a delitos contra trans-
migrantes, además de brindar las condiciones mínimas
de seguridad, independientemente de su forma de in-
ternación y calidad migratoria con que se encuentren
en el país.

Sin menoscabo e independientemente del trabajo y de
las atribuciones que esta ley contempla para el institu-
to nacional de migración.

Transitorio 

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de febrero de 2011.— Dipu-
tados: Jorge Venustiano González Ilescas, Emilio Serrano Jiménez,
Héctor Pablo Ramírez Puga Leyva, Juan Carlos López Fernández,
Humberto Lepe Lepe, Diana Patricia González Soto, Hugo Héctor
Martínez González, Jorge Humberto López Portillo Basave, Francisco
José Rojas Gutiérrez, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez, Juan Pa-
blo Jiménez Concha, José Alberto González Morales, María del Car-
men Izaguirre Francos, Jesús Alberto Cano Vélez, Leticia Quezada
Contreras, Heriberto Ambrosio Cipriano, Emilio Andrés Mendoza Ka-
plan, José Antonio Yglesias Arreola, Lorena Corona Valdés, Felipe So-
lís Acero, Heliodoro Carlos Díaz Escárraga, Nicolás Carlos Bellizia
Aboaf, Mercedes del Carmen Guillén Vicente, Jaime Fernando Cárde-
nas Gracia, María del Rosario Brindis Álvarez, Guillermo Cuevas Sa-
da, Juan Gerardo Flores Ramírez, Benjamín Clariond Reyes Retana,
Gerardo Sánchez Gracia, Cristabell Zamora Cabrera, Manuel Esteban
de Esesarte Pesqueira, Isaías González Cuevas, María Isabel Merlo Ta-
lavera, Julieta Octavia Marín Torres, Carlos Flores Ríos, Olivia Guillen
Padilla, Janet Graciela González Tostado, Ana Georgina Zapata Luce-
ro, Elpidio Desiderio Concha Arellano, Juan Enrique Ibarra Pedroza,
Mario Alberto Di Constanzo Armenta, Laura Itzel Castillo Juárez, Sa-
mi David David, Aarón Irízar López, Oscar Javier Lara Aréchiga, José
Adán Ignacio Rubí Salazar, Cruz López Aguilar, Francisco Alberto Ji-
ménez Merino, José Oscar Aguilar González, José Ramón Martel Ló-
pez, Víctor Humberto Benítez Treviño, Miguel Ernesto Pompa Core-
lla, José Luis Marcos León Perea, Rolando Rodrigo Zapata Bello,
Felipe Cervera Hernández, Marcela Guillén, Maricela Serrano Her-
nández, Ildefonso Guajardo Villarreal, Sofía Castro Ríos, Alejandro

Canek Vazquez Góngora, César Augusto Santiago Ramírez, Roberto
Armando Albores Gleason, Andrés Aguirre Romero, Hilda Ceballos
Llerenas, Carlos Cruz Mendoza, David Hernández Vallín, Narcedalia
Ramírez Pineda, Guadalupe Pérez Domínguez, Margarita Gallegos So-
to, Teófilo Manuel García Corpus, Rosalina Mazari Espin, Carlos Ma-
nuel Joaquín González, Cuauhtémoc Gutiérrez de la Torre, Margarita
Liborio Arrazola , Armando Jesús Báez Pinal, José del Pilar Córdova
Hérnández, Ana Estela Durán Rico, Héctor Pedraza Olguín, Manuel
Humberto Cota Jiménez, Juan Carlos Lastiri Quirós, Víctor Antonio
Benítez Lucho, José Francisco Yunes Zorrilla, Ricardo Ahued Barda-
huil, Francisco Herrera Jiménez, Nelly Edith Miranda Herrera, Danie-
la Nadal Riquelme, Felipe Amadeo Flores Espinosa, Patricio Chirinos
del Ángel, Juan Nicolás Callejas Arroyo, Fermín Gerardo Alvarado
Arroyo, Mario Moreno Arcos, Reginaldo Rivera de la Torre, Susana
Hurtado Vallejo, Alicia Elizabeth Zamora Villalva, Cuauhtémoc Salga-
do Romero, Esteban Albarrán Mendoza, Felipe Enríquez Hernández,
Georgina Trujillo Zentella, José Antonio Aysa Bernat, Héctor Guevara
Ramírez, Sebastián Lerdo de Tejada Covarrubias, Claudia Ruiz Mas-
sieu Salinas, Jesús Alberto Cano Velez, Ninfa Clara Salinas Sada, Juan
José Guerra Abud, Juan Carlos Natale López, Víctor Manuel Kidnie de
la Cruz, Rafael Rodríguez González, Víctor Félix Flores Morales, Víc-
tor Manuel Anastacio Galicia Ávila, Socorro Sofío Ramírez Hernán-
dez, Francisco Saracho Navarro, Paula angélica Hernández Olmos,
María Marcela Torres Peimbert, Jaime Arturo Vázquez Aguilar, Rubén
Arellano Rodríguez, Víctor Alejandro Balderas Vaquera, Velia Idalia
Aguilar Armendáriz, Cecilia Soledad Arévalo Sosa, Lucila del Carmen
Gallegos Camarena, Laura Viviana Agundiz Pérez, María del Carmen
Guzmán Lozano (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Población, Fronteras y Asun-
tos Migratorios, para dictamen, con opinión de la Co-
misión de Gobernación.

LEY PARA LA PROTECCION Y APOYO 
A LOS MIGRANTES Y SUS FAMILIAS

«Iniciativa que expide la Ley para la Protección y Apoyo a
los Migrantes y sus Familias, a cargo del diputado Juan Car-
los López Fernández, del Grupo Parlamentario del PRD

Problemática

Hace mucho que el tema migratorio dejó de ser uno más
dentro de la agenda nacional, para convertirse en un asunto
crítico, con múltiples y complejas aristas, que incide sobre
diversos aspectos de la realidad social, económica, cultural
y política mexicana.
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A México lo distingue, en comparación con prácticamente
todos los países del planeta, el hecho de ser un país que ge-
nera emigrantes hacia otro, en el que radican inmigrantes
procedentes de otras naciones, y por el que transitan trans-
migrantes que utilizan territorio mexicano como vía de pa-
so desde sus países de origen o residencia hacia un tercer
país.

Muy pocas naciones en el mundo, si es que existe alguna,
viven esta triple manifestación del fenómeno migratorio
dentro de sus fronteras.

Ninguno de estos fenómenos es nuevo en México. La emi-
gración hacia Estados Unidos tiene décadas de ser constan-
te y masiva, al igual que el arribo, sobre todo a las entida-
des federativas del sureste del país, de inmigrantes de
Centroamérica. Lo copioso del número de centroamerica-
nos que transitan por México con el anhelo de llegar a Es-
tados Unidos, tampoco es algo reciente.

Lo que sí significa un tema de creciente preocupación en los
años más recientes, que no se remontan a más de un par de
décadas, es tanto la violencia de que son objeto los migran-
tes mexicanos cuando regresan a territorio nacional, como
las agresiones que sufren los inmigrantes centroamericanos
durante su estancia o paso por México.

A lo anterior debe adicionarse el incremento de acciones
que llevan a cabo organizaciones criminales en México ten-
dientes a sumar a sus filas a los inmigrantes o transmigran-
tes, que se encuentran desprotegidos en nuestro país.

El fenómeno migratorio se encuentra jurídicamente regula-
do en la Ley General de Población, ordenamiento que fue
publicado en el Diario Oficial el 7 de enero de 1974 –hace
ya 37 años– y que en realidad ha sido objeto de pocas re-
formas para actualizarlo a las nuevas realidades socio-de-
mográficas que privan en México.

La Ley General de Población es un instrumento jurídico útil
para regular y ordenar la internación y estancia documenta-
da y legal de los extranjeros en México, pero es altamente
insuficiente para atender y resolver la problemática que en-
frentan los migrantes mexicanos que retornan a nuestro
país, temporal o definitivamente, y la que viven los inmi-
grantes y transmigrantes en territorio mexicano.

El Instituto Nacional de Migración, surgido como órgano
desconcentrado de la Secretaría de Gobernación mediante
un decreto publicado el 19 de octubre de 1993, en sustitu-

ción de la antigua dirección general de Servicios Migrato-
rios, ha venido siendo una institución eficaz, igualmente,
para regular y normar las expresiones ordenadas y docu-
mentadas de la inmigración hacia nuestro país, pero carece
de la organización, los recursos y la vocación para enfren-
tar la problemática migratorio en sus complejas manifesta-
ciones sociales, económicas y de inseguridad que son cada
día más agudas y críticas.

Argumentos que sustentan la presente iniciativa

A la luz de lo expuesto, se presenta esta iniciativa de Ley
para la Protección y Apoyo a los Migrantes y sus Familias,
que incluye la creación, como organismo descentralizado
del gobierno federal, de la Comisión Nacional para la Pro-
tección y Apoyo a los Migrantes y sus Familias, que actua-
ría con la filosofía y el espíritu de un ombudsman de éstos,
de conformidad con los siguientes argumentos:

Desde el inicio de la humanidad el hombre ha sido migran-
te. Fueron las grandes migraciones las que poblaron todos
los continentes.

América fue receptora de migraciones, iniciadas con la con-
quista por españoles y portugueses; vendrían posteriormen-
te esclavos africanos, y durante el predominio británico, in-
gleses, escoceses e irlandeses; durante las colonizaciones
llegaron también franceses, daneses, suecos, holandeses,
alemanes y rusos por Alaska; incluso chinos contratados
(coolies). En distintos momentos, italianos, judíos y árabes.
En general los migrantes llegaron a nuestro continente bus-
cando refugio por razones religiosas, políticas o buscando
fortuna y una nueva forma de vida que les permitiera supe-
rar la pobreza y mejorar las condiciones de vida que tenían
en sus lugares de origen.

Actualmente, no hay ningún continente o región que no ten-
ga migrantes. De todos los países del planeta salen y en to-
dos entran, en mayor o menor medida, ciudadanos de otros
países, sean o no vecinos. La migración es un fenómeno
mundial, que se produce en lo fundamental como resultado
directo de las políticas neoliberales a nivel planetario y se
encuentra estrechamente vinculada a la globalización de la
economía y el comercio, de la educación, de la cultura, de
la ciencia, de la comunicación y en general de todos los pro-
cesos sociales, lo cual ha generado nuevas corrientes mi-
gratorias que han propiciado una problemática sui generis
que ha venido a transformar las relaciones diplomáticas y
de diversa índole entre los países y las relaciones sociales al
interior de las familias de los migrantes. Otras importantes



migraciones ocurren por guerras, persecuciones políticas,
étnicas, religiosas o desastres naturales.

Según la directora de la División de Población de la ONU,
Hania Zlotnik, en una conferencia impartida en junio de
2009 en el Instituto de Investigaciones Sociales de la
UNAM, “alrededor del globo hay 214 millones de migran-
tes, es decir, el tres por ciento de la población mundial ha
abandonado su país para vivir en el extranjero.” La cifra
tiende a crecer permanente y rápidamente, si se considera
que en 2001 había 175 millones y ya para 2006 había 191
millones de migrantes, de los cuales el 61 por ciento se di-
rigió a países industrializados –fenómeno llamado “migra-
ción norte”– en los que dicho sea de paso, las tasas de nata-
lidad de la población nativa son tan bajos que la
inmigración constituye la mayor fuente para el crecimiento
de la población. Los principales países expulsores de mi-
grantes son asiáticos, latinoamericanos y africanos.

Los migrantes, particularmente los más pobres de éstos,
constituyen un grupo extremadamente vulnerable, en rela-
ción con el cual se han aprobado diversas Convenciones in-
ternacionales, que si bien ponen en el papel la voluntad de
las naciones para establecer y regular mejores condiciones
y trato para quienes arriban a un país distinto al suyo, care-
cen de mecanismos para una defensa más efectiva de los de-
rechos de los migrantes, que generalmente son ignorados y
no pocas veces violados. Menos existen disposiciones que
sancionen el incumplimiento en que se incurra.

El migrante parte hacia lo desconocido. Salvo que vaya
bien documentado, le esperan abusos, incertidumbre, inse-
guridad, peligros, riesgos contra su integridad personal y
contra el poco o mucho patrimonio que lleve a su destino,
debido a que los países “receptores” de migrantes, entre
ellos Estados Unidos, han respondido con una creciente for-
tificación de fronteras y la criminalización de las migracio-
nes, con las consecuentes deportaciones, no existiendo una
respuesta adecuada por los países “emisores” en los que hay
evidente desinterés por quienes se marchan del territorio na-
cional en calidad de migrantes, ya que, al fin y al cabo, le
evitarán gastos al país y le enviarán remesas.

En el caso de México, nuestra nación es altamente exporta-
dora de migrantes, la mayoría de los cuales tienen como
destino Estados Unidos de América, país para el que los me-
xicanos son fundamentales. Según la funcionaria de la
ONU previamente citada, “en 2005, de todos los migrantes
que se trasladaron de un país en vías de desarrollo a otro po-

deroso, uno de cada cinco fue mexicano”. Los mexicanos
residentes en ese país representan el 32 por ciento de todos
sus inmigrantes.

Nuestro país resiente sensiblemente esta emigración, si se
considera que la mayoría de los migrantes son jóvenes de
entre 18 y 29 años y que en Estados Unidos radica alrede-
dor del 10 por ciento de la población nacional, es decir, una
décima parte de mexicanos de origen ha encontrado del otro
lado de la frontera su medio de vida. Muchos de estos mi-
grantes, adquirirán la ciudadanía norteamericana.

En declaraciones al periódico Excélsior del embajador Car-
los García de Alba Zepeda, director ejecutivo del Instituto
de los Mexicanos en el Exterior, expresó que en los últimos
años el perfil de mexicanos que cruzan a Estados Unidos se
ha modificado radicalmente, habiéndose identificado a pro-
fesionistas y pequeños empresarios como un nuevo contin-
gente de migrantes que busca mejorar sus expectativas de
vida; y quienes se insertan en el mercado laboral estaduni-
dense en actividades que nada tienen que ver con su carre-
ra o la actividad que desempeñaban en sus lugares de ori-
gen.

La nueva generación de migrantes proviene de las grandes
ciudades y no de pueblos marginados de los estados de la
República. Ahora migran también jóvenes, mujeres –inclu-
so embarazadas-, niños, adolescentes y adultos mayores.
Así, el perfil es completamente distinto al jornalero o traba-
jador varón que básicamente migraba solo y que iba y venía
continuamente, que cruzaba la frontera varias veces al año.

Por otra parte, México es paso obligado por tierra para quie-
nes, provenientes de toda América Latina, desean radicar en
Estados Unidos. Lamentablemente, así como los migrantes
mexicanos sufren vejaciones en ese país, los centroameri-
canos que van de paso rumbo a Norteamérica, como tam-
bién se le conoce, suelen ser víctimas de policías federales
y estatales o agentes del Instituto Nacional de Migración
(INM) respecto de lo cual existen quejas documentadas por
robo o extorsión, que van aparejadas de violencia sicológi-
ca, insultos, amenazas e intimidación.

Las principales razones de su salida del país de los migran-
tes mexicanos, son de carácter económico, existiendo, en
los últimos años, una emigración sin precedentes. Miles y
miles de mexicanos abandonan el territorio nacional en la
búsqueda de las oportunidades que no encuentran en su
país.
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En menor número, otros emigran con fines educativos y de
superación personal; y recientemente, un número importan-
te de familias por motivos de seguridad ante la situación de
violencia que se vive en el país. Así, si bien la voluntad de
emigrar es un ejercicio de la voluntad, existen circunstan-
cias, entre ellas la sobrevivencia, que impulsan, presionan y
condicionan al migrante para irse y alejarse de lo suyo, de
lo que ama, de su tierra natal, hacia otra sociedad ajena, en
la que no siempre va a ser bien recibido.

Según el diario El Informador, el director general de Pro-
tección y Asuntos Consulares de la Secretaría de Relaciones
Exteriores, señaló que “…en estos tiempos ya no sólo exis-
te el migrante del campo, el que se dedica a la albañilería o
la construcción. Hoy tenemos un problema aún más grande,
porque gente preparada, gente con títulos universitarios,
maestrías y doctorados se han ido del país para buscar un
mejor futuro. La protección al migrante se ha vuelto tan
esencial en el país, que desde hace 20 años se renovó el te-
ma; así pasó de ser aplicada sólo a migrantes vulnerables o
de clase baja, a la comunidad total de los nacionales mexi-
canos en todo el mundo, independientemente de su vulne-
rabilidad o situación socioeconómica”.

Diversas instituciones de educación superior han insistido
en que la emigración de talentos mexicanos a otras naciones
mejor conocida como fuga de cerebros, está creciendo en
forma exponencial debido, entre otras razones, a que en el
extranjero los sueldos son mejores y se brinda mayor im-
portancia a la ciencia y la tecnología. La cifra de profesio-
nistas mexicanos que se han ido se calcula superior al me-
dio millón. Según la Gaceta de la Universidad de
Guadalajara, “naciones como Estados Unidos ahorran has-
ta 1.5 trillones de dólares al emplear a profesionales e in-
vestigadores hispanos educados en sus países.”

Así, su crecimiento económico se realiza, en parte, gracias
a la migración extranjera.

No todos, sin embargo, habrán de trabajar en lo que estu-
diaron. Existen profesionales y doctorados que buscan una
oportunidad, aunque no sea en su campo de acción. Algu-
nos terminan en el sector comercial o de servicios; o como
choferes o empleados de tienda, pero ganan más de lo que
pudieran recibir en México con todo y sus grados académi-
cos.

Por otra parte, no son pocos los indígenas mexicanos que
han emigrado al país vecino impulsados por la miseria y

marginalización extrema, por la erosión de sus tierras, por
el saqueo de sus recursos y la pobreza de sus cultivos, y la
ausencia de empleos y salarios acordes al costo de la vida.

Estamos convencidos de que la migración es un complejo
fenómeno histórico y mundial que debe resolverse median-
te esquemas de cooperación entre las naciones. Pero tam-
bién lo estamos, de que más que estudiar el fenómeno mi-
gratorio, tenemos la obligación moral de proteger y apoyar
de manera material e institucional el esfuerzo y la lucha de
estos valientes mexicanos y mexicanas que aún a costa de
sus propia vida y con todo su dolor a cuestas por dejar su
país, su vida y a sus seres queridos, parten en la búsqueda
de un modo honesto de vivir y un mejor porvenir para los
suyos.

Los esfuerzos, sacrificios, dolor y contribuciones de nues-
tros migrantes, deben ser correspondidos por las institucio-
nes del Estado Mexicano. Es impostergable el estableci-
miento de una política articulada que revise el marco
jurídico vigente que protege los derechos de los migrantes
y las acciones que se llevan a cabo para atenderlos. Debe di-
señarse una Política Migratoria de Estado, que incluya no
sólo a los mexicanos migrantes hacia otros países, sino in-
cluso a los migrantes nacionales dentro del territorio nacio-
nal y que considere la protección de los migrantes centroa-
mericanos que transitan por nuestro territorio.

La realidad migratoria reclama que en forma inmediata se
lleve a cabo la conjunción de esfuerzos y recursos institu-
cionales, en tal forma que sea posible integrar las acciones
del Estado mexicano para la protección de sus migrantes.

Es tiempo de crear una instancia especializada, que permita
atender en forma urgente, la necesaria e inaplazable defen-
sa de los derechos de los migrantes mexicanos en el extran-
jero.

Si bien la política migratoria no se puede circunscribir a la
creación de este organismo, esto sería un paso trascendente
en la creación de condiciones dignificadoras para quienes
abandonan la patria en la búsqueda de una vida mejor.

La existencia de este nuevo órgano, habría de propiciar que
el asunto de la migración sea abordado integralmente y pue-
de sustentarse con base en las siguientes justificaciones te-
máticas:



Justificación jurídica

La complejidad propia del problema migratorio y particu-
larmente las situaciones relacionadas con la defensa de los
derechos de los migrantes, requieren que, independiente-
mente de los distintos tratados y convenciones internacio-
nales existentes en la materia, el que en México exista un
marco jurídico particular y especializado que los atienda en
forma institucional.

La protección a los migrantes está garantizada en la Consti-
tución, misma que específicamente se refiere al caso de los
indígenas.

El artículo 2o. constitucional, en su inciso B, señala que la
federación, los estados y los municipios garantizarán la vi-
gencia de los derechos de los indígenas y el desarrollo inte-
gral de sus pueblos y comunidades, siendo obligatorio, se-
gún la fracción VIII “Establecer políticas sociales para
proteger a los migrantes de los pueblos indígenas, tanto
en el territorio nacional como en el extranjero, mediante
acciones para garantizar los derechos laborales de los jor-
naleros agrícolas; mejorar las condiciones de salud de las
mujeres; apoyar con programas especiales de educación y
nutrición a niños y jóvenes de familias migrantes; velar por
el respeto de sus derechos humanos y promover la difusión
de sus culturas.”

Esta garantía consagrada en forma expresa en la Constitu-
ción para los indígenas migrantes, debe ser extendida a to-
dos los mexicanos, sin importar su sexo, edad y clase social.
En un marco de igualdad de derechos, los beneficios deben
ser para todos. Habría que agregar, que varios estados de la
República, ya cuentan con leyes de apoyo y protección a los
migrantes y sus familias, no refiriéndose éstas expresamen-
te a migrantes indígenas, lo cual propicia la necesidad de
una ley federal regulatoria en la materia.

También existen disposiciones internacionales que protegen
a los migrantes, como por ejemplo, la Convención Interna-
cional sobre la Protección de los Derechos de todos los Tra-
bajadores Migratorios y de sus Familiares, que entró en vi-
gor en julio de 2003. Sin embargo, esta convención sólo ha
sido ratificada o firmada por una minoría de países, entre
los que se encuentra México pero no Estados Unidos.

Hay otros instrumentos internacionales que contienen nor-
mas y medidas para combatir la explotación de las perso-
nas, especialmente las mujeres y los niños y la trata de per-
sonas, que muchas veces conlleva la migración.

Sin embargo, es a la luz de las nuevas condiciones de la rea-
lidad internacional, que debe alentarse la toma de concien-
cia de los gobernantes en relación con el establecimiento de
nuevas disposiciones con obligatoriedad jurídica, de políti-
cas de protección y de reconocimiento de la población mi-
grante.

Debe terminarse con la desconexión entre lo legal y lo real,
revisando, perfeccionando y actualizando las normas jurídi-
cas que garantizan el reconocimiento de los derechos ina-
lienables del individuo y del ciudadano, se encuentre donde
se encuentre y provenga de donde provenga. Es una reali-
dad que las migraciones, aún cuando sigan siendo estigma-
tizadas, perseguidas y reprimidas, habrán de continuar
mientras existan las condiciones que las provocan. Por ello,
es preciso no sólo regularlas, sino contar con un marco ju-
rídico apropiado que respete y proteja los derechos y liber-
tades fundamentales de los migrantes y los compromisos in-
ternacionales relativos a la libre circulación de personas.

Una alternativa institucional viable, es la creación de un or-
ganismo autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio
propios que, perteneciente al Estado Mexicano, unifique la
acción de las instituciones que los atienden y tenga como
principal objetivo la protección de los migrantes mexica-
nos.

Es un asunto de importancia vital el que exista y se aplique
la autoridad del Estado para garantizar la integridad de los
migrantes en el territorio nacional –como lo son los jorna-
leros agrícolas- y de los mexicanos en el extranjero, siendo
necesario actualizar el derecho mexicano en esta materia.

La defensa de los migrantes en nuestro territorio, tanto na-
cionales como extranjeros, y de los emigrantes mexicanos
en el extranjero, no se encuentra institucionalizada dentro
de la estructura gubernamental, lo que provoca un vacío en
la defensa de los derechos de los mexicanos, y de los ex-
tranjeros que transitan por nuestro país. Por ello, también
debe terminar y legislarse sobre el abuso de la autoridad
contra extranjeros en situación de paso por nuestro territo-
rio, quienes principalmente provienen de centro y Sudamé-
rica.

En el extranjero, los mexicanos deben contar con el respal-
do de una figura institucional mexicana que proteja los de-
rechos que gobiernos extranjeros se niegan a reconocer, y
que entran en conflicto con los derechos de que goza todo
ser humano, al margen de su circunstancial situación mi-
gratoria.
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Al momento, los esfuerzos institucionales han sido insufi-
cientes para proteger los derechos de cualquier migrante en
territorio mexicano, sean connacionales o extranjeros. Tam-
bién han sido débiles los esfuerzos para garantizar los dere-
chos de los mexicanos en el exterior. Es necesario garanti-
zar al migrante un respaldo institucional en la figura de una
entidad que verdaderamente se preocupe de los derechos de
quienes migran voluntariamente o forzados por las circuns-
tancias.

Dentro de nuestro propio país, los migrantes requieren la
asistencia para la defensa de los derechos que les otorgan
las leyes mexicanas; por desconocimiento de éstos, llegan a
sufrir atropellos y violaciones. Fuera del territorio, los emi-
grantes mexicanos requieren de una defensa especializada
que sea acorde con una política nacional que tutele sus de-
rechos y aquellos que les conceden las legislaciones de los
países donde se encuentran internados.

En consecuencia, se considera necesaria la creación de una
Comisión o Procuraduría de Protección al Migrante, como
un organismo autónomo que se encargue de la defensa de
los migrantes nacionales dentro y fuera del territorio nacio-
nal.

Esta instancia, sería un complemento importantísimo a la
labor que viene realizando hasta ahora la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos, organismo que por sus múl-
tiples actividades, no presta una atención particular especí-
fica a la problemática de la población migrante; siendo ésta
la misión fundamental que tendría el nuevo organismo.

La creación de esta comisión tendría otro argumento a favor
a la luz del Boletín número 27/09 del 21 de octubre de 2009,
emitido por la Secretaría de Gobernación, en el cual se afir-
ma que según estudios del Consejo Nacional de Población
(Conapo), 41 de los 50 estados de la Unión Americana pro-
mulgaron leyes relativas a la migración en 2008; y que en
ese año, siete de cada diez leyes promulgadas fueron de ca-
rácter restrictivo.

Es decir, que impiden el acceso de la población inmigrante
indocumentada a los beneficios que proporciona el estado,
toda vez que establecen como criterio de elegibilidad la ciu-
dadanía o la presencia legal de la persona en el país.

Habría que agregar que en la legislación mexicana no exis-
te un sistema de protección específico para los menores mi-
grantes no acompañados que son repatriados, por lo que es

necesario establecer directrices que les garanticen su pro-
tección y el respeto a sus derechos.

Justificación Política

Una de las funciones primordiales de todo Estado, es el ga-
rantizar la integridad de las personas y proteger a sus ciu-
dadanos donde éstos se encuentren. Renunciar a esta tarea,
significa claudicar a una obligación básica de gobierno.

Referimos lo anterior, considerando que, permanente-
mente, sobre todo en tiempo de procesos electorales,
existe un acoso sistemático por parte del sector más con-
servador de la clase política estadounidense en contra de los
migrantes mexicanos, que les crea un clima adverso, lo cual
ha propiciado diversos y lamentables proyectos legislativos
anti-inmigrantes, orientados a menospreciar, denostar y cri-
minalizar a los trabajadores migratorios y sus familias; dis-
posiciones que incluso confrontan, en forma perversa, a los
recién llegados con los inmigrantes plenamente estableci-
dos.

Es preciso crear opciones que contengan este ambiente de
conflictividad e intolerancia política y social imperante.

Existe también una contención abrupta del flujo migratorio,
a través de la aplicación de medidas drásticas, entre las que
se encuentran deportaciones masivas por otra frontera muy
distante a la cual ingresaron los migrantes, esto es común en
el caso de los niños migrantes, quienes tiene que sobrevivir
en las calles o laborar en condiciones infrahumanas y de ex-
plotación en las ciudades de la frontera- considerarlos como
criminales cuando ingresan a ese país sin documentos, pri-
varlos de los servicios más elementales y construir un mu-
ro fronterizo, argumentando razones de seguridad nacional,
acto éste diametralmente opuesto a la buena relación que
debe existir entre vecinos y socios comerciales.

La deportación de jóvenes y niños es también una dolorosa
realidad, no existiendo en la legislación mexicana un siste-
ma de protección particular en relación con los menores mi-
grantes no acompañados. Según datos del Instituto Nacio-
nal de Migración, en los últimos siete años se ha duplicado
el número de menores migrantes repatriados anualmente de
Estados Unidos a México y de México a varios países cen-
troamericanos.

Lo anterior es políticamente inaceptable y requiere una
respuesta puntual. Una respuesta política tanto de las ins-



tituciones del Estado mexicano, como de los propios mi-
grantes. Del Estado, no sólo a través de los conductos di-
plomáticos tradicionales, sino también por medio de una
instancia con autoridad institucional y moral, expresamente
concebida para afrontar política y legalmente la defensa de
los derechos de los mexicanos en el extranjero. De los pro-
pios migrantes, mediante un reposicionamiento político que
les permita avanzar hacia formas superiores de organiza-
ción que se orienten a promover la defensa de sus derechos
humanos, sociales y laborales en Estados Unidos.

La lucha y el debate político deben ser en todos los frentes.
Considerando la viabilidad de que pueden tener la doble na-
cionalidad, los migrantes deben luchar por la obtención de
la ciudadanía estadounidense, y con ello, tener la posibili-
dad, mediante su voto, de influir en las decisiones; y acce-
der a los derechos económicos, sociales y políticos de que
disfrutan los ciudadanos norteamericanos.

Deben, asimismo, tener una participación política-electoral
más activa, -la cual refleja actualmente el índice más bajo
con respecto a otros grupos de inmigrantes-  y en donde sea
notoria su decisión para optar por candidatos que represen-
ten mejor sus intereses.

La organización política de los migrantes es un imperativo.
Si el mundo global requiere de una democracia global, los
migrantes deben tener voz y voto en la discusión de todo
aquello que les afecte. Y sin que se considere una injerencia
en asuntos de otro país, deben ser respaldados política e ins-
titucionalmente, en ambos lados de la frontera, en la defen-
sa de sus justos derechos.

Más que seguir siendo considerados como objeto de políti-
cas, los migrantes deben ser vistos como sujetos políticos
con voz propia que merecen ser escuchados.

Es necesario que los mexicanos y sus descendientes avancen
políticamente y consoliden una presencia que les permitirá
instaurar una institucionalidad más favorable y equitativa al
esfuerzo que aportan a la economía norteamericana.

El organismo que se cree, habrá de ser una instancia que
constituya una firme defensa de los migrantes; que atienda
y canalice sus necesidades específicas; que genere y coor-
dine iniciativas en este sentido; que proponga un proceso de
diálogo político con la sociedad para identificar con mayor
precisión la problemática migratoria y aliente experiencias
organizativas que contribuyan en la búsqueda de solucio-
nes.

Considerando que la migración es un fenómeno continental,
este organismo, podría incluso promover el diseño de una
agenda hemisférica sobre el tema migratorio, el desplaza-
miento interno y el refugio, con la idea de generar propues-
tas para resolver las problemáticas que son comunes en la
materia a los países americanos.

Justificación económica:

La aportación de los migrantes a la economía mexicana es
uno de pilares de la misma. Según datos del Banco de Mé-
xico y del Centro de Documentación y Análisis de la Cá-
mara de Diputados, las remesas enviadas en 2005 fueron
por 21 mil 688.7 millones de dólares (mdd); en 2006 por 25
mil 566.8 mdd; en 2007 por 26 mil 068.7 mdd; en 2008 por
25 mil 137.4 mdd; y en 2009 por 22 mil 869.8 mdd. El des-
censo en el envío a partir de 2007 se explica por la recesión
económica estadounidense, generadora de menores posibi-
lidades de empleo.

Sumando estas cifras, tan sólo en los últimos 5 años, los mi-
grantes mexicanos han enviado remesas por la cantidad de
casi 110 mil millones de dólares, una cantidad superior en
más de 12 mil millones de dólares al total de la deuda ex-
terna del país, la cual según el Banco de México, ascendía
a 97 mil 390 millones de dólares al mes de febrero de 2010.

Lo anterior da una idea de la enorme importancia que tienen
las remesas para México, mismas que se han convertido en
un motor de la economía, que permite dinamizarla y son un
canal prioritario de financiamiento externo proveniente
principalmente de Estados Unidos, llegando incluso a equi-
pararse a la captación por ingresos petroleros y siendo su-
periores a la Inversión Extranjera Directa y al turismo, co-
mo fuentes tradicionales lícitas de ingresos provenientes del
exterior. Cabría mencionar que del total de remesas capta-
das por América Latina, nuestro país recibió más del 35 por
ciento de éstas.

Estas remesas prácticamente están destinadas al consumo
básico de las familias receptoras de los migrantes, que en su
mayoría pertenecen a los sectores popular, indígena y cam-
pesino.

Muchas de las motivaciones que tienen nuestros paisanos
para irse son económicas, por ejemplo: mejores oportunida-
des de trabajo; escasez de empleo; salario actual insuficien-
te para las responsabilidades económicas; deudas persona-
les; ingresos inestables,  incertidumbre laboral; pérdida de
empleo; compromisos económicos; mejoramiento de la vi-
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vienda familiar, sostenimiento de familiares; consumo do-
méstico y estudios de los hijos, entre otros.

Sea cual sea el caso, las remesas familiares constituyen un
gran paliativo para aminorar las condiciones de pobreza y
marginación, no sólo a nivel individual de las familias, sino
a nivel macroeconómico, sin que en ello medie hasta ahora
la intervención gubernamental. De no ser por las remesas,
que han venido sustituyendo la responsabilidad estatal en la
atenuación de la pobreza, en el financiamiento del gasto so-
cial y en la edificación de pequeñas obras de infraestructu-
ra social y urbana, el Gobierno Federal tendría severas pre-
siones y problemas sociales, sobre todo por su persistencia
en reducir las políticas públicas en materia social.

La mayoría de nuestros migrantes son asalariados que tie-
nen la percepción de ingresos más baja en Estados Unidos,
pero también la tasa más elevada de pobreza. Casi uno de
cada cuatro mexicanos residentes en Estados Unidos se en-
cuentra en condiciones de pobreza; sin embargo, aunque las
remesas sean pequeñas, contribuyen e incluso bastan para
alimentar a la familia, asegurar salud y educación para los
hijos y en ocasiones para un pequeño ahorro. Sin embargo,
pese a sus bondades, vuelven dependientes a los hogares y
los hacen vulnerables a los ciclos migratorios, a las políti-
cas anti-inmigrantes y a la dinámica de la economía estado.

El esfuerzo titánico que día con día realizan millones de tra-
bajadores migratorios mexicanos, quienes contribuyen en
forma espontánea e incondicional al sostenimiento de la
economía nacional, debe ser reconocido y alentado por el
Estado Mexicano, que no puede permanecer indiferente en
la defensa de los derechos de sus migrantes cuyo esfuerzo,
talento, espíritu de laboriosidad; y muchas veces con lágri-
mas y sangre, hacen su aporte al engrandecimiento de la
economía norteamericana y, con sus remesas, generan bie-
nestar familiar, progreso económico y estabilidad social en
México.

Justificación Sociocultural:

Al salir del país, los migrantes llevan consigo sus tradicio-
nes, su cultura, su religión, su lengua materna, su forma de
vida; aquello que sienten propio y les pertenece desde tiem-
pos ancestrales. Aquello que desean conservar y transmitir
a sus hijos y a los hijos de sus hijos. En sus maletas llevan
su historia personal y su visión de la existencia, la cual ha-
brá de verse seriamente confrontada.

Su llegada a una nueva realidad que les es ajena, les oca-
siona un fuerte choque cultural que tendrán que resolver de
alguna manera si desean sobrevivir socialmente. El mante-
ner sus manifestaciones culturales será un reto que, además,
habrá de enriquecer a la cultura del nuevo país en el que vi-
ven.

Algunos, los menos, serán seducidos por formas de vida
muy distintas a las propias y asimilados a tal grado que na-
da quieran saber de su país de origen. Sin embargo, no sien-
do bien aceptados en el nuevo, su castigo será la pérdida de
identidad y vagar en el limbo de la nacionalidad.

El porqué emigran cientos de miles de mexicanos anual-
mente obedece a distintas razones: algunos viven en zonas
tradicionalmente expulsoras de mano de obra y el migrar es
una tradición de la región, que se fortalece con casos de mi-
grantes exitosos. Otros tienen familiares viviendo en la re-
gión hacia donde se migra o desean reunificarse con su fa-
milia directa. Muchos tienen intenciones de lograr el éxito
y el reconocimiento social de la comunidad.

Familias enteras se van por causa de la inseguridad que
existe en diversas poblaciones fronterizas. Algunos lo hacen
por considerar que tienen mayores oportunidades de estudio
y/o trabajo y no faltan quienes se sienten atraídos por un
modo de vida pleno en satisfactores de fácil consumo, que
habrá de permitirles mejorar su nivel de bienestar actual.

Cualquiera que sea la causa, quienes emigran y sus descen-
dientes tienen derecho a mantener vínculos espirituales con
su Nación y raíces familiares, a preservar sus costumbres y
tradiciones y a disfrutar de la protección de los derechos ga-
rantizados por la Constitución Política y las leyes, aún cuan-
do se encuentren fuera del país. El que los migrantes man-
tengan su arraigo, el amor por su cultura y por su país debe
ser fomentado por las instituciones. La patria mexicana
quiere y debe cobijar a sus hijos, donde quiera que éstos ha-
biten. No puede abandonarlos a su suerte, sobre todo sa-
biendo que encontrarán, muchos de ellos, condiciones in-
hóspitas para su desarrollo.

Es ahí donde toma relevancia la existencia de una institu-
ción que proteja a nuestros connacionales en sus derechos
sociales y cuya acción les haga sentir que no están solos y
que son alentados en su organización a fin de que su entor-
no les sea más favorable y puedan acceder a la movilidad
social que les permita una vida mejor.



La sociedad norteamericana necesita de los migrantes, sin
embargo, les teme, los rechaza y no los integra; ni la mayo-
ría de ellos desean ser integrados, porque la historia, valo-
res y formas de pensar de ambos pueblos son distantes.

Para mantener sus vínculos, la población de origen mexica-
no fortalece sus redes sociales y desarrolla variadas formas
de organización. Es así como surgen clubes y federaciones
de mexicanos provenientes de diversos estados de la repú-
blica. También han creado organizaciones dispuestas a par-
ticipar en movilizaciones para defender sus derechos.

Los indígenas también se organizan en frentes, organizacio-
nes y asociaciones, que les permiten realizar prácticas polí-
ticas de acción colectiva y el intercambio de información,
necesarios para mantener vínculos estrechos entre sí y con
sus comunidades de origen.

Pero estas asociaciones no bastan. Se requieren instrumen-
tos que fomenten una mayor participación de instituciones,
organizaciones y redes especializadas en migración y dere-
chos humanos y laborales, que fortalezcan la acción de la
sociedad civil, la involucren en la dinámica de la problemá-
tica migratoria y permitan la formulación de acuerdos y el
diseño de una agenda que responda a los intereses y dere-
chos de los migrantes.

Vale señalar que pese a la contribución que hacen a la eco-
nomía estadounidense, el acceso de los inmigrantes mexi-
canos a los servicios de salud es limitado. La reciente refor-
ma al sistema de salud norteamericano, ha generado que
alrededor de siete millones de personas que no tienen un se-
guro médico fueran excluidas de forma explícita de esta re-
forma, por ser inmigrantes indocumentados.

Los inmigrantes ilegales tendrán que seguir acudiendo a sa-
las de emergencia, a centros comunitarios de salud y em-
pleando medicamentos genéricos, recurriendo a muestras
médicas y a programas como San Francisco Sano, que ofre-
ce atención a cualquier persona que viva en la ciudad.

En materia educativa, otro importante aspecto social, los in-
migrantes mexicanos poseen niveles educativos muy bajos,
si se les compara con migrantes de otras nacionalidades. Y
es una realidad que hay un evidente deterioro socioeconó-
mico de los descendientes de la primera, la segunda y sub-
secuentes generaciones de migrantes mexicanos en Estados
Unidos. La movilidad social se ha venido reduciendo pau-
latinamente.

Ante estas situaciones adversas, debemos actuar. No pode-
mos renunciar a brindar todo el apoyo institucional que sea
necesario para que quienes dejaron el país buscando un mo-
do de vida más favorable y una existencia mejor, puedan
disfrutar de los derechos sociales que merecen por contri-
buir a realizar la trasformaciones del país en el que ahora vi-
ven.

Otro aspecto social importante, es la creciente incorpora-
ción de indígenas mexicanos al flujo migratorio hacia Esta-
dos Unidos.

Es cada vez más común ver a trabajadores indígenas mi-
grantes mixtecos y zapotecos de Oaxaca, totonacas de Ve-
racruz, nahuas de Guerrero y purépechas de Michoacán
–por citar sólo algunos– pasar a formar parte de esta nueva
ola migratoria.

Los indígenas tienden a concentrarse en los estratos más ba-
jos del mercado laboral en los campos agrícolas; y del mer-
cado informal en las áreas urbanas, empleándose en los tra-
bajos físicamente más laboriosos y peor pagados.

Muchos de ellos ni siquiera hablan español, por lo que es
doble la dificultad para entender el idioma, por lo que son
víctimas fáciles, en caso de algún problema, ante la ley y las
autoridades norteamericanas, existiendo ejemplos dramáti-
cos de esta situación.

Justificación Laboral:

Los migrantes mexicanos, en su gran mayoría, buscan lle-
gar a los Estados Unidos como sitio de destino, atraídos por
el “sueño americano” de ganar dólares, para ellos y sus fa-
milias y tener altos niveles de vida y de consumo. Pero la
realidad pronto los ubica.

Su baja escolaridad y la carencia de dominio del idioma, los
hace aptos sólo para desempeñarse en trabajos mal pagados
en la agricultura, construcción, minería, manufactura, pro-
ducción y transporte. Una mínima parte cuenta con la pre-
paración para optar por una plaza administrativa o profesio-
nal. En el caso de la mujer no preparada profesionalmente,
su destino es laborar como mesera, lavaplatos, cocinera, en
labores domésticas o de limpieza.

Quienes ingresan a los Estados Unidos en forma ilegal, vi-
ven prácticamente en la clandestinidad, con el permanente
temor de la deportación. Su condición migratoria no les per-
mite acceder a los servicios públicos fundamentales, como
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la salud, la educación o la vivienda. Tampoco a un trabajo
digno y remunerador y cuando llegan a conseguir alguno,
sus condiciones de trabajo están lejos de ser satisfactorias.
La necesidad los lleva a emplearse en cualquier trabajo, si-
tuación que sirve a los patrones para impedir la sindicaliza-
ción, eludir con impunidad salarios legales, evitar propor-
cionar seguridad social y toda garantía laboral, los cuales no
son reclamados por el trabajador, por miedo a ser denuncia-
do ante la “migra” y ser deportado.

Tanto en los campos agrícolas como en la ciudad, los traba-
jadores sufren abusos, surgiendo un submundo de trabajo
barato, en el que son sobreexplotados, percibiendo ingresos
que les permiten apenas subsistir en forma austera para po-
der enviar algunos dólares a sus familias; pero siempre ba-
jo la amenaza de perder el trabajo en caso de causar proble-
mas a sus empleadores. Esto, aún cuando han sido brazos
mexicanos los que han contribuido en gran medida al en-
grandecimiento de la economía norteamericana, sobre todo
en los estados del suroeste de Estados Unidos.

En este contexto, es importante contar con instituciones que
analicen la situación de los trabajadores agrícolas y de la
ciudad; que les orienten laboralmente y les respalden en sus
luchas reivindicativas por la conquista de mejores salarios,
seguridad social y condiciones de trabajo dignas. Es nece-
sario, asimismo, que se generen instrumentos legales y po-
líticos que busquen transformar las condiciones laborales y
de vida de los trabajadores.

Justificación Humanitaria:

En algunas sociedades pluriculturales, como lo son los Es-
tados Unidos, es frecuente la tendencia a que ocurran fenó-
menos xenofóbicos y discriminatorios por parte de quienes
se consideran nativos; esto ocurre porque se sienten amena-
zados laboralmente por los inmigrantes, por desconoci-
miento o por miedo. El migrante suele ser fácilmente estig-
matizado: como extranjero, indocumentado, ilegal e incluso
refugiado, situación que expresa la vulnerabilidad en la cual
se encuentra.

A pesar de que ese país nace y se desarrolla con importan-
tes corrientes migratorias provenientes principalmente de
Europa, ahora se opone a la llegada de más migrantes. Para
ello, se introdujeron leyes, se modificaron aspectos legales,
se fortificaron y tecnificaron las fronteras -bajo una justifi-
cación antiterrorista- y se tomaron drásticas medidas dirigi-
das a limitar el ingreso de migrantes, al tiempo que se im-
pidieron legalizaciones de estancias residenciales y se

persiguieron soterradamente minorías étnicas. El extremo
fue la permisividad a grupos paramilitares estadounidenses
(“caza ilegales”) para evitar la entrada de personas indocu-
mentadas provenientes de México.

Estas situaciones son incompatibles con los principios más
elementales del derecho internacional. Las políticas migra-
torias no pueden estar al margen de los derechos humanos.

Generalmente, los indocumentados viven en situación de
pobreza en el país y llegan a la frontera –algunos arriesgan-
do la vida viajando como polizontes en los trenes– con muy
pocos recursos, los necesarios para subsistir unos cuantos
días. No tuvieron los recursos para adquirir el pasaporte y la
visa o ésta les fue negada. Eso los obliga a cruzar la fronte-
ra atravesando el Río Bravo, con el riesgo de perecer aho-
gados; o por zonas agrestes, desérticas y sorteando condi-
ciones cada vez más riesgosas, incluyendo una posible
muerte por deshidratación en el verano o por hipotermia en
invierno, o por la picadura de algún animal ponzoñoso. Su-
man miles los migrantes tanto mexicanos como de otras la-
titudes que se han quedado a la mitad del camino y han
muerto tratando de pasar “al otro lado” de la línea fronteri-
za. Y algo más grave: según la CNDH, es cada vez mayor
el número de cuerpos de niños encontrados en el cruce fron-
terizo México-Estados Unidos.

Los migrantes están también sujetos a los traficantes de in-
documentados o “polleros”, quienes, por una cantidad de
dólares los ofrecen cruzarlos al otro lado de la línea; y quie-
nes muchas veces, los abandonan a su suerte. El tráfico de
seres humanos se ha convertido en un negocio que genera
ganancias millonarias para los traficantes y los sindicatos
del crimen.

Además de los traficantes, los migrantes también son presa
de organizaciones delictivas que operan en la frontera, de-
dicadas al contrabando, trata de blancas, tráfico de drogas y
crimen organizado.

Si llegan a cruzar, el panorama que les espera no es nada ha-
lagador; dándose casos de migrantes que llegan a vivir co-
mo topos, bajo la tierra, al aire libre bajo los árboles en los
campos de cultivo o en casas de plástico y cartón.

Si para el hombre son difíciles estas circunstancias, lo son
más para la mujer.

Además de lo anteriormente mencionado, la mujer que emi-
gra encuentra un contexto de sufrimiento mayor que el del



hombre, por causa de las distinciones y desventajas de gé-
nero en cuanto a derechos y a estatus. Las mujeres migran-
tes están expuestas a vejaciones, maltrato y violencia, al en-
gaño y a violaciones de su cuerpo y sus derechos. Las
mujeres que trabajan en forma ilegal no pueden denunciar
la violencia y los malos tratos que sufren ya que serían de-
portadas de inmediato.

¿Cuántas migrantes caen en la prostitución o son inducidas
a la misma al no encontrar trabajo como pensaban? Aun
cuando esta situación es incompatible con la dignidad y el
valor de la persona humana, es necesario extender los dere-
chos sociales y laborales a los trabajadores sexuales, inclu-
yendo atención a la salud y protección contra el sida; y de-
sarrollar medidas que reduzcan los riesgos que enfrentan
estos grupos específicos.

Algunos especialistas definen a la trata de blancas como la
esclavitud del siglo XXI, la cual, mediante el abuso, la tor-
tura y la degradación dan al ser humano un valor menor al
de una mercancía. La trata afecta particularmente a la mu-
jer migrante y representa una de las formas más rentables
del crimen organizado y sólo es superado por el tráfico de
drogas y de armas.

El doctor Mario Luis Fuentes, director del Centro de Estu-
dios e Investigación en Desarrollo y Asistencia Social, AC,
refirió que existen en nuestro país víctimas de trata interna-
cional provenientes de Centroamérica, Sudamérica, Asia y
Europa del Este; pero también existen incontables víctimas
de trata interna provenientes de los estados más vulnerables
de la República mexicana.

Este investigador señala que “Si hay un crimen que puede
asociarse, sin exagerar a conceptos como la oscuridad, la
perversidad y la clandestinidad, es el de la trata de personas.
Esto es así porque sus víctimas están sometidas a una di-
mensión en la que se han suspendido todos sus derechos, en
la que han sido literalmente sustraídos del tejido social e in-
corporados al mercado simple y llano de las mercancías”

La trata de blancas, especialmente de mujeres migrantes, es
algo muy común en las fronteras. La o el migrante indocu-
mentado está sujeto a la amenaza, al uso de la fuerza y  a
otras formas de coacción; a servicios forzados, al engaño, al
fraude, y al abuso de poder; todo ello generado por sus con-
diciones de indefensión y vulnerabilidad. Es urgente el que
se legisle en la materia para evitar que se sigan cometiendo
estas acciones contrarias a la dignidad humana.

Otro aspecto relacionado con cuestiones humanitarias es
que algunos estados de la Unión Americana pueden negar
las licencias de manejar a personas indocumentadas argu-
mentando razones de control de tráfico y la seguridad en las
carreteras. En otros, se han promovido leyes que prohíben
la matriculación de estudiantes indocumentados en las uni-
versidades públicas.

Son comunes las redadas de las autoridades migratorias es-
tadounidenses en el lugar de trabajo. Con pocas excepcio-
nes, estas acciones están dirigidas en contra de los trabaja-
dores y no de los empleadores. También se han llegado a
realizar redadas en las comunidades, en la calle, en las tien-
das e incluso de casa en casa. Todo ello, violando los dere-
chos humanos y en contraposición a las propias leyes de ese
país, según las cuales, sólo se puede detener a alguien si los
agentes federales tienen sustento legal para ello o una orden
de allanamiento.

Y esto ocurre porque las personas detenidas confiesan su si-
tuación legal sin antes consultar un abogado, pero el cual
deberán pagar porque el gobierno no proporciona un defen-
sor público. Según el Movimiento por una Reforma Migra-
toria Justa hay un crecimiento “excesivo” de las deporta-
ciones a partir de la administración del presidente Barak
Obama. En 2009, fueron deportados más de 387 mil 790
inmigrantes, una cifra superior en 123 mil 287 a las expa-
triaciones ocurridas durante los periodos fiscales 2008 y
2009 durante la administración de George W. Bush.

El peligro de la deportación es latente. Incluso residentes le-
gales, no obstante los años que hayan estado en EUA pue-
den ser deportados por crímenes mayores o situaciones de
violencia. Hay casos documentados en donde niños se han
quedado sin padres, porque son detenidos y deportados.
Hay muchos padres que tienen miedo de mandar a los niños
a la escuela.

Dentro de un clima antiinmigrante como este, se hace cada
vez más difícil para las organizaciones comunitarias defen-
der los derechos laborales y humanos de los trabajadores in-
documentados.

Lo expuesto anteriormente, justifica la existencia de un
organismo especializado que pueda contribuir al respeto
de los derechos humanos de los migrantes mexicanos en
Estados Unidos. Por otra parte, si el gobierno mexicano ha
manifestado estar preocupado por estos derechos en otras
partes del mundo, debe empezar por la propia casa, garan-
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tizando los derechos de cualquier persona que esté de paso
en territorio nacional.

Sean mexicanos o extranjeros, los migrantes que sufran en
México el abuso de la autoridad, deben contar con una fi-
gura institucional que garantice su integridad y todos los de-
rechos que como seres humanos deben gozar.

Justificación Demográfica:

Un mayor control de fronteras no necesariamente logra evi-
tar el crecimiento de la movilidad internacional. Cuando la
sociedad y la estructura de una economía demandan mano
de obra, ésta se las ingenia para cruzar la frontera, ya sea en
forma legal o ilegal.

Existen distintas estadísticas con respecto al número de me-
xicanos en los Estados Unidos variando, según la fuente,
entre 24 y 30.5 millones. Si se consideran las cifras más
conservadoras, de los 24 millones de personas de origen
mexicano, 14 millones son estadounidenses de ascendencia
mexicana y 10 millones nacieron en México pero emigra-
ron hacia el vecino país.

Si se toma el dato de que son 30.5 los millones de personas
de origen mexicano, 19.3 millones de personas son esta-
dounidenses de ascendencia mexicana y otras 11.2 millones
nacieron en México y emigraron a Estados Unidos.

Las personas de origen mexicano o nacidas en México re-
presentan el 65.7 por ciento del total de los hispanos en Es-
tados Unidos, que se estima en 46.8 millones de personas y
que constituyen el 15.4 por ciento del total de la población
de ese país.

Prácticamente, estamos hablando de que los hispanos, par-
ticularmente los mexicanos, constituyen una nación, dentro
de otra nación.

No obstante, no todos los migrantes llevan la intención de
quedarse en el vecino país. Hasta hace unos años, una par-
te importante, sobre todo en la población indocumentada
orientada a actividades agrícolas, migraba temporalmente a
Estados Unidos, con la idea de obtener algunos dólares y re-
gresar a México, para volver nuevamente a Estados Unidos
y así sucesivamente, en lo que se conoce como circularidad
migratoria. 

Según información del Conapo las crecientes barreras y di-
ficultades para ingresar a Estados Unidos, así como los in-

suficientes estímulos para el retorno al país que ofrece la
economía mexicana, han contribuido al desgaste de los me-
canismos de circularidad migratoria y han aumentado la
propensión a una migración más definitiva. Al mismo
tiempo, ha bajado la cantidad anual de migrantes, que lle-
gó a ser de entre 400 mil y 500 mil personas, para ubi-
carse entre 350 mil  y 400 mil migrantes al año. Es decir,
alrededor de mil mexicanos al día, principalmente jóve-
nes, abandonan el país en busca de mejores horizontes y
oportunidades.

La magnitud de estos flujos migratorios amerita que se ade-
cue la realidad normativa e institucional y se cuente con ins-
tancias que atiendan y respondan a las nuevas demandas ge-
neradas por esta dinámica vertiginosa que ha trastocado
radicalmente el entorno social tradicional en ambos lados
de la frontera. Nuestro país, no puede ni debe dejar de ac-
tuar en forma activa con medidas que protejan a toda esta
gente, su gente, cuya salida de alguna manera desangra al
país al irse al extranjero una parte tan importante de sus jó-
venes y de su fuerza laboral.

Fundamento legal:

La presente iniciativa se presenta con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados. 

Ley para la Protección y Apoyo a los Migrantes y sus
Familias

Título I
Disposiciones Generales

Capítulo Único

Artículo 1. Ámbito territorial de la ley. Las disposiciones
de presente ley son de orden público, de interés social y de
observancia general en los Estados Unidos Mexicanos en
materia de protección a los migrantes y sus familias, tanto
nacionales como extranjeros que se encuentren en territorio
nacional; y a los migrantes mexicanos en el exterior.

Artículo 2. Objeto de la ley. El objeto de esta ley, es ga-
rantizar y promover la protección, el estudio, la divulgación
y el ejercicio de los derechos fundamentales de los migran-
tes y sus familias; así como brindarles apoyo integral para
su desarrollo con dignidad, en el marco de las leyes nacio-
nales y de la Convención Internacional sobre la Protección



de los Derechos de los Trabajadores Migratorios y de sus Fa-
milias; así como establecer las bases y disposiciones para su
cumplimiento, mediante la regulación de:

I. Los deberes del Estado y la implantación de una polí-
tica pública nacional para la observancia de los derechos
y demás garantías de los migrantes mexicanos y sus fa-
milias, con independencia de su condición jurídica mi-
gratoria.

II. Las responsabilidades y competencias que la admi-
nistración pública federal, el Distrito Federal, las entida-
des federativas y los municipios deberán observar en re-
lación con aplicación de la política pública nacional y la
coordinación que habrá de existir entre los distintos ám-
bitos de gobierno, y

III. La Comisión Nacional para la Protección y Apoyo a
los Migrantes y sus Familias

Artículo 3. Aplicación y Seguimiento de la ley. La aplica-
ción y seguimiento de esta ley, corresponde a:

I. El Ejecutivo federal, a través de las secretarías de Es-
tado y demás dependencias que integran la administra-
ción pública; al gobierno del Distrito Federal, a las enti-
dades federativas, los municipios, los órganos
desconcentrados y paraestatales, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias y jurisdicción;

II. La familia de los migrantes vinculada por el parentes-
co, de conformidad con lo dispuesto por los ordena-
mientos jurídicos aplicables;

III. Los ciudadanos y la sociedad civil organizada, y

IV. La Comisión Nacional para la Protección y Apoyo a
los Migrantes y sus Familias

Artículo 4. Definiciones. Para los efectos de la presente
ley, se entenderá por:

I. Comisión: La Comisión Nacional para la Protección y
Apoyo a los Migrantes y sus Familias;

II. Deportado: Al mexicano expulsado de un país extran-
jero;

III. Estatuto Orgánico: El Estatuto Orgánico de la Comi-
sión Nacional para la Protección y Apoyo a los Migran-
tes y sus Familias;

IV. Familias: Grupo de personas integrado por un mi-
grante mexicano y su cónyuge o migrante extranjero y su
cónyuge, o por un migrante mexicano o extranjero y una
persona con la que mantenga un relación que, de confor-
midad con el derecho aplicable, produzca efectos equi-
valentes al matrimonio, así como por sus parientes con-
sanguíneos en línea recta sin límite de grado o
transversal hasta el segundo grado y otras personas reco-
nocidas como familiares por Tratados Internacionales ra-
tificados por México; 

V. Ley: Al presente instrumento, Ley de Protección y
Apoyo a los Migrantes y sus Familias;

VI. Migrantes: Las y los mexicanos, así como las y los
extranjeros que trasladan su residencia de una entidad fe-
derativa a otra, o que salgan o entren al territorio nacio-
nal, con el mismo fin, sin importar su situación jurídica
migratoria de documentados o indocumentados;

VII. Órdenes de gobierno. La federación, los estados y
los municipios;

VIII. Registro: El Registro Nacional de Migrantes;

IX. Reglamento: El Reglamento de la ley

X. Repatriado: Los emigrantes que retornen al país, in-
dependientemente del tiempo que hayan residido en el
extranjero;

XI. Transmigrante. Al extranjero en tránsito hacia otro
país, autorizado por la Secretaría de Gobernación a per-
manecer en territorio nacional hasta por treinta días;

XII. Turista. Al extranjero autorizado por la Secretaría de
Gobernación, para visitar el país, con fines de recreo o
salud, para actividades artísticas, culturales o deportivas,
no remuneradas ni lucrativas, con temporalidad máxima
de seis meses improrrogables, sin estar autorizado para
realizar actividades económicas, políticas o sociales de
cualquier tipo.
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Título II
De los Principios, Derechos y Obligaciones

Capítulo I
De los principios

Artículo 5. Principios rectores. Son principios rectores en
la observación y aplicación de esta ley:

I. Atención preferente. Es aquella que obliga a las insti-
tuciones federales, estatales y municipales, e induce y
coordina a los sectores social y privado a implementar
programas acordes a las características y circunstancias
de los migrantes, sobre todo a aquellos en situación de
vulnerabilidad;

II. Corresponsabilidad. La concurrencia y responsabili-
dad compartida de los sectores público, social y privado,
en relación con los migrantes, así como de sus familias,
para la consecución del objeto de esta ley;

III. Equidad. Es un trato justo y proporcional en las con-
diciones de acceso y disfrute de los satisfactores necesa-
rios para el bienestar de todos los migrantes, sin distin-
ción de su procedencia, edad, sexo, estado físico,
situación económica, identidad étnica, preferencia políti-
ca, religión o cualquier otra circunstancia;

IV. Dignidad y autonomía. Las acciones que se realicen
en beneficio de los migrantes, estarán orientadas a pre-
servar su dignidad, establecer condiciones de respeto a
los mismos y propiciar el desarrollo de sus potencialida-
des;

V. Participación. Se buscará la participación de los mi-
grantes en la solución de su problemática, según sus ca-
pacidades y ámbitos de su interés. Al respecto, se con-
sultará también a organizaciones con fines de apoyo a
migrantes ubicadas tanto en el territorio nacional como
fuera de éste.

Capítulo II
De los derechos

Artículo 6. Derechos de los migrantes. Todos los migran-
tes y sus familias tienen el derecho de recibir información y
ser beneficiarios de las políticas, acciones y apoyos guber-
namentales a que se refiere la ley; así como de presentar las
quejas y denuncias que correspondan por su incumplimien-
to o violación.

Artículo 7. No discriminación. Queda prohibida toda
práctica discriminatoria que tenga por objeto limitar o im-
pedir el ejercicio de los derechos de los migrantes y sus fa-
milias y el otorgamiento y la prestación de los bienes y ser-
vicios derivados de las políticas, acciones y apoyos a cargo
de las dependencias, e instancias gubernamentales de los
tres órdenes de gobierno.

Artículo 8. Derechos generales. Los migrantes y sus fami-
lias tendrán los siguientes derechos generales.

I. Recibir de las instituciones un trato digno, oportuno y
respetuoso;

II. Recibir toda la información respecto de los programas
de atención a migrantes y de los requisitos necesarios pa-
ra ser beneficiarios de los mismos, así como las acciones
y servicios que realizan las dependencias;

III. Tener acceso a los programas establecidos en la ley,
sin discriminación ni distinción alguna; y a aquellos que
tengan o instrumenten las instituciones con el fin de
atenderlos;

IV. Transitar en forma libre de amenazas, coerción y vio-
lencia, durante su paso por el territorio nacional, en el
que habrá de respetarse su integridad física, psicoemo-
cional y sexual.

V. Recibir la protección de las instituciones de los tres
ámbitos de gobierno y organizaciones de la sociedad; así
como a la protección contra toda forma de explotación.

VI. Ser apoyados en la cobertura de sus requerimientos
en tanto llegan  a su destino

VII. Presentar denuncias y quejas ante la Comisión Na-
cional para la Protección y Apoyo a los Migrantes y sus
Familias y ante las instancias correspondientes, por el in-
cumplimiento de la ley; así como denunciar cualquier
condicionamiento económico o de tipo político partidis-
ta que se les solicite para ser atendidos.

Artículo 9. Recursos Federales para Programas. El pro-
yecto de Presupuesto de Egresos de la Federación deberá
incluir fondos específicos para la implantación de progra-
mas relativos a la instrumentación para el ejercicio de los
derechos y la atención a los migrantes y sus familias.



La ejecución de dichos programas, será considerada de in-
terés público y no podrán sufrir disminuciones ni transferir-
se para otros conceptos en el ejercicio fiscal correspondien-
te, excepto en los casos y bajo las condiciones que
establezca en cada caso el Poder Legislativo al aprobar el
presupuesto de egresos.

Artículo 10. Derechos particulares. Se establecen los si-
guientes derechos para la protección de los migrantes:

A. Derechos de los grupos vulnerables.

1. Mujeres embarazadas.

2. Niños, niñas y adolescentes.

3. Adultos mayores.

4. Indígenas.

5. Personas con capacidades diferentes.

6. Indigentes.

B. Derecho a la salud y asistencia social.

C. Derechos sociales y culturales.

D. Derechos laborales.

E. Derecho a la legalidad y a la justicia.

A. Derechos de los grupos vulnerables migrantes

Artículo 11. Derechos de las mujeres embarazadas. La
mujer migrante será tratada en forma atenta, con dignidad y
respeto. En caso de embarazo, cuando por cuestiones de sa-
lud de ellas o del producto en gestación, las mujeres mi-
grantes requieran el que les sea practicado un examen pre-
natal, éste les será aplicado por las autoridades de salud
correspondientes. La ley protege la maternidad de la mujer
migrante embarazada, a la cual se le brindará la atención
que requiera durante el parto, y en su caso, atención y cui-
dados postnatales para ella y el recién nacido.

Artículo 12. Derechos de niños, niñas y adolescentes. Los
niños, niñas y adolescentes migrantes tienen derecho a un
trato adecuado; de encontrarse en situación de indigencia, a
la asistencia médica y psicológica, a la alimentación ade-
cuada, a la búsqueda de sus familiares –en coordinación con

el Consulado de su país de origen, tratándose de extranje-
ros– y alojamiento en su tránsito hacia la población de su
destino. Tienen derecho a expresar su opinión y a que ésta
sea tomada en cuenta.

En caso de ser repatriado o deportado, cualquier menor tie-
ne el derecho a ser protegido durante los procesos de repa-
triación o deportación, acceso a llamadas telefónicas de ma-
nera gratuita, a solicitar asilo en caso de provenir de otro
país, y a acceder a la figura de protección complementaria
para su traslado a su lugar de origen en el interior del país;
o a su país de origen según sea el caso. Lo anterior, de
conformidad a lo dispuesto por la normatividad corres-
pondiente.

Artículo 13. Derechos de los adultos mayores. Los adul-
tos mayores migrantes tienen derecho a ser tratados con
consideración y respeto. Si tienen situación de indigencia,
les será proporcionada alimentación adecuada y alojamien-
to; y en caso de requerirlo, consulta médica y medicamen-
tos.

Artículo 14. Derechos de los indígenas. Los indígenas mi-
grantes tienen derecho a ser tratados con justicia, equidad y
respeto y en el caso de los migrantes mexicanos, serles ple-
namente reconocidos la totalidad de los derechos ciudada-
nos consagrados en las leyes nacionales. Tienen, asimismo,
todos los derechos establecidos para los migrantes en la pre-
sente ley.

Si el migrante indígena cuenta con contrato para laborar en
extranjero y éste y la documentación relacionada con él se
encontraran en un idioma diferente al español o a su lengua
materna, tiene derecho a que la autoridad correspondiente
lo traduzca, informándole sobre los efectos legales corres-
pondientes.

Artículo 15. Derechos de los migrantes con capacidades
diferentes. Los migrantes que se encuentren en una condi-
ción de capacidad diferente, tienen derecho a un trato cortés
y respetuoso, a la no distinción, exclusión, restricción o pre-
ferencia fundada en su condición de discapacidad, que de-
teriore el disfrute de sus derechos y libertades fundamenta-
les; y el de los derechos establecidos en la presente ley. Por
tal motivo, disfrutarán de sus beneficios en igualdad de cir-
cunstancias de cualquier migrante, brindándoseles las faci-
lidades que sean necesarias para tal efecto.

Artículo 16. Derechos de los migrantes indigentes. Los
migrantes que se encuentren en una situación de indigencia
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y no cuenten con recursos para la diaria subsistencia, tienen
derecho a la asistencia médica, a la alimentación adecuada
y al alojamiento temporal en su tránsito hacia la población
de su destino.

Artículo 17. Derechos de los transmigrantes y turistas.
Los transmigrantes de probados escasos recursos económi-
cos, y excepcionalmente los turistas que se encuentren en
territorio nacional, tienen derecho a recibir:

I. Asesoría sobre orientación y gestión de trámites, dere-
chos humanos, migración y servicio exterior, que brin-
dará la Comisión Nacional de Protección y Apoyo a los
Migrantes y sus Familias; y las oficinas de atención a mi-
grantes del estado y de los municipios;

II. Asistencia legal que le proporcionará la Secretaría de
Gobernación o la Secretaría de Gobierno del estado o del
municipio;

III. Atención en medicina preventiva, materno infantil y
médica de emergencia en los centros de salud y consul-
torios de la Secretaría de Salud Federal, del Estado o de
los Servicios de Salud del Municipio donde se encuen-
tren;

IV. Hospedaje, cobijo y alimentación hasta por tres días
en los albergues públicos del DIF Federal, del estado y
municipios.

B. Derecho a la salud y asistencia social

Artículo 18. Derecho a la salud. Los migrantes mexicanos
tienen derecho a recibir los servicios de salud pública, de
conformidad con el párrafo tercero del artículo 4o. consti-
tucional. Los migrantes extranjeros tendrán derecho a reci-
bir servicios elementales de salud por parte de las depen-
dencias del sector público con competencia en la materia.

Artículo 19. Derecho a la Asistencia Social. Los migran-
tes tienen derecho a ser sujetos de programas de asistencia
social en caso de pérdida de sus medios de subsistencia; y a
programas que les permitan tener acceso a una casa hogar o
albergue temporal u otras alternativas de atención que les
permitan evitar situaciones de riesgo o desamparo.

Artículo 20. Derecho a la unidad familiar. Los migrantes
y sus familias tienen derecho a mantenerse unidos en el te-
rritorio nacional. Los menores tienen derecho a no ser se-
parados de su núcleo familiar y a comunicarse con sus fa-

miliares y con el gobierno de su país o nacionalidad en ca-
so de ser extranjeros; o con el gobierno del estado o muni-
cipio del cual provienen y en el que se encuentren sus fa-
miliares, con el fin de ser reintegrados al seno familiar.

Artículo 21. Protección a la integridad. Cuando un menor
migrante sea detenido, en tanto se define su situación mi-
gratoria y legal, será trasladado a un refugio temporal en el
que se garantice su integridad física, sexual y emocional. En
el lugar de resguardo, no deberán encontrarse personas o
migrantes mayores de edad que pudieran realizar algún abu-
so en su persona. En el caso de las mujeres migrantes dete-
nidas, se les resguardará en sitios distintos a los varones,
brindándoseles un trato digno y respetuoso en todo mo-
mento.

Artículo 22. Derecho a certificados médicos. Los servi-
cios públicos de salud otorgarán a los migrantes mexicanos
apoyo para la obtención de los certificados médicos que re-
quieran para la obtención de su visa.

Artículo 23. Gestión de visas humanitarias y para even-
tos especiales. Las familias de los migrantes tienen derecho
a que, en caso de enfermedad grave o fallecimiento del mi-
grante en el extranjero, las autoridades gestionen ante las
autoridades migratorias del país en el cual se encuentre el
migrante, en forma lo más expedita posible, la o las visas de
carácter humanitario que sean necesarias.

Asimismo, a que les sean tramitadas visas para encuentros
deportivos, culturales u otros eventos especiales.

C. Derechos sociales y culturales

Artículo 24. Derecho a la organización y participación.
Los migrantes a través de sus organizaciones, tienen dere-
cho a participar en la formulación y aplicación de las deci-
siones institucionales que les afecten directa o indirecta-
mente. Tienen, asimismo, derecho de asociarse y conformar
clubes u organizaciones de migrantes, tanto en el territorio
nacional como en el extranjero para promover su desarrollo
e incidir en las acciones dirigidas a este sector; así como a
formar parte de órganos de representación y consulta ciuda-
dana, siempre y cuando las disposiciones de éstos lo permi-
tan.

Los migrantes podrán participar en los eventos que se lle-
ven a cabo relacionados con la divulgación de las disposi-
ciones legales establecidas para su beneficio.



Artículo 25. Derecho a la cultura y recreación. Los mi-
grantes tienen derecho a participar en la vida cultural, de-
portiva y recreativa de las comunidades en las cuales se
asienten o por las cuales transiten; así como a participar en
los programas de turismo migrante que se diseñen para re-
cibir a los migrantes que regresan al país a visitar a sus fa-
milias.

Artículo 26. Derecho a la información y comunicación.
La Comisión Nacional para la Protección y Apoyo a los Mi-
grantes y sus Familias tendrá en operación líneas telefóni-
cas 01 800 y 01 900 y un sitio o portal en Internet con co-
rreo electrónico, con el fin de que los migrantes y sus
familias puedan consultar sus derechos y los programas a
cargo de las distintas dependencias; y cuando requieran
apoyo institucional. Asimismo, la Comisión contará en su
sede con el servicio de videoconferencias gratuito, a fin de
que los migrantes estén en contacto permanente con su fa-
milia.

En el caso de migrantes extranjeros, éstos deberán ser in-
formados de sus derechos y su situación legal; y de no ha-
blar español, les será facilitado un traductor.

D. Derechos laborales

Artículo 27. Bolsa de trabajo. El Estado, a través de la Co-
misión Nacional para la Protección y Apoyo a los Migran-
tes y sus Familias, integrará una bolsa de trabajo en la cual
se identificarán las actividades que puedan ser desempeña-
das por los migrantes mexicanos quienes recibirán la orien-
tación para que, de conformidad con sus habilidades y ca-
pacidades, se presenten a las distintas ofertas de trabajo.
Esta bolsa de trabajo se encontrará  interconectada con otras
bolsas de trabajo oficiales y particulares.

En la bolsa de trabajo se recibirán solicitudes de personas
que desean laborar en el extranjero, integrándose un banco
de datos conteniendo todos los datos del trabajador y el cual
se consultará cuando empresas extranjeras soliciten trabaja-
dores que deseen laborar fuera del país.

Artículo 28. Gestión de visas de trabajo. Las autoridades
correspondientes de los distintos órdenes de gobierno, a tra-
vés de los mecanismos que se acuerden, gestionarán ante
los consulados y embajadas que la tramitación de las visas
que requieran los trabajadores mexicanos sea expedita; y, en
caso de contrataciones colectivas, acompañarán a los traba-
jadores a las entrevistas respectivas.

Artículo 29. Capacitación. Los migrantes mexicanos tie-
nen derecho a recibir capacitación para el trabajo, con el fin
de mejorar el desempeño de sus habilidades y capacidades;
y a obtener la certificación laboral en aquellos oficios que
son demandados en otras naciones.

Artículo 30. Verificación de recursos y legalidad. Los mi-
grantes mexicanos tienen derecho a solicitar que las depen-
dencias con facultades en la materia de los distintos órdenes
de gobierno los apoyen en la verificación de la autenticidad,
capacidad económica y legalidad de las empresas, patrones
o contratistas que pretendan contratar trabajadores mexica-
nos para realizar labores en el extranjero. Las dependencias
procurarán contar con información suficiente que garantice
a los trabajadores las mejores condiciones de contratación.

Artículo 31. Traducción de contratos. Si el contrato que
se ofrece a los migrantes mexicanos y la documentación re-
lacionada con el mismo se extendiera en una lengua dife-
rente al español, la autoridad correspondiente podrá hacer-
lo traducir para proporcionarlo a cada uno de los
trabajadores e informará a éstos sobre los efectos legales
que existen.

Artículo 32. Derecho a la orientación. El migrante y su fa-
milia podrán acudir ante la Comisión Nacional para la Pro-
tección y Apoyo a los Migrantes y sus Familias con el fin
de recibir orientación sobre el funcionamiento del seguro
social y el pago de pensiones alimenticias o por años labo-
rados en el país en que resida o piense residir el migrante.
De no contar con información en ese momento, la comisión
realizará la investigación correspondiente y lo informará al
solicitante.

Artículo 33. Traslado de trabajadores. En los casos en
que trabajadores mexicanos sean contratados en forma co-
lectiva para laborar en un país extranjero, el traslado debe-
rá ser vigilado por las autoridades mexicanas, a efecto de
garantizar en todo momento un trato respetuoso y digno a
los migrantes.

Artículo 34. Remesas. Las remesas familiares que envíen
los migrantes no serán objeto de impuestos, derechos o gra-
vámenes de ningún tipo.

Artículo 35. Condonación del pago de impuestos. Los
migrantes mexicanos que retornan a establecerse perma-
nentemente en el territorio nacional una vez jubilados en el
exterior podrán, podrán ingresar al país, por una sola vez, li-
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bres de derechos aduaneros o impuestos, su menaje de ca-
sa, sus pertenencias personales, y un vehículo; así como
maquinaria y herramientas que le permitan instalar una pe-
queña empresa o taller. Dichos bienes muebles, maquinaria
o herramientas no podrán ser vendidos en un plazo de dos
años contados a partir de su ingreso al país. En caso contra-
rio deberán pagar los derechos aduaneros o impuestos no
pagados al momento de ingresarlos al país.

E. Derecho a la legalidad y a la justicia

Artículo 36. Protección y asistencia consular. Los mi-
grantes mexicanos que sean detenidos en el extranjero sin la
debida documentación migratoria tienen derecho a solicitar
la protección consular a fin de ser auxiliados. En el caso de
migrantes de una nacionalidad distinta a la mexicana y que
sean detenidos en México  por carecer de documentación
migratoria en regla, tienen derecho a comunicarse o a que la
autoridad migratoria nacional comunique de inmediato su
detención al consulado del país de su nacionalidad o resi-
dencia.

Artículo 37. Defensa jurídica de los migrantes. Los mi-
grantes mexicanos tienen derecho a que se respeten todos
sus derechos y el Estado les brinde protección, asesoría y
apoyo jurídico integral en los procedimientos administrati-
vos o judiciales en que sean parte cuando se encuentren fue-
ra del país en relación con accidentes laborales, despidos in-
justificados, accidentes automovilísticos, derechos que
tienen en otros países, protección de su patrimonio personal
y familiar, y aspectos que requieran.

Asimismo, a recibir un trato digno y apropiado en cualquier
procedimiento judicial que los involucre, ya sea en calidad
de agraviados, indiciados o sentenciados. La comisión co-
adyuvará en la localización y defensa de presos de origen
mexicano, informando lo conducente a sus familias; y fir-
mará convenios, preferentemente, con despachos de aboga-
dos que hayan defendido exitosamente a migrantes nacio-
nales.

La comisión brindará asistencia jurídica a los migrantes que
decidan retirarse de sus actividades laborales.

Artículo 38. Derecho a la denuncia. Cualquier persona
podrá denunciar ante la Comisión conductas discriminato-
rias y violatorias de los derechos, la integridad física o men-
tal de los migrantes, transmigrantes o turistas, ejecutadas
por autoridades federales, estatales o municipales en el ejer-

cicio de sus funciones o con motivo de ellas; o conductas
realizadas por terceros, debiendo documentar debidamente
sus quejas o denuncias.

Artículo 39. Derecho a la obtención de documentos ofi-
ciales. Los mexicanos que vivan en el extranjero, cubrien-
do los costos respectivos, tendrán apoyo para obtener de las
distintas dependencias documentos legales y oficiales, co-
mo actas de nacimiento, actas de defunción de familiares,
documentos y títulos escolares, cartas de identidad; además
del apostillado de documentos que lo requieran.

Artículo 40. Derecho al voto. Los migrantes mexicanos
que residen en el extranjero, cuya solicitud para votar des-
de el extranjero haya sido aceptada en la lista nominal de
mexicanos residentes en el extranjero y cuenten con la cre-
dencial del Instituto Federal Electoral, tienen derecho a vo-
tar de conformidad a lo dispuesto en las leyes mexicanas en
la materia y a las normas expedidas para tal efecto.

Capítulo III
De las obligaciones de los migrantes

Artículo 41. Información para el Registro Nacional de
Migrantes. Los migrantes y sus familias deberán propor-
cionar, de ser posible, información con respecto a su nom-
bre, procedencia, domicilio en su lugar de origen y en ge-
neral, la información que le sea solicitada y aquellos datos
que pudieren facilitar su ubicación o la de sus familiares
con el objeto de facilitar su futuro reencuentro. Asimismo,
comunicarán, la localidad nacional o del extranjero donde
pretenden establecerse; brindando la información que les
sea requerida para fines estadísticos.

Artículo 42. Restricciones. No podrán emigrar las perso-
nas que estén sujetas a proceso judicial, sean prófugos de la
justicia, estén arraigados por cualquier causa en virtud de
resolución judicial o porque así lo establezcan otras dispo-
siciones aplicables en la materia, salvo que exista autoriza-
ción emitida por autoridad competente.

Los gobiernos del Distrito Federal, de las entidades federa-
tivas y los ayuntamientos podrán coadyuvar con la autori-
dad competente para evitar la emigración en los casos pre-
vistos en el párrafo anterior.



Título III
De los Deberes del Estado, la 

politica pública de atencion a migrantes 
y la distribucion de competencias

Capítulo I
De los deberes del Estado

Artículo 43. Atención a los migrantes. El Estado garanti-
zará las mejores condiciones posibles para la atención a los
migrantes por parte de las instituciones públicas, sociales y
privadas. Asimismo, establecerá programas institucionales
de información y asesoría tanto sobre las garantías consa-
gradas en esta ley como sobre los derechos establecidos en
otras disposiciones legales.

Artículo 44. Registro Nacional de Migrantes. El Estado,
a través de la Comisión Nacional para la Protección y Apo-
yo a los Migrantes y sus Familias, instituirá, y actualizará
un Registro Nacional de Migrantes, con la información que
los mismos proporcionen y la que recabe de los órdenes de
gobierno estatal y municipal y la de sus dependencias y en-
tidades relativas a los programas y beneficios dirigidos a los
migrantes.

Contará también con la información estadística en materia
de migración que le sea proporcionada por el Instituto Na-
cional de Estadística, Geografía e Informática.

Artículo 45. Publicación y difusión de la ley. El Estado
promoverá la publicación y difusión de esta ley para que las
instituciones, la sociedad y los migrantes la conozcan y pue-
dan acceder a los beneficios establecidos en ésta.

Artículo 46. Protección. El Estado dispondrá las medidas
necesarias para evitar que se cometa cualquier acto de dis-
criminación, abuso, explotación, aislamiento, violencia y
actos jurídicos que pongan en riesgo la persona, bienes y
derechos de los migrantes.

Capítulo II.
De la política pública de atención a migrantes

Artículo 47. Objetivos de la política pública de atención
al migrante. En la formulación y realización de las políti-
cas públicas de los tres órdenes de gobierno, se observarán
los criterios obligatorios de protección a migrantes mexica-
nos que se encuentren en territorio nacional y en el extran-
jero, particularmente en Estados Unidos de América, así
como a migrantes extranjeros dentro del país.

La política nacional sobre migrantes tendrá los criterios
obligatorios siguientes:

A. Criterios generales

1. Destinar recursos y fortalecer los programas sociales
orientados al combate de la pobreza extrema, para resol-
ver o disminuir las causas que originan la migración in-
documentada, así como perseguir y penalizar a quienes
realizan o colaboran en el tráfico ilegal de personas;

2. Diseñar programas y tomar medidas para la preven-
ción y erradicación de la trata de personas, la discrimi-
nación, la xenofobia, el tráfico ilícito de menores, el tra-
bajo infantil, y toda forma de explotación o abuso hacia
los migrantes, y particularmente los indígenas.

3. Establecer las bases para la planeación y concertación
de acciones entre las instituciones públicas, sociales y
privadas, para lograr un funcionamiento coordinado en
los programas y servicios que presten a este sector de la
población;

4. Fomentar en la sociedad una cultura de comprensión
y respeto a los migrantes, propiciando para éstos un tra-
to digno, que favorezca su revalorización y los anime a
continuar buscando un mejor porvenir para ellos y sus
familias.

5. Fomentar la realización de estudios e investigaciones
sociales de la problemática inherente a la migración, que
sirvan como herramientas de trabajo a las instituciones
del sector público y privado para desarrollar programas
en beneficio de esta población;

6. Garantizar igualdad de oportunidades y el derecho a
una vida digna, promoviendo la defensa y representación
de sus intereses;

7. Garantizar la protección de la vida, la seguridad y la
salud de los migrantes y el pleno ejercicio de sus dere-
chos, sean residentes o estén de paso en el territorio na-
cional; para tal efecto, se firmarán los convenios bina-
cionales a que haya lugar en los cuales se especificará
que la deportación de niños migrantes deberá contar con
reglas específicas para su protección.

8. Impulsar el fortalecimiento de redes familiares, socia-
les e institucionales de apoyo a los migrantes y garanti-
zar la asistencia social para todos aquellos que por sus
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circunstancias requieran de protección especial por parte
de las instituciones públicas y privadas;

9. Impulsar la acción y atención integral e interinstitu-
cional de los sectores público, social y privado, de con-
formidad a lo dispuesto en la Ley y los ordenamientos
correspondientes; así como vigilar el funcionamiento de
los programas y servicios que se otorguen a este grupo
social;

10. Promover la difusión de los derechos y valores en be-
neficio de los migrantes, con el propósito de sensibilizar
a las familias y a la sociedad en general respecto a la pro-
blemática de este sector;

11. Promover la solidaridad y la participación ciudadana
para consensar programas y acciones que coadyuven a
mejorar la situación de los migrantes;

12. Propiciar formas de organización y participación de
los migrantes y promover la participación activa de las
mismas en la formulación y ejecución de las políticas pú-
blicas que les afecten, observando el principio de equi-
dad de género, mediante políticas públicas, programas y
acciones que garanticen la igualdad de derechos, oportu-
nidades y responsabilidades de hombres y mujeres mi-
grantes;

B. Criterios obligatorios de la política de protección a mi-
grantes mexicanos en el extranjero.

1. Brindar asistencia pública a los migrantes y sus fami-
lias, especialmente en materia alimentaria, sanitaria, de
seguridad social, educativa y de retorno o repatriación de
personas en estado de vulnerabilidad, así como de trasla-
do de restos mortuorios;

2. Celebrar acuerdos de reciprocidad con otras naciones
para el mutuo reconocimiento de certificados laborales y
de aquellos títulos técnicos y profesionales con recono-
cimiento oficial, que los migrantes mexicanos hubiesen
obtenido en México;

3. Consolidar las acciones de atención a los migrantes
mexicanos y a sus familias que son deportados de los Es-
tados Unidos u otro país, que involucre asistencia médi-
ca y psicológica, alimentación y albergue temporales y
traslado a sus lugares de origen;

4. Crear alianzas estratégicas a nivel nacional e interna-
cional, con organizaciones de la sociedad civil y del sec-
tor privado con la finalidad de actuar conjuntamente en
la protección y ayuda de los migrantes dentro y fuera del
territorio nacional;

5. Diseñar, conjuntamente con gobiernos y empresas del
exterior, programas de migración temporal legal en la
que los mexicanos puedan laborar en otros países. Lo an-
terior, en el marco de acuerdos binacionales para prote-
ger los derechos de los trabajadores migratorios mexica-
nos.

6. Diseñar y aplicar mecanismos para el combate a los
traficantes de personas y redes clandestinas de emigra-
ción clandestina y de explotación de mujeres y niños;

7. Disponer medidas para garantizar la seguridad en el
tránsito de los migrantes por las carreteras mexicanas y
contar con vehículos especiales para el auxilio turístico;

8. Divulgar en los medios masivos de comunicación los
riesgos y peligros a que se pueden enfrentar los mexica-
nos, al emigrar sin cumplir todos los requisitos legales
que se exijan para entrar al país al cual se dirijan;

9. Establecer programas y acciones contra la discrimina-
ción, la xenofobia y el racismo que afectan a los migran-
tes y sus familias;

10. Fortalecer la red consular, especialmente en el ren-
glón de atención a los derechos humanos y en la aseso-
ría en juicios laborales, civiles y penales;

11. Generar programas de empleo y condiciones para fa-
cilitar la reinserción social y económica de los migrantes
mexicanos deportados o repatriados;

12. Homologar las disposiciones legales y administrati-
vas nacionales con los convenios sobre migración y de-
rechos humanos ratificados por México;

13. Implantar en los programas educativos y realizar pro-
moción publicitaria en relación con los aspectos positi-
vos de la diversidad y la interacción multicultural;

14. Impulsar y motivar el retorno voluntario de los mi-
grantes mexicanos, estimulando la repatriación volunta-
ria: Se contará con módulos de recepción y orientación a



migrantes en terminales aéreas, marítimas, ferroviarias y
de autobuses;

15. Incluir en la formulación del Plan Nacional de Desa-
rrollo, particularmente de su capítulo de desarrollo so-
cial, los principios, objetivos e instrumentos de los pro-
gramas de atención a los migrantes, integrando las
estrategias correspondientes en la política nacional res-
pectiva;

16. Llevar a cabo las acciones necesarias para la norma-
lización y legalización del estatus migratorio de los me-
xicanos que carezcan de documentación migratoria en
regla;

17. Mantener una permanente coordinación interinstitu-
cional y entre los distintos ámbitos de gobierno, a fin de
atender la problemática migratoria en forma integral;

18. Motivar el establecimiento de condiciones más favo-
rables para el envío de las remesas familiares, incluyen-
do la reducción de los costos de envío. Las remesas fa-
miliares que envíen los migrantes no serán objeto de
impuestos, derechos o gravámenes de ningún tipo.

19. Motivar el hermanamiento de ciudades mexicanas
con ciudades de otros países y el sostenimiento de reu-
niones binacionales entre ellas, a fin de fomentar y es-
trechar los lazos de amistad y un trato atento y respetuo-
so a los mexicanos en el extranjero y viceversa.

20. Promover en el interior y en el exterior del país pro-
gramas y acciones que mantengan la identidad y forta-
lezcan los vínculos culturales, económicos y sociales de
los migrantes mexicanos con la nación mexicana.

21. Promocionar la inversión de los migrantes mexica-
nos en proyectos y programas de infraestructura social y
urbana, generación de empleos, crecimiento económico
y desarrollo comunitaria en sus poblaciones de origen;

22. Promocionar la inversión nacional para proveer a las
comunidades de mexicanos en el extranjero, de aquellos
productos y servicios que les permitan continuar con los
lazos culturales, afectivos y familiares desde su lugar de
residencia;

23. Proteger los derechos laborales de los mexicanos en
el extranjero.

24. Proponer a los Estados de tránsito y destino la cele-
bración de acuerdos, convenios o tratados para otorgar a
los migrantes mexicanos y sus familias acceso a los ser-
vicios básicos de salud, independientemente de su con-
dición migratoria.

25. Tomar medidas para fomentar el fortalecimiento de
los lazos de solidaridad, de identidad, culturales y fami-
liares entre los migrantes mexicanos y sus comunidades
de origen, así como entre las comunidades mexicanas
que se establecen fuera del país; y

26. Velar por el respeto de los derechos fundamentales,
creando mecanismos específicos para prevenir e impedir
la explotación laboral y sexual, dentro y fuera del país,
de los migrantes mexicanos y de sus familias, así como
de los migrantes extranjeros en territorio nacional, espe-
cialmente de las mujeres, los adultos mayores, los me-
nores y los indígenas.

C. Criterios obligatorios de la política de protección a mi-
grantes extranjeros que se encuentran en territorio nacional

1. Establecer mecanismos que aseguren a los migrantes
extranjeros el pleno ejercicio de sus derechos fundamen-
tales como son a la vida, la libertad de tránsito, la segu-
ridad y la protección de su intimidad y su patrimonio, en-
tre otros;

2. Desarrollar sistemas que les garanticen el derecho a la
igualdad ante los tribunales y todos los demás órganos
y autoridades encargados de la administración de jus-
ticia, y

3. Promover el respeto a la diversidad y la interacción
multicultural.

Capítulo III
De la concurrencia y coordinación 

entre la federación, el Distrito Federal, 
las entidades federativas y los municipios

Artículo 48. Concurrencia. La federación, el Distrito Fe-
deral, las entidades federativas, y los municipios ejercerán
sus atribuciones en la formulación y ejecución de las políti-
cas públicas para los migrantes, de conformidad con la con-
currencia prevista en esta ley y en otros ordenamientos le-
gales.
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Las autoridades competentes de la Federación, el Distrito
Federal, las entidades federativas y los municipios, concu-
rrirán para:

I. Determinar las políticas hacia los migrantes, así como
ejecutar, dar seguimiento y evaluar sus programas y ac-
ciones, de acuerdo con lo previsto en esta ley, y

II. Desarrollar los lineamientos, mecanismos e instru-
mentos para la organización y funcionamiento de las ins-
tituciones de atención a los migrantes.

Artículo 49. Bases de datos. La Federación, el Distrito Fe-
deral, las entidades federativas y los municipios integrarán
los instrumentos de información para cuyo efecto la Comi-
sión Nacional para la Protección y Apoyo a los Migrantes y
sus Familias establecerá los lineamientos y criterios genera-
les de las bases de datos.

Artículo 50. Convenios entre los distintos órdenes de go-
bierno. Cuando las disposiciones de esta Ley comprendan
materias y acciones que incidan en diversos ámbitos de
competencia de la federación, el Distrito Federal, las enti-
dades federativas y los municipios, se aplicarán y ejecuta-
rán por alguno de los tres órdenes de gobierno, con base en
los convenios generales y específicos que al respecto sus-
criban. Los convenios observarán lo dispuesto en las leyes
correspondientes.

Artículo 51. Coordinación. De acuerdo con lo previsto en
la presente ley y en la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal, las secretarías de Estado, la comisión y las
demás dependencias del Ejecutivo Federal, se coordinarán
para implantar y ejecutar políticas públicas, criterios obli-
gatorios, programas y acciones relativos a la protección de
los migrantes y sus familiares.

Para tal efecto, la federación, a través de la comisión, podrá
suscribir convenios o acuerdos de coordinación, con el ob-
jeto de que los gobiernos del Distrito Federal y de los esta-
dos, con la participación, en su caso, de municipios, en el
ámbito territorial de su competencia, asuman las siguientes
funciones:

I. Coadyuvar en la elaboración de estudios sobre la mag-
nitud, características y perspectivas de las distintas mo-
dalidades de la migración de mexicanos;

II. Coordinar medidas para la protección de los migran-
tes nacionales y extranjeros en el Distrito Federal y las
entidades federativas de origen, tránsito y recepción;

III. Crear agencias del Ministerio Público especializadas
en delitos cometidos en contra de los migrantes;

IV. Desarrollar esquemas colectivos que incentiven y
protejan el ahorro de los migrantes mexicanos, así como
su inversión en programas de generación de empleos, de
crecimiento económico, desarrollo social y construcción
de infraestructura urbana y social;

V. Establecer y aplicar programas de generación de em-
pleos, construcción de infraestructura urbana y social,
apoyo a la productividad del campo, crecimiento econó-
mico y desarrollo social en aquellas localidades donde lo
acuerden conjuntamente la comisión, las autoridades y
las asociaciones de migrantes mexicanos en el extranjero;

VI. Fortalecer los vínculos sociales, culturales y deporti-
vos con las comunidades de mexicanos en el extranjero;

VII. Garantizar la repatriación ágil, segura y ordenada de
los migrantes regulares e indocumentados, y promover
centros de atención para éstos;

VIII. Impulsar programas específicos de apoyo y de em-
pleo en las localidades de alta densidad migratoria hacía
el extranjero;

IX. Operar conjuntamente los grupos y centros de pro-
tección a migrantes que se encuentren en territorio na-
cional;

X. Programar y operar las tareas de prevención de la mi-
gración irregular y/o clandestina;

XI. Promover programas educativos, culturales y recrea-
tivos para contribuir al desarrollo pleno de los migrantes
mexicanos y sus familias en el extranjero;

XII. Promover, diseñar e instrumentar programas de de-
sarrollo regional, social y humano en las zonas expulso-
ras de migrantes;

XIII. Realizar acciones de cooperación en la inspección,
vigilancia, persecución y penalización del tráfico ilegal
de indocumentados;



XIV. Realizar acciones y programas para la atención de
la problemática en materia de protección a migrantes
mexicanos y extranjeros y sus familias; y

XV. Sistematizar los servicios de información y atención
a migrantes.

Artículo 52. Creación de oficinas estatales de atención a
migrantes. El gobierno del Distrito Federal y las entidades
federativas, dispondrán lo conducente para que sean crea-
das oficinas, dependencias, institutos, direcciones u órganos
equivalentes que tengan como finalidad brindar a los mi-
grantes residentes en el extranjero atención y apoyo para
ellos y sus familias, fungiendo como enlace entre las comu-
nidades coahuilenses en el extranjero y los gobiernos de
donde provienen. Estas oficinas habrán de formar parte de
la Coordinación Nacional de Oficinas de Atención a Mi-
grantes (Conofam).

Estas áreas, contarán con líneas 01800 y 01 900; además de
página de Internet y correo electrónico; y coadyuvarán con
los migrantes mexicanos en coordinación con otras depen-
dencias y entidades, en el trámite de la obtención de visas
de trabajo, visas humanitarias y para asistir a eventos espe-
ciales, trámite de documentos oficiales, deportaciones, do-
naciones, asesorías y apoyos sobre seguro social, pensiones
alimenticias, pensiones laborales y jubilaciones en otros
países, traducciones de documentos oficiales, localización
de personas en el extranjero, apoyo en el llenado de docu-
mentos migratorios, integración de clubes en el extranjero,
repatriación de restos mortuorios, y en general acciones que
permitan mantener los vínculos de los migrantes con su fa-
milia, su estado y su país, conservando con ello sus identi-
dad y raíces culturales.

Brindarán, asimismo, servicios y asesorías por Internet y
correo electrónico a quienes lo requieran.

Artículo 53. Programas para evitar la migración. El go-
bierno del Distrito Federal y los gobiernos de las entidades
federativas, en coordinación con la federación, instrumenta-
rán programas enfocados a disminuir los procesos de emi-
gración, creando y consolidando oportunidades ocupaciona-
les, la organización de unidades productivas, cooperativas,
sociedades de producción y otras organizaciones económi-
cas en las comunidades rurales, que contribuyan a lograr un
mayor aprovechamiento de sus recursos naturales y cultura-
les; y generen arraigo y permanencia de los habitantes de
las diversas localidades.

Artículo 54. Fondos de atención al migrante. El gobierno
del Distrito Federal, los gobiernos de las entidades federati-
vas y los municipios, participarán económica y proporcio-
nalmente en los costos que se originen por la repatriación y
atención de los migrantes en situación de pobreza; y el tras-
lado de los mismos de la frontera a sus lugares de origen.
Para tal efecto, se crearán los fondos de atención al migran-
te correspondientes, los cuales se considerarán en los Pre-
supuestos de Egresos respectivos.

Artículo 55. Trato digno y humano para deportados.
Cuando un migrante mexicano, haya cometido un delito en
el extranjero o en el país y sea extraditado conforme a los
tratados internacionales vigentes y la legislación penal apli-
cable, se vigilará que la entrega entre las autoridades co-
rrespondientes se realice salvaguardando sus derechos a un
trato digno y humano, para lo que podrá solicitar la inter-
vención de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, sin
que esto ponga en riesgo la seguridad y confidencialidad de
las acciones.

Capítulo IV
De la distribución de competencias

Artículo 56. Competencias institucionales. Las depen-
dencias centralizadas y paraestatales de la administración
pública federal tendrán en materia de atención a migrantes
las competencias que se señalan expresamente en la presen-
te ley; y aquellas que se deriven del cumplimiento de sus
atribuciones.

Artículo 57. Competencias de la Secretaría de Goberna-
ción. Corresponde a la Secretaría de Gobernación estable-
cer, ejecutar o promover ante las dependencias, institucio-
nes o entidades correspondientes, las medidas necesarias
para:

I. Brindar protección a los migrantes mexicanos y ex-
tranjeros, así como apoyar dar y atención a sus familias,
sin importar su condición jurídica migratoria de docu-
mentados o indocumentados; 

II. Establecer y aplicar medidas, en coordinación con la
Secretaría de Seguridad Pública y la Procuraduría Gene-
ral de la República, para prevenir y erradicar el tráfico
ilegal de migrantes mexicanos y sus familias; 

III. Establecer y coordinar mecanismos seguros y orde-
nados para la devolución, deportación o repatriación a
territorio nacional de los migrantes mexicanos y sus fa-
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milias aprehendidos por autoridades migratorias de otros
países;

IV. Formar parte del Consejo Nacional de Protección a
Migrantes y sus Familias y del Programa Paisano;

V. Instrumentar políticas migratorias que favorezcan el
cumplimiento de la ley en beneficio de los migrantes y
sus familias;

VI. Planear, ejecutar, controlar, supervisar y evaluar que
los servicios migratorios, se desarrollen eficiente y efi-
cazmente y los migrantes reciban un trato digno y aten-
to; y

VII. Las demás que le atribuya expresamente la legisla-
ción aplicable.

Artículo 58. Competencias de la Secretaría de Relacio-
nes Exteriores. Corresponde a la Secretaría de Relaciones
Exteriores establecer, ejecutar o promover ante las depen-
dencias, instituciones o entidades correspondientes, las me-
didas necesarias para:

I. Acordar acciones para la aplicación de los programas
nacionales en el ámbito de la política exterior que pue-
dan beneficiar en el extranjero a migrantes mexicanos;

II. Brindar protección consular y apoyo a los migrantes
mexicanos y a sus familias en el exterior, sin importar su
condición jurídica migratoria de documentados o indo-
cumentados en los siguientes aspectos: abusos y maltra-
to en contra de menores y mujeres; asesoría legal en ma-
teria migratoria, penal, laboral y civil; asistencia jurídica
a mexicanos sentenciados a pena capital; atención a re-
patriados y visitas a centros de detención migratoria;
ayuda económica directa a mexicanos en situación de
indigencia; compensación para víctimas de crímenes
violentos; identificación de restos; indemnización por
lesiones; indemnizaciones laborales; localización de
personas; negligencia médica; obtención de documen-
tos en México y el extranjero; pago parcial de servicios
funerarios; pensiones alimenticias; presunciones de na-
cionalidad; procesos de adopción de menores; procesos
de patria potestad de menores; protección del migrante
en situación de indigencia; recuperación de pertenencias;
recuperación de salarios; repatriación de enfermos; repa-
triación de menores y personas vulnerables; sucesiones;
sustracción de menores; traslado de restos mortuorios a
territorio nacional o cremación de los mismos; visitas a

connacionales detenidos en centros de detención penal;
petición de clemencia en caso de pena de muerte; trans-
cripción de audiencias y juicios; visitas a centros de tra-
bajo para asistencia consular;

III. Consolidar la defensa de los derechos de los migran-
tes mexicanos y sus familias a través de la acción per-
manente de los consulados mexicanos en los países de
tránsito y destino, contribuyendo así a mejorar su nivel y
calidad de vida;

IV. Coordinar las acciones en el exterior de las depen-
dencias y entidades de la administración pública federal,
de conformidad con las atribuciones que a cada una de
ellas corresponda;

V. Coordinar las relaciones económicas y de cooperación
de México con el exterior y conducir las tareas de pro-
moción económica, comercial, de inversiones y turística
a través de las representaciones diplomáticas y consula-
res;

VI. Establecer un programa de consulado móvil, en las
principales ciudades de Estados Unidos donde exista
concentración de mexicanos, con la finalidad de llevar
servicios consulares a los connacionales que por motivos
geográficos o económicos necesiten regularizar su situa-
ción migratoria, recibir algún servicio o plantear algún
problema y no pueden acudir a las instalaciones del Con-
sulado. Estos consulados móviles operarán los fines de
semana y se avisará oportunamente a la población en
donde estarán ubicados.

VII. Formar parte del Consejo Nacional de Protección a
Migrantes y sus Familias y del Programa Paisano;

VIII. Promover tratados o convenios internacionales y
reformas migratorias profundas favorables al desarrollo
y al mejoramiento de las condiciones de vida de los mi-
grantes mexicanos en el exterior;

IX: Simplificar los trámites administrativos para la ob-
tención de pasaportes y matrículas consulares por parte
de los migrantes y

X. Las demás que le atribuya expresamente la legisla-
ción aplicable.

Artículo 59. Competencias de la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público. Corresponde a la Secretaría de Hacien-



da y Crédito Público establecer, ejecutar o promover ante
las dependencias, instituciones o entidades correspondien-
tes, las medidas necesarias para:

I. Aportar los recursos federales para la construcción
conjunta de obras de infraestructura social y urbana con
la participación de los gobiernos del Distrito Federal, de
las entidades federativas, de los municipios, de las co-
munidades y de los migrantes.

II. Brindar apoyo técnico, asesoría y, de ser el caso, au-
torizaciones a los migrantes mexicanos y sus familias,
para el envío y recepción de dinero, documentos y pro-
ductos de uso personal y familiar;

III. Crear dentro del Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración una partida para la creación del Fondo Migrante,
a través del cual se fomenten fideicomisos cuyo objetivo
sea la instalación de empresas productivas y la genera-
ción de empleos en los municipios de mayor expulsión
de mano de obra.

IV. Determinar, en coordinación con la Comisión, aque-
llos productos de uso personal y familiar, susceptibles de
ser introducidos al país por los migrantes mexicanos y
sus familias, brindando para ello facilidades en los pro-
cedimientos aduanales y tarifas preferenciales de impor-
tación;

V. Disponer medidas para informar debida y oportuna-
mente a los migrantes que mercancías pueden introducir
al país sin pagar impuestos, que se considera equipaje
personal, franquicias, impuestos a mercancías adiciona-
les, en qué consiste el menaje de casa, costos de impor-
tación temporal de vehículos y de permiso de importa-
ción temporal.

VI. Formar parte del Consejo Nacional de Protección a
Migrantes y sus Familias y del Programa Paisano;

VII. Instrumentar medidas en materia financiera, fiscal,
de gasto público, crediticia, bancaria y de divisas que
tiendan a favorecer a los migrantes y sus familias; y

VIII. Las demás que le atribuya expresamente la legisla-
ción aplicable.

Artículo 60. Competencias de la Secretaría de Desarro-
llo Social. Corresponde a la Secretaría de Desarrollo Social

establecer, ejecutar o promover ante las dependencias, ins-
tituciones o entidades correspondientes, las medidas nece-
sarias para:

I. Acordar convenios de colaboración con instituciones y
organismos públicos, sociales y privados para la realiza-
ción de programas y acciones de atención dirigidas a los
migrantes;

II. Ejecutar proyectos de infraestructura social y urbana
orientados a mejorar el nivel de vida de las comunidades
de origen de los migrantes, con la participación econó-
mica de éstos, y los cuales podrán ser, entre otros: ad-
quisición de equipo para servicios públicos primarios;
alumbrado público; bibliotecas, museos y casas de cultu-
ra; bordos; canales y obras de irrigación; carreteras; ca-
minos y puentes; centros deportivos y recreativos; con-
servación de suelos; construcción y remozamiento de
iglesias; creación, ampliación o equipamiento de centros
educativos; electrificación; embellecimiento y remodela-
ción de poblados y centros urbanos; entubamiento de
aguas de ríos y arroyos; instalación de internet en plazas
públicas; introducción y conexión de redes de distribu-
ción de agua potable; parques y jardines; pavimento;
banquetas y guarniciones; plazas cívicas; redes de dre-
naje y alcantarillado y obras de saneamiento; reservas y
cordones forestales; vías públicas; y viveros.

El gobierno federal, el gobierno del Distrito Federal, los
gobiernos de las entidades federativas y los gobiernos
municipales, así como las comunidades de vecinos reali-
zarán las aportaciones que les correspondan para la rea-
lización de las obras.

III. Establecer y aplicar programas de desarrollo local en
las comunidades nacionales de mayor expulsión de ma-
no de obra, mediante el apoyo financiero y tecnológico a
proyectos productivos y de generación de empleos. La
Comisión habrá de promover, para tal efecto, la partici-
pación de los migrantes mexicanos originarios de esas
comunidades que se encuentren residiendo fuera del
país; en el financiamiento de dichos programas;

IV. Fomentar la participación de los sectores social y pri-
vado en la promoción, seguimiento y financiamiento de
los programas de atención a los migrantes;

V. Formar parte del Consejo Nacional de Protección a
Migrantes y sus Familias y del Programa Paisano;
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VI. Generar y aplicar, en coordinación con la Comisión,
programas tendientes al desarrollo de las comunidades
mexicanas en el extranjero, mediante acciones de pro-
moción de la cultura y la identidad nacional;

VII. Promover en colaboración con la Secretaría de Re-
laciones Exteriores, la suscripción de convenios interna-
cionales en materia de atención a los migrantes; y

VIII. Las demás que le atribuya expresamente la legisla-
ción aplicable.

Artículo 61. Competencias de la Secretaría de Educa-
ción Pública. Corresponde a la Secretaría de Educación Pú-
blica establecer, ejecutar o promover ante las dependencias,
instituciones o entidades correspondientes, las medidas ne-
cesarias para:

I. Celebrar acuerdos de reciprocidad con otras naciones
para el mutuo reconocimiento de certificados laborales y
de aquellos títulos técnicos y profesionales con recono-
cimiento oficial, que los migrantes mexicanos hubiesen
obtenido en México;

II. Coadyuvar al acceso gratuito a migrantes o con des-
cuentos especiales a eventos culturales que promuevan
las instituciones públicas y privadas, previa acreditación
de su condición migratoria;

III. Establecer y aplicar, en coordinación con la Comi-
sión, programas de educación a distancia en beneficio de
los migrantes mexicanos y sus familias, en todos los ni-
veles de la educación básica;

IV. Facilitar el acceso a la cultura migrante, promovien-
do su expresión a través de talleres, exposiciones, con-
cursos y eventos comunitarios, nacionales e internacio-
nales;

V. Facilitar el derecho de los migrantes a hacer uso de las
bibliotecas públicas;

VI. Fomentar entre toda la población una cultura de res-
peto, aprecio y reconocimiento la migración; y de su la
capacidad de aportación a la economía y la cultura na-
cionales;

VII. Formar parte del Consejo Nacional de Protección a
Migrantes y sus Familias y del Programa Paisano;

VIII. Permitir el acceso de los migrantes a la educación
pública en todos sus niveles y modalidades y a cualquier
otra actividad que contribuya a su desarrollo intelectual;

IX. Promover ante las instituciones educativas naciona-
les el que se brinden servicios de educación a distancia
dirigidos a los migrantes mexicanos; mismos que habrán
de tener reconocimiento oficial. Esta Secretaría impulsa-
rá la firma de programas binacionales de educación mi-
grante;

X. Otorgar becas a estudiantes destacados que deseen re-
alizar sus estudios en otros países; y

XI. Las demás que le atribuya expresamente la legisla-
ción aplicable.

Artículo 62. Competencias del sector salud: Corresponde
a  las Instituciones Públicas del Sector Salud establecer, eje-
cutar o promover las medidas necesarias para:

I. Acordar, mecanismos de coordinación interinstitucio-
nal para apoyar a los migrantes, mediante las unidades
médicas del sector público y organizaciones civiles dedi-
cadas a la atención de la salud física y mental de la po-
blación  migrante;

II. Brindar atención y asistencia médica a través de los
servicios de salud pública preventiva y curativa a los mi-
grantes que lo requieran y no puedan cubrirlos por su si-
tuación económica:

III. Establecer y aplicar en coordinación con la Comi-
sión, programas binacionales de salud migrante y aten-
ción médica en beneficio de los migrantes mexicanos y
sus familias;

IV. Formar parte del Consejo Nacional de Protección a
Migrantes y sus Familias y del Programa Paisano;

V. Llevar a cabo gestiones para apoyar y proteger a los
grupos de migrantes en situación de vulnerabilidad;

VI. Llevar a cabo programas de vacunación preventivas
y atender casos de enfermedades infecto-contagiosas,
detectando causas y zonas de surgimiento de las mismas;
tomando en su caso las medidas sanitarias correspon-
dientes;



VII. Notificar a las autoridades sanitarias de gobiernos
extranjeros, cuando migrantes y transmigrantes prove-
nientes de esos países presenten cuadros de enfermeda-
des infecto-contagiosas consideradas como graves; pro-
cediendo en su caso según lo dispuesto por la Ley
General de Salud;

VIII. Realizar convenios con universidades públicas y
privadas para recibir prestadores de servicio social en las
áreas de trabajo social, psicología, medicina, odontolo-
gía y enfermería que apoyen las acciones institucionales
en la atención de los migrantes;

IX. Realizar cursos de capacitación orientados a promo-
ver el autocuidado de la salud de los migrantes; y

X. Las demás que le atribuya expresamente la legisla-
ción aplicable.

Artículo 63. Competencias de la Secretaría del Trabajo
y Previsión Social. Corresponde a la Secretaría del Trabajo
y Previsión Social establecer, ejecutar o promover ante las
dependencias, instituciones o entidades correspondientes,
las medidas necesarias para:

I. Brindar asistencia jurídica a los migrantes relacionadas
con sus derechos y actividades laborales;

II. Establecer y aplicar programas de capacitación para el
trabajo y certificación laboral en beneficio de los mi-
grantes mexicanos y sus familias, en coordinación con la
comisión;

III. Formar parte del Consejo Nacional de Protección a
Migrantes y sus Familias y del Programa Paisano;

IV. Implementar programas dirigidos a promover emple-
os y trabajos remuneradores para los migrantes mexica-
nos, de acuerdo con su oficio, habilidad o profesión. Lo
anterior con el fin de tratar de retenerlos en el país;

V. Participar en la organización de una bolsa de trabajo
mediante la cual se identifiquen actividades laborales
que puedan ser desempeñadas por los migrantes y orien-
tarlos para que presenten ofertas de trabajo; y

VI. Las demás que le atribuya expresamente la legisla-
ción aplicable.

Artículo 64. Competencias de la Secretaría de Turismo.
Corresponde a la Secretaría de Turismo establecer, ejecutar
o promover las medidas necesarias para:

I. Formar parte del Consejo Nacional de Protección a
Migrantes y sus Familias y del Programa Paisano;

II. Llevar a cabo programas de difusión en el extranjero
de las bellezas naturales, monumentos prehispánicos,
edificios coloniales, sitios históricos y de interés, comi-
das típicas, cultura, costumbres y tradiciones mexicanas;
y entre las comunidades de migrantes asentadas en el ex-
tranjero, invitándolos a regresar al país y disfrutarlos pa-
ra no perder sus raíces y tradiciones culturales;

III. Promover actividades de recreación turística con ta-
rifas preferentes, diseñadas para migrantes que reingre-
san al territorio nacional;

IV. Realizar convenios con las empresas del ramo para
ofrecer tarifas especiales en los centros públicos o priva-
dos de entretenimiento, recreación, cultura y deporte,
hospedajes en hoteles y centros turísticos, que motiven a
los migrantes y a sus familias a visitarlos a su regreso al
país, y

V. Las demás que le confieran otros ordenamientos jurí-
dicos.

Artículo 65. Competencias de la Secretaría de Econo-
mía. Corresponde a la Secretaría de Economía establecer,
ejecutar o promover las medidas necesarias para:

I. Apoyar las iniciativas de los micro, pequeños y me-
dianos empresarios migrantes, fomentando e incentivan-
do su actividad productiva en el interior del país y en el
extranjero.

II. Establecer políticas y programas que fomenten la
competitividad de los empresarios migrantes, incluyen-
do respaldo financiero, asesorías y asistencia técnica;

III. Formar parte del Consejo Nacional de Protección a
Migrantes y sus Familias y del Programa Paisano;

IV. Promover y estimular el comercio exterior del país,
dirigido a la distribución y consumo de todo tipo de bie-
nes y servicios nacionales entre las comunidades de me-
xicanos que residen fuera del país, en coordinación con
la comisión y la Secretaría de Relaciones Exteriores; y
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V. Las demás que le atribuya expresamente la legislación
aplicable.

Artículo 66. Competencias del Sistema para el Desarro-
llo Integral de la Familia. Corresponde al Sistema para el
Desarrollo Integral de la Familia, en los órdenes de gobier-
no federal, estatal y municipal, establecer, ejecutar o pro-
mover ante las dependencias, instituciones o entidades co-
rrespondientes, las medidas necesarias para garantizar a los
migrantes y sus familias:

I. Apoyar a las familias migrantes en situación de pobre-
za extrema que requieran albergue y/o alimentación.

II. Coadyuvar con la Procuraduría General de la Repú-
blica, el gobierno del Distrito Federal y los gobiernos de
las entidades federativas, en la atención, asistencia y pro-
tección jurídica de los migrantes víctimas de cualquier
delito;

III. Coadyuvar en la atención y seguimiento de quejas,
denuncias e informes, sobre la violación de los derechos
de los migrantes, haciéndolos del conocimiento de las
autoridades competentes y de ser procedente ejercitar las
acciones legales correspondientes;

IV. Coordinarse con las instituciones del sector público,
asociaciones y sociedades civiles y demás entidades pri-
vadas o sociales, cuyo objeto sea la prestación de servi-
cios de asistencia social a los migrantes, particularmente
a menores en estado de abandono, mujeres embarazadas
de escasos recursos, ancianos desamparados y discapaci-
tados sin recursos; sin perjuicio de las atribuciones que
al efecto correspondan a otras dependencias;

V. El establecimiento de los programas asistenciales de
apoyo a las familias migrantes para que la falta de recur-
sos no sea causa de separación de los migrantes dentro
del territorio nacional;

VI. Formar parte del Consejo Nacional de Protección a
Migrantes y sus Familias y del Programa Paisano;

VII. La denuncia ante las autoridades competentes,
cuando sea procedente, de cualquier caso de maltrato, le-
siones, abuso físico o psíquico, sexual, abandono, des-
cuido o negligencia, explotación, trata y en general cual-
quier acto que perjudique a los migrantes;

VIII. Los programas de prevención y protección para los
migrantes en situación de riesgo o desamparo, para al-
bergarlos en instituciones adecuadas;

IX. Los servicios de asistencia y orientación gratuita, en
especial aquellos que se refieren a la seguridad en mate-
ria de alimentos y alojamiento temporal;

X. Participar en la coordinación de acciones que realicen
los diferentes sectores en beneficio de la población mi-
grante afectada en casos de desastre;

XI. Vigilar la observancia, por parte de organizaciones
públicas y privadas, de las Normas Oficiales Mexicanas
en materia de Asistencia Social y en su caso generar las
recomendaciones que procedan; y

XII. Las demás que le confieran otros ordenamientos ju-
rídicos.

Artículo 67. Competencias del Instituto Nacional de Mi-
gración. Corresponde al Instituto Nacional de Migración
establecer, ejecutar o promover las medidas necesarias para:

I. Coordinar la operación del Programa Paisano, me-
diante el cual se promuevan óptimas condiciones y se les
brinde apoyo y orientación a los migrantes que regresan
temporal o definitivamente al país en relación con rutas
de traslado y medidas de seguridad; y se les proteja del
maltrato, extorsión, robo, corrupción y prepotencia por
parte de servidores públicos federales en las fronteras,
puertos marítimos y aeropuertos internacionales del
país, dándoles a conocer sus derechos y obligaciones y
los medios para que presenten quejas y denuncias. Para
tales efectos, formularán guías de información a los pai-
sanos para su entrega a los mismos.

II. Facilitar los flujos migratorios legales de entrada, trán-
sito, estancia y salida del país, mediante la ampliación y
modernización de la infraestructura existente; y la desre-
gulación y descentralización de los trámites migratorios;

III. Formar parte del Consejo Nacional de Protección a
Migrantes y sus Familias y del Programa Paisano;

IV. Fortalecer la gestión de regulación, control y verifica-
ción de los migrantes, incrementado la capacidad opera-
tiva del proceso de verificación migratoria, dignificando
y mejorando las instalaciones migratorias, coadyuvando



en el combate a la trata y el tráfico de personas y mejo-
rando los mecanismos de registro de extranjeros asegu-
rados;

V. Garantizar el respeto de los derechos de los migrantes,
fortaleciendo y ampliando los grupos encargados de su
protección y supervisando y capacitando a sus servidores
públicos a fin de que respeten y tutelen los derechos hu-
manos de los migrantes;

VI. Modernizar la gestión institucional, consolidando
una cultura de calidad en la prestación de los servicios
migratorios y aplicando mecanismos de control de con-
fianza para combatir la corrupción;

VII. Operar el Programa de Repatriación Humana dirigi-
do a los migrantes repatriados o deportados, a fin de
brindarles seguridad, orientación y apoyo en su regreso a
sus comunidades en México, mediante servicios de aten-
ción médica, suministro de alimentos y albergue tempo-
ral; este programa les  apoyará en el financiamiento de
cursos de capacitación, la certificación de los conoci-
mientos aprendidos y los contactará para recibir ofertas
de programas de empleo temporal; asimismo, les facili-
tará los medios para comunicarse con su familia y obte-
ner descuentos en transporte;

VIII. Promover iniciativas institucionales que contribu-
yan a mejorar el desempeño e imagen en materia migra-
toria; y

IX. Las demás que le atribuya expresamente la legisla-
ción aplicable.

Artículo 68. Competencias del Instituto de los Mexica-
nos en el Exterior. Corresponde al Instituto de los Mexica-
nos en el Exterior establecer, ejecutar o promover las medi-
das necesarias para:

I. Contribuir en el acopio y sistematización de propues-
tas y recomendaciones, tendientes a mejorar el desarro-
llo social de las comunidades mexicanas en el exterior,
que formulen órganos consultivos constituidos por re-
presentantes de dichas comunidades, 

II. Formar parte del Consejo Nacional de Protección a
Migrantes y sus Familias y del Programa Paisano;

III. Participar en la coordinación con los gobiernos, ins-
tituciones y organizaciones del Distrito Federal, los esta-

dos y municipios en materia de prevención, atención y
apoyo a las comunidades mexicanas en el exterior;

IV. Promover estrategias, integrar programas, recoger
propuestas y recomendaciones de las comunidades, sus
organizaciones y órganos consultivos, tendientes a ele-
var el nivel de vida y fortalecer a las comunidades mexi-
canas en el extranjero así como ejecutar las directrices
que emanen del Consejo Nacional para las Comunidades
Mexicanas en el Exterior;

V. Promover la revalorización del fenómeno migratorio
y el trato digno a los mexicanos que viven en el exterior,
favoreciendo la creación de espacios de reunión y pro-
moviendo la comunicación entre las comunidades mexi-
canas radicadas fuera del país, coadyuvando en el enla-
ce, con las mismas; y

VI. Las demás que le atribuya expresamente la legisla-
ción aplicable.

Capítulo V
De la relación con Estados extranjeros

Artículo 69. Reciprocidad. Las dependencias facultadas
para tal efecto, propondrán a los gobiernos de otros países
receptores de migrantes mexicanos, el que, bajo los princi-
pios del derecho internacional, los tratados y convenciones
en la materia, se convengan medidas de reciprocidad en el
trato a los migrantes de ambas partes.

Artículo 70. Igualdad de Derechos para los Migrantes.
Con base en lo dispuesto en el anterior, los migrantes mexi-
canos habrán de gozar de los mismos derechos, privilegios
y prerrogativas o sus equivalentes, a los que disfruten los
extranjeros nativos del país en el que se encuentren y que a
su vez sean residan en México bajo cualesquier situación
migratoria.

Artículo 71. Respeto a los Derechos Humanos de los Mi-
grantes. Con pleno respeto al principio de autodetermina-
ción de los pueblos, se buscará que en la relación con otros
estados, se respeten plenamente los derechos humanos de
los migrantes mexicanos; y no existan hacia éstos diferen-
cias discriminatorias por su origen social, nacionalidad,
edad, sexo, raza, creencias religiosas, ideología política o
situación económica. Las políticas migratorias que esta-
blezcan las partes habrán de estar libres de acciones u omi-
siones expresadas en rechazo expresado a través de prejui-
cios racistas o xenofóbicos.
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Artículo 72. Relaciones Armónicas. Se buscará establecer
con las naciones que reciben migrantes mexicanos relacio-
nes fraternales y armónicas, mediante prácticas e intercam-
bios que busquen enfatizar sus coincidencias y soslayar las
diferencias; entre estas acciones se encuentran el turismo,
relaciones comerciales, deportivas, educativas, científicas,
culturales, humanitarias y religiosas.

Artículo 73. Facilidades de Residencia. De acuerdo con
las leyes migratorias de los países con los cuales se celebren
convenios migratorios, se habrán de brindar todas las faci-
lidades a los migrantes que deseen residir en el país de ma-
nera permanente, para satisfacer sus fines personales, cultu-
rales, laborales, académicos o profesionales. En todo caso,
habrán de sujetarse, a las normas jurídicas y de convivencia
ciudadana que observan los propios nacionales.

Capítulo VI
De la participación social

Artículo 74. Participación de la sociedad. Los distintos
órdenes de gobierno promoverán la organización y partici-
pación de la comunidad con la finalidad de coadyuvar soli-
dariamente a la prestación de servicios asistenciales para los
migrantes y sus familias que lo necesiten. Para tal efecto,
podrán constituirse comités ciudadanos de atención a mi-
grantes y grupos de apoyo a migrantes.

Cualquier persona podrá notificar de la existencia de mi-
grantes que requieran de atención y apoyo, cuando éstos se
encuentren impedidos de solicitar auxilio por sí mismos.

Artículo 75. Participación universitaria. Las universida-
des y centros de educación superior, instituirán programas
de servicio social en la que los estudiantes participarán co-
mo auxiliares voluntarios en la atención y apoyo a los mi-
grantes.

Artículo 76. Estímulos y facilidades. Los distintos órde-
nes de gobierno promoverán estímulos fiscales y facilidades
administrativas, de acuerdo a las disposiciones legales apli-
cables, para aquellas instituciones privadas que otorguen
apoyos gratuitos a los migrantes y a sus familias. Dichos be-
neficios se harán extensivos a aquellas empresas y organis-
mos de la sociedad que de manera directa otorguen apoyos
gratuitos a éstos.

Título IV
De la Comisión Nacional para la 

Defensa de los Migrantes y sus Familias

Capítulo I
De su naturaleza, objeto y atribuciones

A. Naturaleza

Artículo 77. Naturaleza de la Comisión Nacional para la
Protección y Apoyo de los Migrantes y sus Familias. Se
crea la Comisión Nacional para la Protección y Apoyo de
los Migrantes y sus Familias como un organismo descen-
tralizado no sectorizado, con autonomía de gestión, técnica,
operativa, administrativa y presupuestaria; y personalidad
jurídica y patrimonio propios. Estará sujeta a la aplicación
de la Ley de las Entidades Paraestatales en lo que no se
oponga a esta Ley. 

B. Domicilio

Artículo 78. Domicilio. La comisión tendrá su domicilio en
el Distrito Federal, pudiendo establecer delegaciones regio-
nales y estatales, así como las representaciones en el ex-
tranjero que sean necesarias para cumplir con su objeto,
conforme a sus requerimientos y disponibilidad presupues-
tal.

C. Objeto

Artículo 79. Objeto. La Comisión Nacional para la Protec-
ción y Apoyo a los Migrantes y sus Familias tiene por tiene
por objeto esencial el apoyo y la protección, a los migran-
tes y sus familias tanto mexicanos, dentro y fuera del país,
como extranjeros dentro del territorio nacional; así como la
observancia, promoción, estudio y divulgación de los dere-
chos establecidos en la Ley. La Comisión será la entidad
asesora del Ejecutivo federal y especializada para articular
las políticas públicas, los programas y criterios del gobier-
no federal, en la materia.

D. Competencia territorial

Artículo 80. Competencia territorial. La comisión tendrá
competencia en todo el territorio nacional, para conocer de
situaciones que afecten y se relacionen con los derechos de
los migrantes y presuntas violaciones a sus derechos.

Tratándose de situaciones relacionadas con los derechos de
los migrantes mexicanos o presuntas violaciones a los mis-



mos fuera del territorio nacional, que se hayan hecho de su
conocimiento, la comisión podrá interponer ante los gobier-
nos correspondientes, los recursos que considere necesarios
para la protección y defensa de los migrantes nacionales.

E. Atribuciones

Artículo 81. Atribuciones. La Comisión Nacional para la
Protección y Apoyo a los Migrantes y sus Familias tendrá
las siguientes atribuciones:

I. Alentar a los medios de comunicación a hacer hincapié
en las imágenes positivas de la migración y la diversidad
cultural, contribuyendo al fortalecimiento de los valores
referidos a la solidaridad con los migrantes; así como
promover la protección de sus derechos;

II. Brindar asesoría y orientación al personal de las insti-
tuciones y albergues que brinden servicios y atención a
migrantes;

III. Celebrar convenios para obtener descuentos en los
precios de los bienes y servicios que se presten a los mi-
grantes y acuerdos y todo tipo de actos jurídicos que se-
an necesarios para el cumplimiento de su objeto;

IV. Coadyuvar con las autoridades correspondientes en
la prevención e investigación del tráfico ilegal de perso-
nas y la explotación y trata de personas migrantes, parti-
cipando en la atención de los casos de violación de los
derechos humanos, laborales, civiles y otras garantías de
los migrantes y sus familias;

V. Conocer e investigar a petición de parte, o de oficio,
presuntas violaciones a los derechos de los migrantes en
los siguientes casos:

A) Por actos u omisiones de autoridades administrativas
de carácter federal, estatal y municipal;

B) Cuando los particulares o algún otro agente social co-
metan ilícitos con la tolerancia o anuencia de algún ser-
vidor público o autoridad particularmente en caso de
conductas que afecten la integridad física de los migran-
tes;

VI. Conocer y decidir en última instancia las inconfor-
midades respecto de las recomendaciones y por omisio-
nes en que incurran los organismos de atención a mi-
grantes y por insuficiencia en el cumplimiento de las

recomendaciones de éstos por parte de las autoridades
locales, en los términos señalados por la ley;

VII. Convocar a las dependencias y entidades de la admi-
nistración pública federal, estatales y municipales dedica-
das a la atención de los migrantes, así como a las institu-
ciones de educación, investigación superior, académicos,
especialistas y cualquier persona interesada en los fenó-
menos migratorios a efecto de que formulen propuestas
y opiniones respecto de las políticas, programas y accio-
nes de atención para ser consideradas en la formulación
de la política social del país en la materia y en el progra-
ma de trabajo de la Comisión;

VIII. Coordinarse con el Instituto de los Mexicanos en el
Exterior en relación con las tareas que el mismo realiza
en materia de cultura, deportes, educación, educación fi-
nanciera, gastronomía organización comunitaria, pro-
yectos productivos, remesas, salud y vivienda.

IX. Coordinarse con las dependencias o entidades de la
Federación, entidades federativas, Distrito Federal y mu-
nicipios, para definir el contenido de las políticas, pro-
gramas y criterios obligatorios de protección a migran-
tes, mediante la suscripción de los acuerdos y convenios
de colaboración que sean necesarios y para la implanta-
ción y ejecución de programas de prevención de la emi-
gración clandestina; dando prioridad a aquellos progra-
mas y acciones que beneficien a las mujeres, a los
menores y a los indígenas migrantes;

X. Crear un registro único obligatorio nacional de todas
las instituciones públicas y privadas de casas hogar, al-
bergues, o cualquier centro de atención a migrantes;

XI. Crear, coordinar y evaluar periódicamente Grupos de
Protección a Migrantes y sus Familias, así como los Cen-
tros de Atención a Migrantes y sus Familias; 

XII. Elaborar y proponer al consejo, para su presentación
al titular del Poder Ejecutivo Federal, los proyectos le-
gislativos en materia migratoria y de derechos de los mi-
grantes;

XIII. Establecer convenios de coordinación con el go-
bierno del Distrito Federal y los gobiernos estatales, con
la participación de sus municipios, para proporcionar
asesoría y orientación para el diseño, establecimiento y
evaluación de modelos de atención a los migrantes, así
como de las políticas públicas a implantar;
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XIV. Establecer principios, criterios, indicadores y nor-
mas para la elaboración de estadísticas, el análisis y eva-
luación de las políticas dirigidas a los migrantes; así co-
mo para jerarquizar y orientar sobre las prioridades,
objetivos y metas en la materia, a efecto de atenderlas
mediante los programas impulsados por las dependen-
cias y entidades de la Administración Pública Federal,
por los estados y municipios y por los sectores privado y
social, de conformidad con sus respectivas atribuciones
y ámbitos de competencia;

XV. Establecer reuniones con instituciones afines, nacio-
nales e internacionales, para intercambiar experiencias
que permitan orientar las acciones y programas en busca
de nuevas alternativas de atención;

XVI. Establecer y evaluar periódicamente programas y
acciones de ayuda a los migrantes mexicanos y sus fa-
milias, promoviendo y otorgando facilidades para la de
educación a distancia, la protección a la salud, la seguri-
dad social, el acceso a la vivienda en territorio nacional,
el envío y recepción de dinero, envío y recepción de pro-
ductos de uso personal y familiar, repatriación urgente de
personas en estado de vulnerabilidad y de cadáveres, re-
agrupamiento familiar, apoyo financiero público para el
pago de pensiones a aquellos migrantes mexicanos que
acrediten tal derecho, y en general todas aquellas que in-
cidan en el desarrollo y mejoramiento de su calidad de
vida;

XVII. Formular programas y proponer acciones en coor-
dinación con las dependencias competentes que impul-
sen el cumplimiento dentro del territorio nacional de los
tratados, convenciones y acuerdos internacionales signa-
dos y ratificados por México en materia de atención a los
migrantes y respeto a sus derechos;

XVIII. Instrumentar acciones de capacitación y actuali-
zación para los servidores públicos de la propia Comi-
sión, que se encarguen de dar atención a los migrantes
mexicanos en el exterior;

XIX. Mantener actualizado el diagnóstico y promover
estudios e investigaciones académicas y de campo, inter-
nacionales, nacionales y regionales, que sirvan como ba-
se para analizar la naturaleza, dimensiones, causas, con-
secuencias y soluciones de la migración de mexicanos
dentro y hacia fuera del país, y de migrantes extranjeros
hacia México;

XX. Organizar y participar en seminarios, conferencias,
simposios, coloquios y congresos públicos, privados y
académicos en materia de migración y atención a mexi-
canos en el exterior; e intervenir en foros y mecanismos
de cooperación internacional relacionados con los temas
de su competencia;

XXI. Promover e implantar programas para que los mi-
grantes mexicanos en el extranjero preserven el apego a
sus raíces sociales y culturales, así como a su identidad;
procurando en ellos el interés para estrechar sus relacio-
nes con México y sus comunidades de origen;

XXII. Promover la creación y ejecución de programas
binacionales y multilaterales, que vinculen la acción de
autoridades mexicanas y de otras naciones en materia de
protección y ayuda a migrantes y sus familias;

XXIII. Promover la participación y la cooperación de la
sociedad civil organizada para efectos de que sean coad-
yuvantes en la defensa y protección de los derechos de
los migrantes; así como crear grupos de apoyo a migran-
tes;

XXIV. Proponer a las diversas autoridades del país, que
su ámbito de su competencia, promuevan los cambios y
modificaciones legislativas, reglamentarias y adminis-
trativas, que a juicio de la comisión redunden en una me-
jor protección de los derechos de los migrantes;

XXV. Realizar las acciones previstas en el Título V del
presente ordenamiento;

XXVI. Realizar visitas de inspección y vigilancia a ins-
tituciones públicas y privadas, casas hogar, albergues, o
cualquier centro de atención a migrantes para verificar
las condiciones de funcionamiento, capacitación de su
personal, modelo de atención y condiciones de la calidad
de vida;

XXVII. Recibir quejas de presuntas violaciones a los de-
rechos de los migrantes y proteger, asesorar, atender y
orientar a los migrantes y presentar denuncias ante la au-
toridad competente;

XXVIII. Registrar a los migrantes en el Registro Nacio-
nal de Migrantes que creará para tales efectos.

XXIX. Ser el organismo de consulta y asesoría obligato-
ria para las dependencias y entidades de la administra-



ción pública federal, los gobiernos de las entidades fede-
rativas, el gobierno del Distrito Federal y los gobiernos
municipales; y, en su caso, voluntaria para las institucio-
nes de los sectores social y privado, que realicen progra-
mas y acciones en materia de protección y apoyo a los
migrantes;

XXX. Supervisar el respeto a los derechos de los mi-
grantes que se encuentren en el sistema penitenciario y
de readaptación social del país; y

XXXI. Las demás que se encuentren establecidas en la
presente ley.

Artículo 82. Procedimientos y confidencialidad. La Co-
misión dispondrá de procedimientos breves y sencillos, su-
jetos sólo a las formalidades esenciales que requiera la do-
cumentación de los expedientes respectivos. Se procurará el
contacto directo con el o los migrantes que solicitan su in-
tervención y las autoridades correspondientes, buscando
que las comunicaciones escritas sean lo más expeditas posi-
ble.

El personal de la comisión deberá manejar de manera con-
fidencial la información o documentación relativa a los
asuntos de su competencia.

Artículo 83. Gratuidad. Los servicios que preste la comi-
sión serán gratuitos.

Capítulo II
De la integración 

de la comisión

Artículo 84. Integración. Para el estudio, planeación y
despacho de los asuntos que le competen, la Comisión ten-
drá los siguientes órganos de gobierno:

I. El Consejo Consultivo

II. El comisionado general

Contará además con el personal profesional, técnico y ad-
ministrativo necesario para la realización de sus funciones.

El Estatuto Orgánico de la comisión y el Reglamento de la
presente ley, determinarán las bases de la organización, así
como las facultades y funciones que corresponda a las uni-
dades administrativas que integren la comisión.

Capítulo II
De la elección, facultades y obligaciones 
de los servidores públicos de la comisión

Artículo 85. Elección del comisionado general. La desig-
nación del comisionado general será realizada por las dos
terceras partes del Senado de la República de entre la terna
que someta a su consideración el Presidente de la Repúbli-
ca, y deberá cumplir los siguientes requisitos: 

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento que no ad-
quiera otra nacionalidad y estar en pleno goce y ejercicio
de sus derechos civiles y políticos;

II. Haber desempeñado cargos de alto nivel decisorio,
cuyo ejercicio requiera conocimientos y experiencia en
materia administrativa;

III. No tener parentesco por consanguinidad o afinidad
hasta el cuarto grado o civil con cualquiera de los miem-
bros del Consejo Consultivo;

IV. No tener litigios pendientes con la comisión;

V. No haber sido sentenciado por delitos patrimoniales
como robo, fraude, falsificación o abuso de confianza; o
estar inhabilitado para desempeñar un empleo, cargo o
comisión en el servicio público;

VI. En caso de ser diputado o senador al honorable Con-
greso de la Unión observar lo dispuesto en el artículo 62
constitucional;

VII. Acreditar los conocimientos y experiencia suficien-
tes sobre el tema de la defensa y protección de los dere-
chos fundamentales de los migrantes, así como en la
atención y apoyo a sus familias; y

VIII. Tener buena reputación, sin haber sido nunca de-
clarado culpable por algún delito, particularmente rela-
cionado con la explotación económica o física de meno-
res y mujeres o ambos, la trata de personas, el tráfico
ilegal de personas o cualquier delito conexo a éstos.

La designación será por un periodo con una duración de
cuatro años, pudiendo ser nuevamente designado al cargo
de manera inmediata, si así lo decide el Senado de la Repú-
blica.
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Artículo 86. Facultades y obligaciones del comisionado
general. El comisionado general de la comisión tendrá las
siguientes facultades y obligaciones:

I. Administrar los bienes y el presupuesto de la comisión;

II. Aprobar y emitir las recomendaciones públicas y
acuerdos que resulten de las investigaciones realizadas
por los visitadores;

III. Celebrar y otorgar toda clase de actos y documentos
respecto del objeto de la comisión;

IV. Celebrar, en los términos de la legislación aplicable,
acuerdos, bases de coordinación, convenios de colabora-
ción y documentos con autoridades de los tres órdenes
de gobierno, y organismos de defensa de los derechos de
los migrantes, instituciones académicas y otras instan-
cias, que contribuyan al cumplimiento de sus fines;

V. Coordinar la política nacional en materia de apoyo,
atención y protección a migrantes y las acciones de las
dependencias y entidades del sector público en la mate-
ria, conducentes al respeto de los derechos de los mi-
grantes en el país;

VI. Delegar funciones y facultades en el ámbito de su
competencia y dictar las medidas específicas que juzgue
convenientes para el mejor desempeño de las funciones
de la comisión;

VII. Ejercer el presupuesto de la comisión, con sujeción
a las disposiciones legales, reglamentarias y administra-
tivas aplicables; y ejercer facultades de dominio, admi-
nistración, pleitos y cobranzas. Tratándose de cuales-
quiera actos de dominio se requerirá la autorización
previa del Consejo Consultivo;

VIII. Ejercitar y desistirse de acciones judiciales, inclu-
sive en materia de amparo;

IX. Elaborar el anteproyecto de presupuesto de egresos
de la Comisión y el respectivo informe sobre su ejercicio
para presentarse al Consejo de la misma; 

X. Elaborar y presentar, para aprobación del Consejo
Consultivo, el Estatuto Orgánico de la comisión, el Re-
glamento Interno y las reglas de operación y reglamen-
tación interna de los programas sustantivos, así como sus
modificaciones y expedir los manuales de organización,
de procedimientos y de servicios de la comisión;

XI. Fijar, conforme a la legislación aplicable, las condi-
ciones generales de trabajo de la comisión;

XII. Formular los lineamientos generales a los que se su-
jetarán las actividades administrativas de la Comisión,
así como nombrar, dirigir y coordinar a los funcionarios
y al personal bajo su autoridad; adscribiéndolos a las uni-
dades administrativas de la misma;

XIII. Interponer, ante los gobiernos extranjeros corres-
pondientes, en caso de situaciones relacionadas con los
derechos de los migrantes mexicanos o presuntas viola-
ciones a los mismos, fuera del territorio nacional, los re-
cursos que considere necesarios para la protección y de-
fensa de los mismos.

XIV. Otorgar, sustituir y revocar poderes generales y es-
peciales con las facultades que le competan, incluso las
que requieran autorización o cláusula especial;

XV. Presentar al Consejo Consultivo, cada seis meses,
un informe operativo sobre el ejercicio de las facultades
que este artículo le concede, así como un informe finan-
ciero de la comisión;

XVI. Presentar anualmente a los Poderes de la Unión, un
informe de las actividades realizadas por la comisión;

XVII. Presidir, registrar y ejecutar los acuerdos del Con-
sejo Consultivo;

XVIII. Proponer al Ejecutivo Federal la instrumentación,
seguimiento y evaluación de políticas públicas, progra-
mas y criterios obligatorios para promover e impulsar la
protección de los derechos fundamentales de los migran-
tes y la atención y apoyo integral a sus familias. 

XIX. Promover la elaboración de proyectos de leyes, re-
glamentos, y decretos relacionados con el apoyo y pro-
tección a los migrantes;

XX. Representar legalmente a la comisión en el cumpli-
miento de sus atribuciones;

XXI. Las demás que le señalen la presente ley, otros or-
denamientos legales y estatutarios y las que le delegue
el Consejo Consultivo, con base en el presente ordena-
miento.



Capítulo IV
De la integración y facultades del 

Consejo Consultivo

Artículo 87. Integración del Consejo Consultivo. El Con-
sejo Consultivo será la máxima autoridad de la Comisión y
estará integrado por las dependencias y entidades siguien-
tes:

I. Un representante de la Secretaría de Gobernación;

II. Un representante de la Secretaría de Relaciones Exte-
riores;

III. Un representante de la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público;

IV. Un representante de la Secretaría de Desarrollo So-
cial;

V. Un representante de la Secretaría de Educación Públi-
ca; 

VI. Un representante de la Secretaría de Salud;

VII. Un representante de la Secretaría del Trabajo y Pre-
visión Social;

VIII. Un representante de la Secretaría de Turismo

IX. Un representante de la Secretaría de Economía;

X. Un representante del Sistema para el Desarrollo Inte-
gral de la Familia;

XI. Un representante del Instituto Nacional de Migra-
ción;

XII. Un representante del Instituto de los Mexicanos en
el Exterior;

XIII. Un representante de la Comisión Nacional de De-
rechos Humanos;

XIV. Un representante de la Universidad Nacional Autó-
noma de México; 

XV. Un representante de el Colegio de la Frontera Nor-
te;

XVI. Un representante del Instituto Nacional de Estadís-
tica y Geografía;

XVII. Un representante del gobierno del Distrito Federal
y de cada uno de los estados fronterizos del norte y el sur
del país;

XVIII. Tres representantes de asociaciones de migrantes
mexicanos en el extranjero, establecidas en ciudades de
Estados Unidos con mayor número de migrantes mexi-
canos con personalidad jurídica reconocida; y

XIX. Tres representantes de organizaciones no guberna-
mentales, establecidas en México con personalidad jurí-
dica reconocida, cuya labor coincida con el objeto de la
Comisión.

En el caso de las Secretarías y los gobiernos del Distrito
Federal y las entidades federativas, los representantes
propietarios deberán de tener, cuando menos, el nivel de
Subsecretario; en el caso de las otras dependencias, será
preferentemente el titular o quien ocupe el siguiente nivel
jerárquico en forma descendente. Cada miembro propieta-
rio designará un suplente, el cual deberá contar con el nivel
de director general o equivalente.

El comisionado general presidirá las sesiones del Consejo
Consultivo y tendrá voto de calidad en caso de empate. El
cargo de integrante del Consejo Consultivo será honorario,
con excepción de su presidente, quien es el comisionado ge-
neral.

A las sesiones del Consejo Consultivo se podrá invitar tam-
bién, con la aprobación de la mayoría de sus asistentes, a los
representantes de otras dependencias e instituciones públi-
cas federales, estatales o municipales; así como a científicos
o especialistas que por la naturaleza de los asuntos a tratar
acuerde la propia Comisión o el Consejo. Los invitados ten-
drán derecho a voz y no a voto en la sesión o sesiones co-
rrespondientes.

El Estatuto Orgánico de la comisión especificará lo conte-
nido en este artículo, así como todo lo relacionado con su
vigilancia y control.

Artículo 88. De las reuniones del Consejo Consultivo. El
Consejo Consultivo se reunirá con la periodicidad que se-
ñale el Estatuto Orgánico, sin que pueda ser menos de cua-
tro veces al año, de acuerdo con el calendario que será apro-
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bado en la primera sesión ordinaria de su ejercicio, pudien-
do celebrar las reuniones extraordinarias que se requieran.

Para la celebración de las reuniones, la convocatoria debe-
rá ir acompañada del orden del día y de la documentación
correspondiente, los cuales deberán ser enviados por el co-
misionado general de la comisión y recibidos por los miem-
bros del Consejo Consultivo, con una anticipación no me-
nor de cinco días hábiles.

Para la validez de las reuniones del Consejo Consultivo se
requerirá de la asistencia de por lo menos la mitad más uno
de sus miembros. En caso de que la reunión convocada no
pudiera llevarse a cabo por falta de quórum, deberá cele-
brarse ésta, en segunda convocatoria, entre los cinco y quin-
ce días hábiles siguientes.

Las resoluciones o acuerdos del Consejo Directivo se toma-
rán por mayoría de los miembros presentes, teniendo el Pre-
sidente del Consejo voto de calidad en caso de empate.

Artículo 89. De las facultades del Consejo Consultivo. El
Consejo Consultivo, tendrá, además de las atribuciones que
le sean conferidas por otros ordenamientos legales, las si-
guientes:

I. Analizar y aprobar en su caso, los informes periódicos
que rinda el comisionado general;

II. Aprobar anualmente previo informe de los comisa-
rios, y dictamen de los auditores externos, los estados fi-
nancieros de la comisión y autorizar la publicación de és-
tos;

III. Aprobar de acuerdo con las leyes aplicables y el Re-
glamento de esta ley, las políticas, bases y programas ge-
nerales que regulen la operación de la comisión;

IV. Aprobar o no el nombramiento de los servidores pú-
blicos de la comisión que ocupen cargos con las dos je-
rarquías administrativas inferiores a la de aquél, aprobar
la fijación de sus sueldos y prestaciones, y a los demás
que señalen los estatutos y concederles licencias;

V. Aprobar y expedir el Estatuto Orgánico de la comisión
y el Reglamento Interno de la ley; la estructura orgánica
de la comisión, las modificaciones que procedan a la
misma y las normas de carácter interno relacionadas con
la comisión.

VI. Aprobar los programas y presupuestos de la comi-
sión, así como sus modificaciones, en los términos de la
legislación aplicable, para su inclusión en el Presupues-
to de Egresos de la Federación;

VII. Autorizar a la comisión la recepción de donativos en
favor de los migrantes y verificar que los mismos se apli-
quen precisamente a los fines señalados.

VIII. Autorizar la creación de comités de apoyo a mi-
grantes.

IX. Conocer el informe del presidente de la Comisión
Nacional respecto al ejercicio presupuestal.

X. Establecer en congruencia con los programas secto-
riales, las políticas generales y definir las prioridades a
las que deberá sujetarse la comisión, relativas al cumpli-
miento de sus fines.

XI. Establecer los lineamientos generales de actuación
de la comisión;

XII. Establecer, con sujeción a las disposiciones legales
relativas, sin intervención de cualquiera otra dependen-
cia, las normas y bases para la adquisición, arrenda-
miento y enajenación de inmuebles que la Comisión re-
quiera para la prestación de sus servicios;

XIII. Expedir las normas o bases generales con arreglo a
las cuales, cuando fuere necesario, el comisionado gene-
ral pueda disponer de los activos fijos de la comisión que
no correspondan a las operaciones propias del objeto de
ésta;

XIV. Nombrar y remover a propuesta del Comisionado
General, al secretario técnico quien podrá ser miembro o
no del Consejo Consultivo;

XV. Opinar sobre el proyecto de informe anual que el
presidente de la Comisión Nacional presente a los Pode-
res de la Unión; y verificar el ejercicio de los presupues-
tos.

XVI. Solicitar al comisionado general información adi-
cional sobre los asuntos que se encuentren en trámite o
haya resuelto la comisión; y

XVII. Tomar las decisiones que consideren necesarias
para el buen despacho de los asuntos y las demás que con



carácter indelegable establezcan las disposiciones lega-
les correspondientes.

Capítulo V
De la organización administrativa

A. Contraloría Interna

Artículo 90. Contraloría Interna. La comisión contará
con una Contraloría Interna, órgano interno de control, al
frente del cual su titular designado en los términos del artí-
culo 37, fracción XII, de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, en el ejercicio de sus facultades, se au-
xiliará por los titulares de las áreas de responsabilidades,
auditoría y quejas, designados en los mismos términos.

Los servidores públicos a que se refiere el párrafo anterior,
en el ámbito de sus respectivas competencias, ejercen las fa-
cultades previstas en la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal, la Ley Federal de Entidades Paraestatales,
la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los
Servidores Públicos y en los demás ordenamientos legales
y administrativos aplicables, conforme a lo previsto por el
Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública.

Las ausencias del contralor interno, así como las de los titu-
lares de las áreas de responsabilidades, auditoría y quejas,
serán suplidas conforme a lo previsto por el Reglamento In-
terior de la Secretaría de la Función Pública.

La comisión proporcionará al titular del órgano interno de
control, los recursos humanos y materiales que requieran
para la atención de los asuntos a su cargo. Asimismo, los
servidores públicos de la Comisión estarán obligados a pro-
porcionar el auxilio que requiera el titular de dicho órgano
para el desempeño de sus funciones.

B. Régimen laboral

Artículo 91. Régimen laboral. Las relaciones de trabajo
entre la comisión y sus trabajadores, se regirán por la Ley
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Regla-
mentaria del Apartado B del artículo 123 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 92. Régimen de seguridad social para los tra-
bajadores. El personal de la comisión queda incorporado al
régimen de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios So-
ciales de los Trabajadores del Estado.

C) Patrimonio y presupuesto

Artículo 93. Patrimonio y presupuesto. El patrimonio y el
presupuesto de la comisión se integrarán con:

I. Las acciones, derechos o productos que por cualquie-
ra título adquiera;

II. Las adquisiciones, créditos, préstamos y cooperacio-
nes técnicas en numerario o en especie, que obtenga de
cualquier dependencia o entidad pública, institución pri-
vada u organismos nacionales o internacionales, de con-
formidad con las disposiciones jurídicas aplicables;

III. Las aportaciones voluntarias, donaciones, herencias
o legados que reciba de personas físicas o morales, na-
cionales o extranjeras;

IV. Las aportaciones y subsidios del gobierno federal, los
gobiernos de las entidades federativas y ayuntamientos,
así como del Distrito Federal; 

V. Los bienes muebles e inmuebles que adquiera por
cualquier título; así como los derechos y obligaciones
que le transmitan la federación, las entidades federativas,
el Distrito Federal, los municipios o cualquier otra enti-
dad pública; así como aquellos que le fijen las leyes y re-
glamentos o que provengan de otros fondos o aportacio-
nes conforme a la legislación aplicable.

VI. Los fondos que obtenga para el financiamiento de
programas específicos; 

VII. Los recursos que le sean asignados anualmente con-
forme al Presupuesto de Egresos de la Federación co-
rrespondiente, y

VIII. Los recursos que obtenga por la comercialización
de sus obras literarias, derechos y demás que correspon-
dan.

Título V
De los Procedimientos ante la Comisión

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 94. Denuncia ante la comisión. La comisión po-
drá recibir, por cualquier medio escrito o electrónico, que-
jas de cualquier persona u organización no gubernamental
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sobre presuntas violaciones a los derechos de los migrantes.
Las quejas también podrán presentarse oralmente, cuando
los comparecientes no puedan escribir o sean menores de
edad.

Artículo 95. Orientación. La comisión pondrá a disposi-
ción de los reclamantes formularios que faciliten el trámite,
y en todo caso orientará a los comparecientes sobre el con-
tenido de su queja o reclamación. Si el interesado no habla
o entiende correctamente el idioma español, se le propor-
cionará gratuitamente un traductor.

Artículo 96. Acta circunstanciada. En todos los casos que
se requiera, la comisión levantará acta circunstanciada de
sus actuaciones.

Artículo 97. Quejas y denuncias ante otras instancias.
Independientemente de su queja o denuncia ante la Comi-
sión, el afectado podrá ejercitar otros derechos y medios de
defensa ante otras instancias conforme a las leyes.

Artículo 98. Improcedencia de la queja o denuncia.
Cuando queja o denuncia sea manifiestamente improceden-
te o infundada, será rechazada de inmediato. Cuando no co-
rresponda de manera ostensible a la competencia de la Co-
misión se orientará al reclamante, a fin de que acuda a la
autoridad o servidor público a quien corresponda conocer o
resolver el asunto.

Artículo 99. Procedencia de la queja o denuncia. Si se
admite una queja o denuncia, desde ese momento personal
directivo u operativo de la comisión se pondrán en contac-
to con la autoridad señalada como responsable de la pre-
sunta violación de derechos de los migrantes a fin de inten-
tar lograr una conciliación entre los intereses de las partes
involucradas.

Artículo 100. Intervención de un visitador. Cuando para
la resolución de un asunto se requiera una investigación, la
Comisión enviará a un visitador a fin de que conozca del
asunto, quien solicitará de otras autoridades, servidores pú-
blicos o particulares todo género de documentos e informes;
practicará visitas e inspecciones y citará las personas que
deban comparecer como peritos o testigos; además de reali-
zar otras acciones que conforme a derecho juzgue conve-
nientes para el mejor conocimiento del asunto.

Capítulo II 
Acuerdos y recomendaciones

Artículo 101. Acuerdos y recomendaciones. La comisión
podrá dictar acuerdos de trámite, que serán obligatorios pa-
ra las autoridades y servidores públicos para que comparez-
can o aporten información o documentación. Concluida la
investigación, el visitador formulará, en su caso, un proyec-
to de Recomendación, o acuerdo de no responsabilidad en
los cuales se analizarán los hechos, los argumentos y prue-
bas;

Artículo 102. Restitución de derechos y reparación del
daño. En el proyecto de Recomendación, se señalarán las
medidas que procedan para la efectiva restitución de los
afectados en sus derechos fundamentales, y si procede en su
caso, para la reparación de los daños y perjuicios que se hu-
biesen ocasionado. De no comprobarse las violaciones de
derechos humanos imputadas, la comisión dictará acuerdo
de no responsabilidad.

Las recomendaciones y los acuerdos de no responsabilidad
se referirán a casos concretos; las autoridades no podrán
aplicarlos a otros casos por analogía o mayoría de razón.

Artículo 103. Improcedencia de recursos. En contra de
las recomendaciones, acuerdos o resoluciones definitivas de
la Comisión, no procederá ningún recurso.

Capítulo III
Notificaciones e informes

Artículo 104. Notificación. Conociéndose el resultado de
la investigación, la comisión notificará inmediatamente a
los quejosos los resultados de la misma, la recomendación
que haya dirigido a las autoridades o servidores públicos
responsables de las violaciones respectivas, la aceptación y
la ejecución que se haya dado a la misma, así como, en su
caso, el acuerdo de no responsabilidad. 

Artículo 105. Publicación de resultados. La comisión pu-
blicará las recomendaciones y los acuerdos de no responsa-
bilidad. En casos excepcionales podrá determinar si sólo
deban comunicarse a los interesados de acuerdo con las cir-
cunstancias del propio caso.

Artículo 106. Presentación de informe anual. El comisio-
nado general presentará anualmente ante el Consejo Con-
sultivo un informe sobre las actividades que haya realizado
en materia de quejas y denuncias en el período comprendi-
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do entre el 1o. de enero y el 31 de diciembre del año inme-
diato anterior. Al efecto, comparecerá en el mes de enero
ante el citado órgano de gobierno de la comisión.

El informe podrá contener proposiciones dirigidas a las au-
toridades y servidores públicos competentes, tanto federa-
les, como locales y municipales, con el objeto de tutelar de
manera más efectiva los derechos de los migrantes y lograr
una mayor eficiencia en la prestación de los servidores pú-
blicos. 

Capítulo IV
Inconformidades

Artículo 107. Inconformidades. Las inconformidades se
presentarán directamente ante la comisión, de acuerdo a lo
establecido en el Estatuto Orgánico.

Artículo 108. Tramitación expedita. La tramitación será
breve y sencilla. Una vez admitido el recurso, la Comisión
solicitará a la autoridad, dependencia o entidad correspon-
diente rinda un informe en un plazo no mayor de diez días
hábiles, el cual deberá acompañar con las constancias y
fundamentos que justifiquen su conducta. Si dicho informe
no se presenta dentro de dicho plazo, se presumirán ciertos
los hechos señalados, salvo prueba en contrario.

Artículo 109. Tiempo de resolución. La comisión deberá
pronunciarse sobre la queja en un término que no exceda de
sesenta días, a partir de la aceptación del recurso, formu-
lando una Recomendación o bien declarará infundada la in-
conformidad.

Artículo 110. Recurso de impugnación. El recurso de im-
pugnación deberá contener una descripción concreta de los
hechos y razonamientos en que se apoya, así como las prue-
bas documentales que se consideren necesarias. El recurso
de impugnación interpuesto contra una recomendación o
contra la insuficiencia en el cumplimiento de la misma por
la autoridad local, deberá presentarse por escrito dentro de
un plazo de treinta días naturales, contados a partir de que
el recurrente tuvo conocimiento de la propia recomenda-
ción.

Artículo 111. Tiempo de resolución. Una vez agotada la
tramitación, la comisión resolverá el recurso de impugna-
ción en un plazo no mayor de sesenta días hábiles.

Título VI 
Responsabilidades y Sanciones

Capítulo Único

Artículo 112. Sanción por incumplimiento. El incumpli-
miento a lo dispuesto en la presente ley será sancionado de
conformidad con lo dispuesto en la Ley Federal de Respon-
sabilidades de los Servidores Públicos y en el Reglamento
de la ley; independientemente de otras disposiciones civiles
o penales que apliquen al caso.

Artículo 113. Cumplimiento de Normas Oficiales. Las
instituciones públicas y privadas, casas hogar, albergues, re-
sidencias de día o cualquier otro centro de atención a los mi-
grantes deberán ajustar su funcionamiento a lo dispuesto
por las Normas Oficiales Mexicanas, Normas Mexicanas,
Normas Técnicas y los reglamentos que se expidan para es-
te efecto.

Artículo 114. Sanciones de la Secretaría de Salud. El in-
cumplimiento a la disposición contenida en el artículo ante-
rior será sancionado administrativamente por la Secretaría
de Salud y por las autoridades locales, según lo previsto en
las leyes correspondientes.

Transitorios

Artículo Primero. La presente ley entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. Corresponderá al Ejecutivo federal la expedición
de su Reglamento, lo que deberá ocurrir dentro de los cien-
to ochenta días naturales posteriores a la publicación de la
ley.

Artículo Segundo. La Comisión a que se refiere la presen-
te Ley, se deberá constituir el mismo día de entrada en vi-
gor de la presente ley.

Artículo Tercero. Se derogan todas las disposiciones lega-
les, reglamentarias y administrativas, que se opongan a la
presente ley.

Artículo Cuarto. El Consejo Consultivo de la comisión y
su comisionado general, deberán tomar posesión de sus car-
gos el día de entrada en vigor de la presente ley.

Artículo Quinto. La Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico realizará las adecuaciones necesarias para el trata-
miento del ramo presupuestal de la comisión, como entidad
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no sectorizada, así como para que la Comisión ejerza las
funciones que conforme a las leyes y demás ordenamientos
corresponden a las dependencias coordinadoras de sector,
respecto de las entidades paraestatales que formen parte del
subsector denominado Sistema Migración, en los términos
de los artículos 48, 49 y 50 de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal.

Artículo Sexto. El Consejo Consultivo dispondrá la expe-
dición del Estatuto Orgánico de la comisión en un plazo de
sesenta días contados a partir de la entrada en vigor de esta
Ley, en el cual deberá precisar las decisiones y autorizacio-
nes que le corresponderá al propio consejo adoptar respec-
to de las diversas atribuciones de ley que le corresponden.

Artículo Séptimo. En tanto que se expide el Estatuto Or-
gánico, el Consejo Consultivo podrá resolver, en caso de
duda, sobre la procedencia de que el propio consejo o el co-
misionado general realice gestiones directamente ante la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público o cualquier otra
dependencia que resulte competente para los asuntos de que
se trate.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, en México, Distrito Fe-
deral, el 3 de febrero de 2011.— Diputados: Juan Carlos López Fer-
nández, Federico Ovalle Vaquera, Liev Vladimir Ramos Cárdenas,
Sergio Ernesto Gutiérrez Villanueva, Ovidio Cortazar Ramos, Héctor
Hugo Hernández Rodríguez, José Luis Jaime Correa, Dolores de los
Ángeles Nazares Jerónimo, Ariel Gómez León, Leticia Quezada Con-
treras, Emiliano Velázquez Esquivel, Rodolfo Lara Lagunas, Víctor
Manuel Castro Cosío, Armando Ríos Piter, Enoé Margarita Uranga
Muñoz, José Narro Céspedes, Rigoberto Salgado Vázquez, Emilio Se-
rrano Jiménez, Agustín Guerrero Castillo, Claudia Edith Anaya Mota,
María Araceli Vázquez Camacho, Teresa Guadalupe Reyes Sahún,
Ilich Augusto Lozano Herrera, María Teresa Rosaura Ochoa Mejía,
Alejandro Gertz Manero, Julián Nazar Morales, Roberto Armando Al-
bores Gleason, Gerardo Verver y Vargas Ramírez, Gerardo Leyva Her-
nández, María Dina Herrera Soto, Luis Hernández Cruz, Arturo Santa-
na Alfaro, Josué Cirino Valdés Huezo, Sami David David, Obdulia
Magdalena Torres Abarca, Guadalupe Valenzuela Cabrales, Yolanda
del Carmen Montalvo López, Nelly del Carmen Márquez Zapata, José
Manuel Marroquín Toledo, Francisco Amadeo Espinosa Ramos, Pedro
Vázquez González, Juan Enrique Ibarra Pedroza, Juventino Víctor
Castro y Castro, Canek Vázquez Góngora, Uriel López Paredes, Liz-
beth García Coronado, Israel Madrigal Ceja, Alejandro de Jesús Enci-
nas Rodríguez, Pablo Escudero Morales, José de Jesús Zambrano Gri-
jalva, Jorge Venustiano González Ilescas, Emilio Andrés Mendoza
Kaplan, Hugo Héctor Martínez González, Pedro Jiménez León, Mirna
Lucrecia Camacho Pedrero, Jesús Giles Sánchez, Gloria Trinidad Lu-

na Ruíz, Dora Evelyn Trigueras Durón, Silvia Puppo Gastelum, Adán
Augusto López Hernández, Maricarmen Valls Esponda, María Yolan-
da Valencia Vales, Carlos Martínez Martínez, Juan José Cuevas García,
Arturo Ramírez Bucio, María del Carmen Guzmán Lozano, María
Sandra Ugalde Basaldua, Domingo Rodríguez Martell, María Floren-
tina Ocegueda Silva, Laura Piña Olmedo, Indira Piña Silva, Martha
Angélica Bernardino Rojas, Filemón Navarro Aguilar, Avelino Mén-
dez Rangel, Mauricio Alonso Toledo Gutiérrez, Olga Luz Espinosa
Morales, Víctor Manuel Báez Ceja, César Francisco Burelo Burelo, Jo-
sé M. Torres Robledo, Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de la
Vega, Nazario Norberto Sánchez, Rigoberto Salgado Vázquez, Floren-
tina Rosario Morales, Reyes S.Tamez Guerra , Sergio Lobato García,
Ricardo Sánchez Gálvez, Eduardo Zarzosa Sánchez, Rosalina Mazari
Espín, Heriberto Ambrosio Cipriano, Jorge Rojo García de Alba, Pau-
la Angélica Hernández Olmos, María de Jesús Aguirre Maldonado, Ra-
món Jiménez Fuentes, Jaime Arturo Vázquez Aguilar , José Manuel
Aguero Tovar, Luis Hernández Cruz, Laura Arizméndi Campos, María
Guadalupe García Almanza, Jorge Venustiano González Ilescas, Emi-
lio Andrés Mendoza Kaplan (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Población, Fronteras y Asun-
tos Migratorios, para dictamen, con opinión de las Co-
misiones de Gobernación y Presupuesto y Cuenta Pú-
blica.

ESTADO DE COAHUILA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobierno estatal a revisar y modificar por la Promotora
para el Desarrollo Minero de Coahuila y el Servicio de Ad-
ministración Tributaria local las condiciones establecidas
en los contratos celebrados entre éstos y los productores de
carbón de la entidad, a cargo del diputado Jesús Ramírez
Rangel, del Grupo Parlamentario del PAN

Quien suscribe, diputado en la LXI Legislatura, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en lo dispuesto en el artículo 6, numeral 1,
fracción I, y el artículo 79, numeral 2, fracciones III, IV y
V, del Reglamento de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, somete a consideración de este pleno la
proposición con punto de acuerdo de urgente u obvia reso-
lución por el que la Cámara de Diputados exhorta al go-
bierno del estado de Coahuila para que a través de la Pro-
motora para el Desarrollo Minero de Coahuila (Prodemi) y
el Servicio de Administración Tributaria de Coahuila (SA-

Año II, Segundo Periodo, 10 de marzo de 2011 / Anexo I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados54



TEC) revisen y modifiquen las condiciones establecidas en
los contratos celebrados entre estos y los productores de
carbón de Coahuila, a fin de que dichos contratos no per-
judiquen a los productores con cobros excesivos, al tenor
de las siguientes

Consideraciones

La región carbonífera de Coahuila es sin duda la región
carbonífera de México. Ahí se produce la gran mayoría del
carbón de nuestro país, mismo que es utilizado para la ge-
neración de energía eléctrica y la industria del acero. 

En México existen grandes productores de carbón, así co-
mo los micro, pequeños y medianos productores. Indepen-
dientemente del tamaño del productor, todos venden su
producto a la Comisión Federal de Electricidad (CFE),
quien compra más del 95 por ciento del carbón que se pro-
duce en México, ocasionando sin lugar a dudas un monop-
somio o monopolio de la compra. Anteriormente todos los
productores vendían directamente a la CFE generándose
condiciones de desigualdad entre ellos mismos y, la Comi-
sión amparada en la ley, se veía obligada a licitar todas y
cada una de las compras, dejando a los micro, pequeños y
medianos productores en condiciones de desventaja con
los grandes productores nacionales y extranjeros. 

Para evitar la clara afectación que sufrían los pequeños
productores de carbón y después de meses de presión so-
cial, en marzo de 2003 mediante un acuerdo entre produc-
tores, el gobierno estatal y el gobierno federal, se tomó la
decisión de crear la Promotora para el Desarrollo Minero
de Coahuila, organismo descentralizado del gobierno del
estado de Coahuila. El objetivo de esta entidad era que los
productores vendieran el carbón a CFE a través de este or-
ganismo intermedio con la finalidad de evitar las licitacio-
nes y dar mayor orden y certeza a las compras de CFE y las
ventas de los productores (se evita la licitación en tanto un
contrato entre dos entidades de gobierno). La CFE haría un
contrato con la Prodemi por X número de toneladas, por X
número de años y los productores surtirían el carbón de-
pendiendo de su capacidad. La Prodemi definía estos mon-
tos en acuerdo con la Unión Nacional y la Unión Mexica-
na de Productores de Carbón, representantes de todos los
productores. 

Un problema que quedo pendiente después de la creación
de la Prodemi, fue el precio que CFE pagaría por el carbón.
Teniendo el monopsomio era complicado que los produc-
tores se negarán a cualquier tipo de precio que fijara CFE

aún y cuando este fuera inferior al que se pagaba a los
grandes productores nacionales e internacionales. Es decir,
se pagaba un precio diferenciado por el mismo producto
(valga mencionar que el pago era por toneladas, cuando lo
normal en estas transacciones es por unidad de calor o
BTU que es la medida útil para la industria eléctrica).

Nuevamente se dio una serie de consultas, cabildeo y
presión ante el gobierno federal a fin de lograr un me-
jor precio de pago por parte de CFE. En 2008 y en 2009
el Gobierno Federal acordó con la intermediación del
gobierno estatal, dar dos aumentos al precio del carbón,
aumentos nunca antes vistos, lo cual muestra el apoyo
de los Gobiernos de Acción Nacional a los productores
de carbón de Coahuila. En el primer aumento se equi-
paró el precio de carbón con el que CFE pagaba a los
grandes productores y posteriormente se dio un segun-
do aumento que nos acercaba, aunque lejos, a los pro-
ductores internacionales.

Estos aumentos significarían un gran beneficio para la re-
gión carbonífera de Coahuila y se preveía la generación de
3 mil nuevos empleos.

Desafortunadamente diversas circunstancias empezaron a
modificarse para los productores de carbón, ya que en el
2009 la Prodemi se convirtió en una dependencia de la Se-
cretaría de Finanzas y el año pasado pasó a formar parte de
los activos del Servicio de Administración Tributaria de
Coahuila, organismo creado por el gobierno de Coahuila
con facultades extraordinarias y concentradoras en diver-
sas materias incluida la minera, que convierten –por decir-
lo de algún modo– al SATEC en un “superintermediario”,
incluso por encima de la Prodemi, y le permite al estado
crear e imponer nuevos controles, jugando siempre con los
“límites” o fronteras de la ley.

Prueba de lo anterior es que entre mayo y junio de 2009 los
productores aludieron que firmaron un contrato con Prode-
mi de tres años de duración, sin embargo para junio de
2010 fueron citados en el SATEC para firmar un “nuevo
contrato”, y sin mayores explicaciones o fundamentos le-
gales los productores fueron obligados a suscribirlos; esta
vez los contratos son por un plazo de 20 años.

Asimismo los productores refieren que con el esquema de
“nuevos contratos” la Prodemi y el SATEC están afectan-
do a más de 88 productores de carbón que generan 7000
mil empleos directos, además de la afectación que sufren
comerciantes y transportistas.
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Algunas de las clausulas que contienen dichos contratos y
que afectan principalmente a los pequeños y medianos pro-
ductores son:

- El establecimiento por parte de Prodemi de un precio
de 827 pesos por tonelada de carbón, el cual tiene un
ajuste mensual.

- También en el nuevo contrato se determinan las apor-
taciones que los productores deben cubrir, entre las que
se encuentran un pago de 45 pesos por tonelada desti-
nado a “obras públicas de infraestructura, apoyos
para muestreos en campo, con el analizador de ceniza, y
asesorías para mezclas, de acuerdo con calidades deter-
minadas en laboratorio”.

- Se considera una cuota de 18.24 pesos por tonelada de
carbón facturado que, una vez en manos del gobierno de
Coahuila, deberá invertirse en infraestructura y Progra-
mas Sociales en la región carbonífera.

De lo anterior se desprende que los esfuerzos y las gestio-
nes que en su momento se realizaron en el 2008 y 2009 pa-
ra que se lograra un aumento histórico en el precio del car-
bón pagado por CFE no sirvieron de nada, toda vez que
actualmente los productores tienen que pagar aportaciones
y cuotas que se invertirán en obras públicas de infraestruc-
tura para la entidad. 

Por otro lado el 29 de diciembre de 2010, y siendo todavía
gobernador Humberto Moreira, se publicó en el Periódico
Oficial del Estado el decreto por el que modifica el contra-
to del Fideicomiso denominado Fondo de Garantía a la Pe-
queña y Mediana Minería del Estado de Coahuila; en el
mismo se puede apreciar que se le conceden facultades am-
plias al Servicio de Administración Tributaria de Coahuila
para también tener injerencia amplia en este fideicomiso.

Curiosamente, días después aparecieron quejas de diversos
productores de carbón de la entidad, que señalaban los des-
cuentos arbitrarios que se les hacen por parte del SATEC y
la Prodemi, en calidad de “derechos” supuestamente desti-
nados a obra pública.

Ante esta acusación hecha de manera anónima por parte de
los productores, el responsable del SATEC, Javier Villare-
al, informa que dichos recursos son utilizados en obras de
infraestructura y otros proyectos que se tienen previstos y
enfocados a la industria minera y a la región carbonífera.
Es decir, el titular del SATEC está corroborando que las

únicas obras realizadas en la región carbonífera son gracias
a los productores de carbón, porque las obras que detalla
son sin duda las únicas que se han llevado a cabo durante
el llamado “Gobierno de la Gente” en dicha región, obras
sobre las que no se informa ni el precio, licitaciones, em-
presas ejecutoras, ni los tiempos de ejecución. 

Todo lo expuesto refleja en primer término que los contra-
tos entre los productores de carbón y, la Prodemi y el SA-
TEC, rebasan las atribuciones de las dependencias del go-
bierno de Coahuila en materia minera y establecen
condiciones que a todas luces afectan a los productores de
carbón de la región, sobre todo a los pequeños y medianos.
Asimismo, los recursos que se obtienen de los cobros de
derechos establecidos en los contratos, las autoridades de
Coahuila aluden que se utilizan para obras públicas, sin
embargo hasta ahora existe una total opacidad en el mane-
jo de dichos recursos, no se sabe exactamente su destino, ni
para que obras son utilizados, un ejemplo de ello es la opa-
cidad en la construcción de puentes y mega plazas, en don-
de los terrenos se pagan en efectivo y no se reportan gas-
tos, particularmente se encuentra la gran plaza de Piedras
Negras y de Torreón. 

En este orden de ideas, se somete a consideración de esta
honorable Cámara de Diputados, con carácter de urgente u
obvia resolución, la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados exhorta al gobierno del
estado de Coahuila para que a través de la Promotora para
el Desarrollo Minero de Coahuila y el Servicio de Admi-
nistración Tributaria de Coahuila revisen y modifiquen las
condiciones establecidas en los contratos celebrados entre
estos y los productores de carbón de la entidad, a fin de que
dichos contratos no perjudiquen a los productores con co-
bros excesivos.

Segundo. Se solicita la creación de un grupo de trabajo que
se avoque a investigar el destino de los recursos que des-
cuenta la Promotora para el Desarrollo Minero de Coahui-
la, organismo descentralizado del gobierno del estado, en
perjuicio de los productores de carbón de la entidad.

Presentada en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el día 10 de febre-
ro de 2011.— Diputado Jesús Ramírez Rangel (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, para dictamen,
con opinión de la Comisión de Energía
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• Corona Valdés, Lorena (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Corona Valdés, Lorena (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . 

• González Ilescas, Jorge Venustiano (PRI). . . . . . . . . 

• López Fernández, Juan Carlos (PRD). . . . . . . . . . . . 

• Ramírez Rangel, Jesús (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Artículos 72, 73, 76 y 89 constituciona-
les - Ley Sobre la Celebración de Trata-
dos - Ley sobre la Aprobación de Trata-
dos Internacionales en Materia
Económica: 3

Ley General de Población: 9

Ley General de Población: 14

Ley para la Protección y Apoyo a los Mi-
grantes y sus Familias: 15

Estado de Coahuila: 54

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON EN ANEXO
( en orden alfabético )


